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IV. DERECHO AL RECONOCIMIENTO DE LA PERSONALIDAD 
JURÍDICA

Corte IDH. Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 258.

108. Por otro lado, este Tribunal ha estimado que, en casos de desaparición forzada,
atendiendo al carácter múltiple y complejo de esta grave violación de derechos humanos,
su ejecución conlleva la vulneración específica del derecho al reconocimiento de la
personalidad jurídica, debido a que la consecuencia de la negativa a reconocer la privación
de libertad o paradero de la persona es, en conjunto con los otros elementos de la
desaparición, la “sustracción de la protección de la ley” o bien la vulneración de la
seguridad personal y jurídica del individuo que impide directamente el reconocimiento de
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la personalidad jurídica. (En similar sentido: Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 
2012, párr. 118, y Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253, párr. 
208.).

Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 
212.

98. De acuerdo con su jurisprudencia más reciente, dado el carácter múltiple y complejo
de esta grave violación de derechos humanos, en el Caso Anzualdo Castro Vs. Perú este
Tribunal reconsideró su posición anterior y estimó posible que, en casos de esta
naturaleza, la desaparición forzada puede conllevar una violación específica del referido
derecho: más allá de que la persona desaparecida no pueda continuar gozando y
ejerciendo otros, y eventualmente todos los derechos de los cuales también es titular, su
desaparición busca no sólo una de las más graves formas de sustracción de una persona
de todo ámbito del ordenamiento jurídico, sino también negar su existencia misma y
dejarla en una suerte de limbo o situación de indeterminación jurídica ante la sociedad, el
Estado e inclusive la comunidad internacional.

99. En consideración de lo anterior, si bien esta Corte había establecido en anteriores
casos que dicha definición no se refería expresamente al reconocimiento de la
personalidad jurídica entre los elementos de tipificación del delito complejo de esta
práctica, cabe hacer notar que en aplicación del principio del efecto útil y de las
necesidades de protección en casos de personas y grupos en situación de vulnerabilidad,
este Tribunal, de acuerdo con la evolución del corpus juris internacional en la materia, ha
interpretado de manera amplia el artículo II de la CIDFP, lo que le ha permitido concluir
que la consecuencia de la negativa a reconocer la privación de libertad o paradero de la
persona es, en conjunto con los otros elementos de la desaparición, la “sustracción de la
protección de la ley” o bien la vulneración de la seguridad personal y jurídica del individuo,
lo cual impide directamente el reconocimiento de la personalidad jurídica.

100. Más aún, dicha consecuencia queda evidenciada cuando del modus operandi de esta
práctica se desprende la intención deliberada, no sólo de dejar al individuo fuera del
ejercicio de los recursos legales y las garantías procesales pertinentes, sino también de
otros derechos, ya sean éstos civiles o políticos, así como la extracción de su comunidad
y grupo familiar, como se configura en el presente caso [...].

101. Por tanto, el Estado debe respetar y procurar los medios y condiciones jurídicas para
que el derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica pueda ser ejercido libre y
plenamente por sus titulares. Dicho reconocimiento determina su existencia efectiva ante
la sociedad y el Estado, lo que le permite ser titular de derechos y obligaciones, ejercerlos
y tener capacidad de actuar, lo cual constituye un derecho inherente al ser humano, que
no puede ser en ningún momento derogado por el Estado de conformidad con la
Convención Americana.

Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 de 
noviembre de 2000. Serie C No. 70.

178. El artículo 3 de la Convención establece que “[t]oda persona tiene derecho al
reconocimiento de su personalidad jurídica”.
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179. El citado precepto debe interpretarse a la luz de lo establecido por el artículo XVII de
la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, que textualmente
establece: “Toda persona tiene derecho a que se le reconozca en cualquier parte como
sujeto de derechos y obligaciones, y a gozar de los derechos civiles fundamentales”. El
derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica implica la capacidad de ser titular
de derechos (capacidad de goce) y de deberes; la violación de aquel reconocimiento
supone desconocer en términos absolutos la posibilidad de ser titular de esos derechos y
deberes.

V. DERECHO A LA VIDA

Alcances del derecho a la vida

Corte IDH. Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385.

100. Este Tribunal ha establecido que la observancia del artículo 4, relacionado con el
artículo 1.1 de la Convención Americana, no sólo presupone que ninguna persona sea
privada de su vida arbitrariamente (obligación negativa), sino que además requiere que
los Estados adopten todas las medidas apropiadas para proteger y preservar el derecho a
la vida (obligación positiva), conforme al deber de garantizar el pleno y libre ejercicio de
los derechos de todas las personas bajo su jurisdicción. En consecuencia, los Estados
tienen la obligación de garantizar las condiciones que se requieran para que no se
produzcan violaciones de ese derecho inalienable y, en particular, el deber de impedir que
sus agentes atenten contra el mismo. Esta protección activa del derecho a la vida por
parte del Estado no sólo involucra a sus legisladores, sino a toda institución estatal y a
quienes deben resguardar la seguridad, sean éstas sus fuerzas de policía o sus fuerzas
armadas. (En similar sentido: Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs.
Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de
agosto de 2014. Serie C No. 283, párr. 138, y Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala.
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018.
Serie C No. 359. párr. 155.).

Corte IDH. Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356.

107. El derecho a la vida resulta fundamental en la Convención por ser el presupuesto
esencial para el ejercicio de los demás derechos. La observancia del artículo 4, relacionado
con el artículo 1.1 de la Convención Americana, no solo presupone que ninguna persona
sea privada de su vida arbitrariamente (obligación negativa), sino que además requiere
que los Estados adopten todas las medidas apropiadas para proteger y preservar el
derecho a la vida (obligación positiva), conforme al deber de garantizar el pleno y libre
ejercicio de los derechos de todas las personas bajo su jurisdicción. La protección activa
del derecho a la vida involucra a toda institución estatal, inclusive a quienes deben
resguardar la seguridad, ya sea que se trate de fuerzas de policía o fuerzas armadas. Es
contraria a la Convención aquella privación de la vida que sea producto de la utilización
de la fuerza de forma ilegítima, excesiva o desproporcionada.
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Corte IDH. Caso Chinchilla Sandoval y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de febrero de 2016. Serie C No. 
312.

166. La Corte ha afirmado reiteradamente que el derecho a la vida es fundamental en la
Convención Americana, por cuanto de su salvaguarda depende la realización de los demás
derechos. En virtud de ello, los Estados tienen la obligación de garantizar la creación de
las condiciones que se requieran para su pleno goce y ejercicio.

Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
agosto de 2014. Serie C No. 283.

143. En este caso no se han alegado violaciones del deber del Estado de respetar los
derechos a la vida e integridad personal. La controversia ha sido planteada únicamente
respecto a la obligación de garantizar dichos derechos. De este modo, la Corte analizará
si en este caso se configuraron los requisitos para que surgiera la responsabilidad del
Estado por incumplimiento de su obligación positiva de garantizar los derechos humanos,
tomando las medidas necesarias para prevenir las violaciones. Para ello, debe verificarse
que al momento de los hechos existía una situación de riesgo real e inmediato para la vida
o integridad personal de un individuo o grupo de individuos determinados, que las
autoridades conocían o debían tener conocimiento, y que no adoptaron las medidas
necesarias dentro del ámbito de sus atribuciones que, juzgadas razonablemente, podían
esperarse para prevenir o evitar ese riesgo. La Corte analizará la existencia de estos
supuestos, a la luz de las denuncias realizadas ante órganos o funcionarios públicos,
respecto de las cuales se puede verificar el conocimiento estatal previo. En el presente
caso, la Corte también tomará en cuenta que en los años 2003 y 2004 el Estado de
Guatemala tenía conocimiento de una situación de especial vulnerabilidad para las
defensoras y los defensores de derechos humanos, particularmente aquéllos que buscaban
la protección o promoción de los derechos económicos, culturales y sociales, así como la
verdad y la justicia en relación con las violaciones a los derechos humanos cometidas
durante el conflicto armado interno, tal como lo hacían el señor A.A. y la señora B.A. Todo
ello a la luz de los estándares de prevención y protección indicados anteriormente.

144. En cuanto al alegado incumplimiento por parte del Estado de garantizar la vida del
señor A.A., esta Corte constata que la Comisión y las representantes fundamentaron sus
alegaciones de que el Estado tuvo conocimiento de una situación de riesgo real e inmediato
para la vida del señor A.A. con base en dos supuestos: primero, en que la señora B.A.
habría denunciado una amenaza en contra de ella, de su hijo y de su padre el 26 de
noviembre de 2003 ante el Ministerio Público y, segundo, en que la familia A hizo de
conocimiento del entonces Alcalde Municipal de Santa Lucía Cotzumalguapa la existencia
de actos de hostigamiento y vigilancia en contra del señor A.A. con anterioridad la muerte
de éste.

149. En consecuencia, una vez evaluadas las pruebas aportadas por la Comisión y las
partes, la Corte considera que no cuenta con elementos suficientes para acreditar que el
Estado tenía o debió tener conocimiento de una situación de riesgo real e inmediato para
la vida del señor A.A. con anterioridad a su muerte, generándose de ese modo el deber
de adoptar las medidas necesarias para enfrentar dicho riesgo. La Corte nota que la
Comisión y las representantes no proporcionaron otros elementos a fin de evidenciar que
el Estado debió conocer la situación de riesgo particular del señor A.A. dentro del contexto
de vulnerabilidad para defensores de derechos humanos en el que se encontraba. Por
tanto, la Corte considera que no cuenta con elementos suficientes para declarar un
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incumplimiento por parte del Estado de su deber de proteger la vida del señor A.A., en los 
términos del artículo 4.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de 
dicho tratado. De este modo, la Corte no considera procedente analizar las posibles 
afectaciones a la integridad personal de sus familiares ocasionadas a raíz de la muerte del 
señor A.A. Como lo ha hecho anteriormente, la Corte realizará el análisis sobre la 
obligación de llevar a cabo una investigación efectiva con la debida diligencia en el Capítulo 
VIII.4 relativo a los artículos 8 y 25 de la Convención.

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. 
Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63.

144. El derecho a la vida es un derecho humano fundamental, cuyo goce es un
prerrequisito para el disfrute de todos los demás derechos humanos. De no ser respetado,
todos los derechos carecen de sentido. En razón del carácter fundamental del derecho a
la vida, no son admisibles enfoques restrictivos del mismo. En esencia, el derecho
fundamental a la vida comprende, no sólo el derecho de todo ser humano de no ser privado
de la vida arbitrariamente, sino también el derecho a que no se le impida el acceso a las
condiciones que le garanticen una existencia digna. Los Estados tienen la obligación de
garantizar la creación de las condiciones que se requieran para que no se produzcan
violaciones de ese derecho básico y, en particular, el deber de impedir que sus agentes
atenten contra él.

145. Como bien ha establecido el Comité de Derechos Humanos, creado por el Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos de Naciones Unidas,

[l]a protección contra la privación arbitraria de la vida, que es explícitamente exigida
por el tercer párrafo del artículo 6.1 [del Pacto Internacional de Derechos Civiles y
Políticos] es de suprema importancia. El Comité considera que los Estados Partes deben
tomar medidas no sólo para prevenir y castigar la privación de la vida [causada por]
actos criminales sino también para prevenir los homicidios arbitrarios [cometidos por]
sus propias fuerzas de seguridad. La privación de la vida por autoridades del Estado es
una cuestión de suma gravedad. En consecuencia, [el Estado] debe controlar y limitar
estrictamente las circunstancias en las cuales [una persona] puede ser privada de su
vida por tales autoridades.

146. La Corte no puede dejar de señalar la especial gravedad que reviste el presente caso
por tratarse las víctimas de jóvenes, tres de ellos niños, y por el hecho de que la conducta
estatal no solamente viola la expresa disposición del artículo 4 de la Convención
Americana, sino numerosos instrumentos internacionales, ampliamente aceptados por la
comunidad internacional, que hacen recaer en el Estado el deber de adoptar medidas
especiales de protección y asistencia en favor de los niños bajo su jurisdicción.

Corte IDH. Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 
277.

155. Aunado a lo expuesto, ha quedado establecida la posibilidad cierta de que María
Isabel Veliz Franco estuviera viva cuando su madre denunció su desaparición a las
autoridades. La falta de certeza al respecto, además, es atribuible a la falta de
determinación por el Estado, en el marco de la investigación, del momento preciso del
deceso. Luego de recibida tal denuncia, y hasta el hallazgo del cuerpo, el Estado no siguió
ninguna acción sustantiva tendiente a investigar lo sucedido o evitar eventuales
vulneraciones de derechos de la niña. Dada la incertidumbre existente en ese momento
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sobre la situación en que se encontraba María Isabel Veliz Franco, y dado el riesgo que 
corría la niña, resultaba imperioso obrar diligente para garantizar sus derechos.

156. No alteran la conclusión anterior los argumentos estatales sobre la garantía del
derecho a la vida a través de su reconocimiento legal, de la regulación de las “instituciones
de la patria potestad y la tutela” y el acceso a la justicia. La Corte advierte que, en efecto,
resulta de una importancia fundamental el reconocimiento normativo del derecho a la
vida, así como en relación con, inter alia, los derechos de las niñas, la regulación de la
patria potestad y la tutela. Esto último, no obstante, no exime a los Estados de adoptar
otras medidas necesarias, de acuerdo a las circunstancias, para garantizar esos derechos.
Como el propio Estado ha advertido, cuando se dio aviso al Estado de la desaparición de
María Isabel, es cuando emp[ezó] su obligación de interferir en la protección directa de la
niña.

158. Por lo expuesto, la Corte Interamericana concluye que Guatemala violó su deber de
garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos a la vida e integridad personal,
reconocidos en los artículos 4.1 y 5.1 de la Convención Americana, en relación con los
derechos del niño consagrados en el artículo 19 de la Convención y con la obligación
general de garantizar los derechos sin discriminación, contemplada en el artículo 1.1 del
mismo tratado, así como con las obligaciones contempladas en el artículo 7.b) de la
Convención de Belém do Pará, en perjuicio de María Isabel Veliz Franco.

Corte IDH. Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101. 27

153. El cumplimiento del artículo 4 de la Convención Americana, relacionado con el artículo
1.1 de la misma, no sólo presupone que ninguna persona sea privada de su vida
arbitrariamente (obligación negativa), sino que además requiere que los Estados tomen
todas las medidas apropiadas para proteger y preservar el derecho a la vida (obligación
positiva), bajo su deber de garantizar el pleno y libre ejercicio de los derechos de todas
las personas bajo su jurisdicción. Esta protección activa del derecho a la vida por parte
del Estado no sólo involucra a sus legisladores, sino a toda institución estatal, y a quienes
deben resguardar la seguridad, sean éstas sus fuerzas de policía o sus fuerzas armadas.
En razón de lo anterior, los Estados deben tomar todas las medidas necesarias, no sólo
para prevenir, juzgar y castigar la privación de la vida como consecuencia de actos
criminales, en general, sino también para prevenir las ejecuciones arbitrarias por parte de
sus propios agentes de seguridad.

Derecho a la vida de personas privadas de libertad

Corte IDH. Caso Chinchilla Sandoval y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de febrero de 2016. Serie C No. 
312.

170. La Corte ha considerado que los derechos a la vida y a la integridad personal se
hallan directa e inmediatamente vinculados con la atención a la salud humana. En este
sentido, la protección del derecho a la integridad personal supone la regulación de los

27 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la privación del derecho a la vida de Myrna Mack 
Chang por parte de agentes militares, así como la falta de investigación y sanción de los responsables. La sentencia
del caso se encuentra disponible en https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_101_esp.pdf
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servicios de salud en el ámbito interno, así como la implementación de una serie de 
mecanismos tendientes a tutelar la efectividad de dicha regulación.

171. Por ello, con base en el principio de no discriminación, el derecho a la vida de las
personas privadas de libertad también implica la obligación del Estado de garantizar su
salud física y mental, específicamente mediante la provisión de revisión médica regular y,
cuando así se requiera, de un tratamiento médico adecuado, oportuno y, en su caso,
especializado y acorde a las especiales necesidades de atención que requieran las
personas detenidas en cuestión.

172. El Tribunal Europeo de Derechos Humanos también ha identificado la obligación de
los Estados de proveer atención médica a los privados de libertad y de proporcionar
cuidados especiales en situaciones de emergencia o debido cuidado en caso de
enfermedad severa o terminal. Asimismo, el Comité de Derechos Humanos de la ONU ha
establecido que cuando los Estados detienen a una persona asumen una especial
responsabilidad de su vida, por lo que corresponde asegurar una protección de este
derecho, incluyendo la atención médica adecuada, la cual debe ser ofrecida de oficio, sin
necesidad de que sea haga un requerimiento especial por parte de quien se encuentra
detenido.

221. El COF no contaba con equipo necesario para brindar tratamiento de emergencia
ante una complicación seria de salud, la cual sí podía ser fatal dependiendo del tiempo en
ser trasladada a un centro de atención especializado. Es decir, según los propios médicos
la presunta víctima tenía el riesgo latente de morir por su enfermedad estando recluida,
dadas las complicaciones que padecía, pues el COF no estaba en capacidad de atender
una crisis de esa magnitud. En relación con las enfermedades específicas, la hipertensión
arterial ya había sido diagnosticada como “descompensada” y el COF contaba “solo [con]
catopril”, [sic] y que “cuando [había] existencia” se le proporcionaba en el centro; por
otro lado, la capacidad del COF para proveer insulina no era regular y no era de aplicación
intramuscular, que era el tipo de insulina que requería para su problema diabético. En
atención a su condición de salud y el tipo de padecimientos, el Estado tenía la obligación
de contar con un protocolo de atención médica urgente y prioritaria, con el consiguiente
dispositivo de seguridad, para garantizar sus derechos a la integridad personal y a la vida
en caso de emergencia.

222. Tras el accidente sufrido, la señora Chinchilla fue atendida por la enfermera de turno
del COF, y no por el médico, quien le administró un analgésico y un medicamento para la
hipertensión y avisó al coordinador de servicios médicos del Servicio Penitenciario sobre
el suceso y lo que se le administró. No obstante, no se le realizó una prueba de glucosa,
la cual era esencial para determinar si se encontraba en una situación de emergencia
(según habían advertido los médicos) y para que eventualmente se autorizara su salida
para recibir tratamiento hospitalario. Así, tras la revisión superficial de la enfermera, la
señora Chinchilla no recibió un seguimiento de oficio ni otra clase de atención médica. No
fue sino casi una hora después que la enfermera fue nuevamente avisada que aquella ya
no podía respirar, quien al examinarla notó que ya no tenía signos vitales e informó que
se avisó a los bomberos, quienes realizaron sin éxito maniobras de resucitación. Es decir,
el proceso de muerte de la señora Chinchilla se produjo sin ninguna clase de atención o
supervisión por parte de personal médico. En un escrito de 8 de enero de 2007 dirigido a
la Comisión, el Estado manifestó que, “[d]e acuerdo con el informe del Sistema
Penitenciario, no hay registros de los motivos por los que la señora María Isabel Chinchilla
Sandoval no fue trasladada a un Centro Hospitalario”.

223. En conclusión, en razón de la situación de riesgo en que ella se encontraba y que
había sido claramente advertida por los médicos que la valoraron en diferentes
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oportunidades, es posible considerar que el Estado no garantizó diligentemente una debida 
atención médica de emergencia a la señora Chinchilla el día de su muerte, ni dentro del 
COF ni mediante atención hospitalaria, en atención a su condición de salud y al tipo de 
dolencias que padecía, dado el lapso transcurrido desde el momento del accidente y el 
tipo de atención recibida, por lo que concluye que el Estado no garantizó su derecho a la 
vida en esa circunstancia.

224. La Corte considera que el Estado es responsable por incumplir su obligación de
garantizar el derecho a la integridad personal y a la vida de la presunta víctima, al no
haber mantenido un registro o expediente sobre el estado de salud y tratamientos
otorgados desde su ingreso al COF. Tampoco fue comprobado que la alimentación y
medicamentos debidos le fueran adecuada y regularmente proporcionados por el Estado.
Luego, ante el deterioro progresivo de su salud y la situación de riesgo latente para su
vida e integridad personal señalada por los médicos, dada la enfermedad grave, crónica y
eventualmente fatal y la situación de discapacidad que padecía, no consta que las
autoridades hayan asegurado una supervisión médica periódica, adecuada y sistemática
dirigida al tratamiento de sus enfermedades y de su discapacidad y a prevenir su
agravamiento. Si el Estado no podía garantizar tales atenciones y tratamientos en el
centro penitenciario en que se encontraba, debió establecer un mecanismo o protocolo de
atención ágil y efectivo para asegurar dicha supervisión médica, particularmente ante
alguna situación de emergencia, lo cual no fue comprobado en este caso, particularmente
en relación con los procedimientos establecidos para la consulta externa en hospitales.
Por otro lado, la señora Chinchilla enfrentó diversas dificultades de accesibilidad a su
atención en salud en relación con su situación de discapacidad; estaba limitada en su
entorno y no existía personal asignado para atenderla y movilizarla al interior del COF. En
definitiva, el Estado no adoptó medidas suficientes para garantizar la accesibilidad ni
realizó ajustes razonables para garantizar el ejercicio de su derecho, en particular un
acceso razonable a medios para posibilitar su rehabilitación cuando su salud se deterioró.
Como resultado de lo anterior, se le colocó en condiciones de detención precarias
incompatibles con el derecho de toda persona con discapacidad a que se respete su
derecho a la integridad física y mental en igualdad de condiciones con las demás personas,
sin discriminación alguna. Además, el día de su muerte el Estado no garantizó
diligentemente una debida atención médica ante una situación de emergencia como la
acontecida, dada la situación de riesgo advertida por su condición de salud.

Responsabilidad internacional del Estado en casos de muerte en el 
contexto médico

Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 
359.

156. El Tribunal ha señalado que, para efectos de determinar la responsabilidad
internacional del Estado en casos de muerte en el contexto médico, es preciso acreditar
los siguientes elementos: a) cuando por actos u omisiones se niegue a un paciente el
acceso a la salud en situaciones de urgencia médica o tratamientos médicos esenciales, a
pesar de ser previsible el riesgo que implica dicha denegación para la vida del paciente; o
bien, b) se acredite una negligencia médica grave, y c) la existencia de un nexo causal,
entre el acto acreditado y el daño sufrido por el paciente. Cuando la atribución de
responsabilidad proviene de una omisión, se requiere verificar la probabilidad de que la
conducta omitida hubiese interrumpido el proceso causal que desembocó en el resultado
dañoso. Dichas verificaciones deberán tomar en consideración la posible situación de
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especial vulnerabilidad del afectado, y frente a ello las medidas adoptadas para garantizar 
su situación.

157. En el presente caso, en primer lugar, la Corte advierte que del total de 49 presuntas
víctimas, 12 han fallecido por enfermedades oportunistas. La Corte recuerda que las
enfermedades oportunistas son aquellas infecciones o neoplasias que aprovechan la
oportunidad que les brinda un sistema inmunológico debilitado, las cuales pueden
provocar la muerte de la persona que las adquiere. Tal y como fue mencionado
anteriormente, la terapia antirretroviral ofrece la mejor oportunidad para la supresión viral
eficaz, la recuperación inmunitaria y el beneficio clínico. En ese sentido, el perito Boza
Cordero manifestó que cuando un paciente está tomando adecuadamente los
medicamentos antirretrovirales, las enfermedades oportunistas no tienen por qué
aparecer, por lo que si aparece una enfermedad oportunista es porque el paciente no está
tomando los medicamentos necesarios, lo cual constituye una falla terapéutica.

158. El Tribunal verificó distintas omisiones en la atención médica brindada a las presuntas
víctimas fallecidas. Específicamente, el Estado incumplió en su deber de asegurar una
terapia antirretroviral, realizar las pruebas diagnóstico para la atención y tratamiento del
VIH y de enfermedades oportunistas, y en proveer apoyo social. Estas omisiones
constituyeron fallas terapéuticas que de no haber ocurrido hubiera reducido las
probabilidades de que se desarrollaran enfermedades oportunistas, las cuales causaron la
muerte de las presuntas víctimas. En ese sentido, la Corte considera acreditada la
existencia de un nexo causal en estos casos.

159. En relación con lo anterior, la Corte constata i) que el señor Facundo Gómez Reyes
murió a causa de tuberculosis, ii) que la señora Reina López Mujica falleció por tuberculosis
y anemia, iii) que las señoras Petrona López Robledo y iv) Rita Mariana Dubón Orozco, así
como v) el señor Alberto Quiché Cuxeva, fallecieron a causa de neumonía, vi) que la
señora Silvia Mirtala Alvarez Villatoro falleció por meningitis bacteriana, que vii) el señor
Ismar Ramírez Chajón falleció por micosis diseminada. Asimismo, el Tribunal constata viii)
que la señora Guadalupe Herminia Cayaxon García falleció y que sufrió, entre otras
enfermedades y padecimientos, herpes, hepatomegalia e hiperatividad bronqueal, ix) que
la señora Elsa Miriam Estrada Ruíz falleció y padeció candidiasis oral, herpes zoster y
neuropatía, x) que la señora Juana Aguilar falleció y padeció, entre otras enfermedades,
herpes zoster y sarcopiosis, xi) que la señora María Blanca Vaíl López falleció y padeció,
entre otras enfermedades, herpes y candidiasis, y xii) que el señor José Rubén Delgado
López falleció y padeció, entre otras enfermedades, candidiasis, criptococo, sarcopiosis y
herpes. En consecuencia, en lo que respecta a las personas referidas en este párrafo, el
Estado es responsable por la violación al deber de garantía del derecho a la vida contenido
en el artículo 4.1 de la Convención Americana en relación con el artículo 1.1 del mismo
instrumento. Por otro lado, el Tribunal no cuenta con elementos suficientes para
determinar la causa de la muerte de xiii) Luis Edwin Cruz Gramajo, por lo que, en lo que
se refiere a esta persona, el Estado no es responsable por la violación al deber de garantía
del derecho a la vida contenido en el artículo 4.1 de la Convención Americana en relación
con el artículo 1.1 del mismo instrumento.

Ejecución extrajudicial

Corte IDH. Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 386.

163. En casos como el presente donde no existe prueba directa de la actuación de los
agentes estatales, la Corte ha resaltado que es legítimo el uso de la prueba circunstancial,
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los indicios y las presunciones para fundar una sentencia, siempre que de ellos puedan 
inferirse conclusiones consistentes sobre los hechos. Al respecto, este Tribunal ha 
señalado que corresponde a la parte demandante, en principio, la carga de la prueba de 
los hechos en que se funda su alegato. No obstante, ha destacado que, en los procesos 
sobre violaciones de derechos humanos la defensa del Estado no puede descansar sobre 
la imposibilidad del demandante de allegar pruebas, cuando es el Estado quien tiene el 
control de los medios para aclarar hechos ocurridos dentro de su territorio.

175. En consideración: i) a la creación del “Plan Gavilán” para la búsqueda y recaptura de
los 19 privados de libertad prófugos del penal de máxima seguridad “El Infiernito”; ii) a
las ejecuciones extrajudiciales propiciadas por el Estado entre los años 2005 y 2006 para
acabar con la vida de los referidos 19 prófugos en el marco de la “Operación Gavilán” y
su estructura paralela; iii) las decisiones internas que determinaron que una vez
capturados los prófugos debían ser ejecutados extrajudicialmente, lo cual es concordante
con lo referido por la CICIG, y el Relator Especial sobre las Ejecuciones Extrajudiciales;
iv) al hecho de que el señor Valenzuela era prófugo de la justicia y perseguido por agentes
del Estado en el marco de la “Operación Gavilán”; v) a la muerte del señor Valenzuela el
8 de diciembre de 2006 junto con otro prófugo del centro penitenciario “El Infiernito”; vi)
la negligencia en el procesamiento de la escena del crimen por el conjunto de omisiones
en la investigación de los hechos para el esclarecimiento de su muerte, y vii) la impunidad
que persiste en el presente caso, la Corte concluye que el Estado es responsable de la
ejecución extrajudicial del señor Valenzuela Ávila, en violación del derecho a la vida
consagrado en el artículo 4.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1
de la misma, en perjuicio de Tirso Román Valenzuela Ávila.

Corte IDH. Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385.

112. De lo expuesto, y en vista de: (i) que la prueba pericial indica que el disparo que
presentaba el señor Ruiz fuentes en su ojo derecho fue realizado a corta distancia; (ii)
que miembros del Comando Anti Secuestros de la PNC se encontraban en la escena del
crimen a los pocos minutos de haberse producido la muerte del señor Ruiz Fuentes; (iii)
que la escena del crimen fue alterada; (iv) las versiones contradictorias brindadas por el
Estado a nivel interno, ante la Comisión y ante este Tribunal; y (v) la versión de los hechos
resultante de las investigaciones llevadas a cabo por la FECI, órgano estatal encargado de
la investigación penal de la muerte del señor Ruiz Fuentes; la Corte considera que la
muerte del señor Ruiz Fuentes se produjo por agentes estatales.

113. En consecuencia, el Estado guatemalteco es responsable internacionalmente por
dicha muerte, en violación del derecho a la vida, de conformidad con lo establecido en el
artículo 4.1 de la Convención Americana en relación con lo dispuesto en el artículo 1.1 del
mismo instrumento.

Corte IDH. Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356.

109. En el caso, el Estado no ha negado que sus agentes provocaron muertes y lesiones
en los hechos ocurridos el 5 de octubre de 1995, sino que ha señalado que no es
responsable porque cumplió el deber de garantizar los derechos respectivos, al
investigar diligentemente los hechos y sancionar a 14 personas. En primer término,
este Tribunal destaca que ya evaluó que la investigación efectuada por el Estado, pese
a sus avances y determinaciones, resultó violatoria de los derechos a las garantías y
protección judiciales. Por ende, no puede admitirse que, como ha sostenido el Estado,
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el caso haya sido ya “dilucidado en el ámbito interno” ni que Guatemala haya cumplido, 
por medio de una investigación, su deber de garantizar los derechos a la vida e 
integridad personal. Esto hace procedente que la Corte examine la vulneración aducida 
a tales derechos. En particular, el Tribunal puede y debe analizar si Guatemala, por 
medio de su personal militar, incumplió su obligación de respetar los derechos 
indicados.

111. Teniendo en cuenta lo anterior, no surge elemento alguno de justificación del uso de
fuerza letal por parte de militares, que fue considerado delictivo por las autoridades
judiciales guatemaltecas. De los hechos acreditados surge que varias personas, según se
refirió y se precisa más adelante, resultaron muertas y heridas a causa de lo acontecido.
Por tanto, según cada caso, Guatemala violó en su perjuicio los derechos a la vida e
integridad personal.

Corte IDH. Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101.

139. La Corte considera que, conforme a lo establecido en el capítulo de hechos probados,
el Estado es responsable por la ejecución extrajudicial de Myrna Mack Chang cometida a
través de acciones de sus agentes, en cumplimiento de órdenes impartidas por el alto
mando del Estado Mayor Presidencial, lo que constituye una violación del derecho a la
vida. Esta circunstancia se ve agravada porque en la época de los hechos existía en
Guatemala un patrón de ejecuciones extrajudiciales selectivas impulsadas por el Estado,
el cual estaba dirigido a aquellos individuos considerados como “enemigos internos”.
Además, desde ese entonces y hasta hoy en día, no han habido mecanismos judiciales
efectivos ni para investigar las violaciones de los derechos humanos ni para sancionar a
todos los responsables, todo lo cual resulta en una responsabilidad internacional agravada
del Estado demandado.

150. De lo expuesto y de acuerdo con los hechos probados, la Corte ha tenido por
demostrado que en la época de los hechos existía en Guatemala un patrón de ejecuciones
extrajudiciales selectivas impulsado y tolerado por el propio Estado. Al respecto, en sus
conclusiones finales la CEH indicó, en cuanto a las ejecuciones extrajudiciales, que:

el Estado de Guatemala incurrió reiterada y sistemáticamente en violaciones del derecho 
a la vida que este Informe denomina ejecuciones arbitrarias, agravadas en numerosos 
casos por la aplicación de extrema impiedad, como ocurrió, a modo de ejemplo, en 
situaciones en la cuales los cuerpos fueron abandonados con evidentes señales de 
tortura, mutilaciones múltiples, impactos de bala o quemaduras. Los agentes de este 
tipo de violaciones fueron por lo general oficiales, especialistas y personal de tropa del 
Ejército, escuadrones de la muerte que funcionaron al amparo de la autoridad o 
integrados por sus agentes [...].

152. Sobre el particular, la Corte ha señalado que cuando existe un patrón de ejecuciones
extrajudiciales impulsadas o toleradas por el Estado se genera un clima incompatible con
una efectiva protección del derecho a la vida. Este Tribunal ha establecido que el derecho
a la vida tiene un papel fundamental en la Convención Americana por ser la condición
previa para la realización de los demás derechos. Al no ser respetado el derecho a la vida,
todos los derechos carecen de sentido. Los Estados tienen la obligación de garantizar la
creación de las condiciones que se requieran para que no se produzcan violaciones de ese
derecho inalienable y, en particular, el deber de impedir que sus agentes atenten contra
él.
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156. En caso de ejecuciones extrajudiciales es fundamental que los Estados investiguen
efectivamente la privación del derecho a la vida y castiguen a todos sus responsables,
especialmente cuando están involucrados agentes estatales, ya que de no ser así, se
estarían creando, dentro de un ambiente de impunidad, las condiciones para que este tipo
de hechos vuelva a repetirse, lo que es contrario al deber de respetar y garantizar el
derecho a la vida.

157. En este sentido, la salvaguarda del derecho a la vida requiere que se realice una
investigación oficial efectiva cuando hay personas que pierden la vida como resultado del
uso de la fuerza por parte de agentes del Estado. Al respecto, la Corte Europea de
Derechos Humanos ha indicado que:

[l]a prohibición general que tienen los agentes estatales de abstenerse de privar
arbitrariamente de la vida a un individuo [...] sería inefectiva, en la práctica, si no
existiera un procedimiento en el que se revisara la legalidad del uso de la fuerza letal
por parte de dichas autoridades. La obligación que impone el artículo 2 respecto a la
protección del derecho a la vida, tomada en conjunto con la obligación general [...] del
Estado [...] de ‘asegurar a todos los individuos bajo su jurisdicción el goce de los
derechos y libertades en [la] Convención’, requiere la realización de [...] una
investigación oficial efectiva, cuando algún individuo haya fallecido como consecuencia
del uso de la fuerza.

158. En razón de todo lo expuesto, la Corte concluye que la ejecución extrajudicial de
Myrna Mack Chang fue producto de una operación encubierta de inteligencia militar
elaborada por el alto mando del Estado Mayor Presidencial llevada a cabo por sus
miembros dentro de un patrón de ejecuciones extrajudiciales selectivas, en un clima de
impunidad, que contó y ha contado con la tolerancia de diversas autoridades e
instituciones estatales, por lo que declara que Guatemala ha violado el artículo 4.1 de la
Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de Myrna
Mack Chang.

Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 de 
noviembre de 2000. Serie C No. 70.

173. En el presente caso, por las circunstancias en que ocurrió la detención de Bámaca
Velásquez a manos de agentes del Estado, la condición de la víctima como comandante
de la guerrilla, la práctica estatal de desapariciones forzadas y ejecuciones extrajudiciales
y el transcurso de 8 años y 8 meses desde que aquél fue capturado sin que se haya vuelto
a tener noticias de él, hacen presumir al Tribunal que Bámaca Velásquez fue ejecutado.

174. Este Tribunal ha señalado en ocasiones anteriores y en esta misma Sentencia, que
si bien el Estado tiene el derecho y la obligación de garantizar su seguridad y mantener el
orden público, su poder no es ilimitado, pues tiene el deber, en todo momento, de aplicar
procedimientos conformes a Derecho y respetuosos de los derechos fundamentales, a todo
individuo que se encuentre bajo su jurisdicción.

Corte IDH. Caso de la “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. 
Fondo. Sentencia de 8 de marzo de 1998. Serie C No. 37.

120. La Corte ha considerado probado que fueron guardias de Hacienda quienes privaron
de su libertad a los señores Gómez Ayala, Paniagua Morales, González Rivera, Corado
Barrientos y González López. Esta demostración conduce a la Corte a la conclusión de que
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fueron dichos agentes quienes privaron de su vida a estas víctimas, muertes que, por lo 
tanto, son imputables al Estado.

121. En el caso del señor Erik Leonardo Chinchilla la Corte no encuentra relación alguna
con agentes de la Guardia de Hacienda y aunque en la investigación policial se menciona
un accidente en que se dice estaban involucrados guardaespaldas del Director de la Policía
Nacional, no hay indicios de que éstos le hayan dado muerte. Además, el señor Chinchilla
no fue detenido y su muerte fue producida por disparos de arma de fuego, hechos que
difieren del modus operandi demostrado en los otros casos. La Corte ha tenido a la vista
el párrafo de una publicación de Americas Watch (Closing the Space; Human Rights in
Guatemala, May 1987-October 1988; an Americas Watch Report; November 1988) en la
que se afirmó que los homicidas conducían un vehículo “panel” de color blanco, mas de
ello no aparece prueba alguna ante la Corte. La consecuencia de lo anterior es que, en tal
caso, no hay elementos suficientes para que pueda imputarse al Estado responsabilidad
por la muerte de esa persona.

Pena de muerte

Aplicación de la pena de muerte .

Corte IDH. Caso Girón y otro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2019. Serie C No. 390.

63. Para efectos de examinar la alegada violación del derecho a la vida de los señores
Roberto Girón y Pedro Castillo, cabe recordar que la Corte ha destacado recientemente en
el caso Martínez Coronado Vs. Guatemala que en los casos excepcionales en los cuáles
está permitido a los Estados la aplicación de la pena de muerte, tal posibilidad está sujeta
a un conjunto de rigurosas limitaciones. Por una parte, se dispone que la pena de muerte
no podrá imponerse sino para los delitos más graves (artículo 4.2) y por la otra, se excluye
de modo absoluto su aplicación por delitos políticos o por delitos comunes conexos con los
políticos (artículo 4.4). La circunstancia de que la Convención Americana reduzca el ámbito
posible de aplicación de la pena de muerte a los delitos comunes más graves y no conexos,
es reveladora del propósito de considerar dicha pena aplicable sólo en condiciones
excepcionales. (En similar sentido: Caso Martínez Coronado Vs. Guatemala. Fondo,
Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de mayo de 2019. Serie C No. 376, párr. 62; Caso
Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de
octubre de 2019. Serie C No. 386, párr. 151, y Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs.
Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de
octubre de 2019. Serie C No. 387, párr. 61.).

70. La Corte nota que en la sentencia del Juzgado de Primera Instancia, el juzgador impuso
dicha sanción, pena de muerte, de manera obligatoria, como lo establecía el artículo 175
del Código Penal, sin tomar en consideración las circunstancias atenuantes o agravantes.
La Corte recuerda lo señalado en el caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala, remitiéndose al
Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas, que consideró “que la obligatoriedad
de la pena capital con la que se priva al sujeto de su derecho a la vida, impide considerar
si, en las circunstancias particulares del caso, esta forma excepcional de castigo es
compatible con las disposiciones del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos”,
así como lo señalado por este Tribunal en el caso Hilaire, Constantine y Benjamín y otros
Vs. Trinidad y Tobago respecto de cómo se trataba a los acusados en aplicación de la pena
de muerte obligatoria.
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71. El artículo 175 del Código Penal, tal como estaba redactado, no contemplaba la
aplicación de una pena distinta a la pena de muerte, por la comisión del delito de violación
calificada, en los casos en que la víctima no hubiera cumplido los diez años de edad. La
norma indicada no permitía valorar las características específicas del delito, ni el grado de
participación y de culpabilidad del acusado, circunstancias que podrían atenuar la sanción
impuesta. La regulación de dicho delito ordenaba de manera automática la aplicación de
la pena de muerte a sus autores.

72. Dado que la condena a pena de muerte de los señores Roberto Girón y Pedro Castillo
Mendoza se fundó en la aplicación de la pena impuesta en el artículo 175 del Código Penal,
vigente al momento de la sentencia, la Corte considera que el Estado violó la prohibición
de la privación arbitraria de la vida establecida en el artículo 4.1 y 4.2 de la Convención
Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención, en perjuicio de los
señores Girón y Castillo.

Corte IDH. Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. 
Serie C No. 387.

63. Esta Corte ya ha tenido la oportunidad de pronunciarse específicamente sobre la
aplicación del referido artículo 132 del Código Penal y el concepto de “peligrosidad futura”
en los casos Martínez Coronado Vs. Guatemala y Fermín Ramírez Vs. Guatemala. En dichas
sentencias se determinó que la referida norma era contraria a la Convención Americana,
particularmente por cuanto violaba el artículo 9 de la Convención, ordenándose además
adecuar dicha norma al derecho internacional de los derechos humanos. En particular, en
el caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala la Corte indicó que:

“94. En concepto de esta Corte, el problema que plantea la invocación de la peligrosidad 
no sólo puede ser analizado a la luz de las garantías del debido proceso, dentro del 
artículo 8 de la Convención. Esa invocación tiene mayor alcance y gravedad. En efecto, 
constituye claramente una expresión del ejercicio del ius puniendi estatal sobre la base 
de las características personales del agente y no del hecho cometido, es decir, sustituye 
el Derecho Penal de acto o de hecho, propio del sistema penal de una sociedad 
democrática, por el Derecho Penal de autor, que abre la puerta al autoritarismo 
precisamente en una materia en la que se hallan en juego los bienes jurídicos de mayor 
jerarquía.

95. La valoración de la peligrosidad del agente implica la apreciación del juzgador acerca
de las probabilidades de que el imputado cometa hechos delictuosos en el futuro, es
decir, agrega a la imputación por los hechos realizados, la previsión de hechos futuros
que probablemente ocurrirán. [...] .

96. En consecuencia, la introducción en el texto penal de la peligrosidad del agente como
criterio para la calificación típica de los hechos y la aplicación de ciertas sanciones, es
incompatible con el principio de legalidad criminal y, por ende, contrario a la Convención.

97. [...] [s]i los Estados tienen, de acuerdo con el artículo 2 de la Convención Americana,
la obligación positiva de adoptar las medidas legislativas que fueren necesarias para
garantizar el ejercicio de los derechos reconocidos por la Convención, con mayor razón
están en la obligación de no expedir leyes que desconozcan esos derechos u obstaculicen
su ejercicio, y la de suprimir o modificar las que tengan estos últimos alcances. De lo
contrario, incurren en violación del artículo 2 de la Convención.

98. Por todo lo anterior, la Corte considera que el Estado ha violado el artículo 9 de la
Convención, en relación con el artículo 2 de la misma, por haber mantenido vigente la
parte del artículo 132 del Código Penal que se refiere a la peligrosidad del agente, una
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vez ratificada la Convención por parte de Guatemala”. (En similar sentido: Caso 
Martínez Coronado Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
10 de mayo de 2019. Serie C No. 376, párr. 69.).

64. En lo que respecta al presente caso, la Corte observa que el empleo del criterio de
peligrosidad del agente, tanto en la tipificación de los hechos del ilícito como en la
determinación de la sanción correspondiente, resultó incompatible con el principio de
legalidad previsto en la Convención Americana. El examen de la peligrosidad del agente
implicaba la valoración por parte del juzgador de hechos que no habían ocurrido y, por lo
tanto, supuso una sanción basada en un juicio sobre la personalidad del infractor y no en
los hechos delictivos imputados conforme la tipificación penal aplicable. En consecuencia,
este Tribunal estima que el Estado es responsable por la violación de los artículos 4.2 y 9
de la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención, en
perjuicio del señor Archila Pérez.

65. En lo que respecta a la violación del artículo 4.1 de la Convención, la Corte observa
que la condena a pena de muerte nunca fue ejecutada, toda vez que el señor Archila Pérez
falleció el 16 de julio de 1999 a consecuencia de una catoacidosis diabética (esto es, una
complicación aguda de la diabetes). En vista de lo anterior, la Corte considera que el
Estado no ha violado el referido artículo 4.1 de la Convención Americana, en relación con
las obligaciones establecidas en el artículo 1.1 del mismo instrumento.

Corte IDH. Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 386.

152. La Corte resalta que en el presente caso para determinar la condena del señor
Valenzuela Ávila se aplicó el artículo 132 del Código Penal vigente para dicha fecha, en el
que se regulaba el tipo penal de asesinato, para fundamentar la tipificación de los hechos
del ilícito penal y la determinación de la sanción correspondiente. En concreto, se condenó
a pena de muerte al señor Valenzuela Ávila en aplicación del segundo párrafo de dicha
norma, que preveía su aplicación “si por las circunstancias del hecho y de la ocasión, la
manera de realizarlo y los móviles determinantes, se revelare una mayor y particular
peligrosidad del agente”.

154. Esta Corte ya ha tenido la oportunidad de pronunciarse específicamente sobre la
aplicación del referido artículo 132 del Código Penal y el concepto de “peligrosidad futura”
en el caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Este Tribunal estableció que el “examen de la
peligrosidad del agente implic[a] la valoración por parte del juzgador de hechos que no
han ocurrido y, por lo tanto, supone una sanción basada en un juicio sobre la personalidad
del infractor y no en los hechos delictivos imputados conforme la tipificación penal
aplicable”. En dicha Sentencia, se determinó que la referida norma era contraria a la
Convención Americana, particularmente por cuanto violaba el artículo 9 de la Convención;
ordenándose adecuar dicha norma al derecho internacional de los derechos humanos.

155. Posteriormente, este Tribunal reiteró la incompatibilidad de la imposición de la pena
de muerte con base en el criterio de “peligrosidad” con el principio de legalidad y la
Convención Americana en los casos de Raxcacó Reyes Vs. Guatemala y Martínez Coronado
Vs. Guatemala. Dado lo anterior y visto el empleo del criterio de peligrosidad del agente,
tanto en la tipificación de los hechos del ilícito penal cometido por el señor Valenzuela
Ávila, como en la determinación de la sanción correspondiente, resulta incompatible con
el principio de legalidad previsto en la Convención Americana.
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156. En consecuencia, la Corte considera que el Estado es responsable de la violación de
los artículos 4.2 y 9 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 del
mismo instrumento, en perjuicio del señor Valenzuela. Por otro lado, la Corte advierte que
en relación con la imposición de la pena de muerte, ésta nunca fue ejecutada, toda vez
que la presunta víctima falleció por circunstancias ajenas a la eventual ejecución de la
pena capital. En este sentido, este Tribunal considera que el Estado no violó el artículo 4.1
de la Convención, en relación al artículo 1.1 del mismo instrumento, sin perjuicio de que
se va analizar más adelante en relación con su alegada ejecución extrajudicial.

Corte IDH. Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385.

79. La Corte observa que en el presente caso se aplicó el artículo 201 del Código Penal de
Guatemala vigente en virtud del cual se condenó al señor Ruiz Fuentes por el delito de
plagio o secuestro. Esta Corte ya ha tenido la oportunidad de pronunciarse
específicamente en el caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala sobre la aplicación del referido
artículo 201 del Código Penal, así como a su contenido y las modificaciones que éste ha
sufrido. Al respecto, la Corte nota que en la sentencia de 14 de mayo de 1999 dictada por
el Tribunal Sexto de Sentencia Penal que condenó al señor Ruiz Fuentes a la pena de
muerte también fue condenado el señor Raxcacó Reyes, precisamente por los mismos
actos. De esta manera, es posible partir del mismo análisis realizado por esta Corte en el
caso Raxcacó Reyes, en tanto el cuadro fáctico y análisis jurídico que dio lugar a la
imposición de la pena de muerte es el mismo.

80. La Corte destaca que el artículo 4 incorpora una tendencia abolicionista de la pena de
muerte que se refleja en su numeral segundo, el cual prohíbe que se extienda su aplicación
“a delitos a los cuales no se la aplique actualmente” y, según el numeral 3, “no se
restablecerá la pena de muerte en los Estados que la han abolido”. La finalidad que se
persigue es avanzar hacia una prohibición definitiva a esta modalidad de sanción penal, a
través de un proceso progresivo e irreversible destinado a cumplirse en los Estados que
han suscrito la Convención Americana. De tal manera que la decisión de un Estado Parte
en la Convención Americana, cualquiera sea el tiempo en que la haya adoptado, en el
sentido de abolir la pena de muerte se convierte, ipso jure, en una resolución definitiva e
irrevocable. En esta materia la Convención apunta hacia una progresiva eliminación, al
adoptar las salvaguardias necesarias para restringir definitivamente su aplicación y su
ámbito, de modo que éste se vaya reduciendo hasta su supresión total.

81. Tal tendencia abolicionista se encuentra recogida por el Protocolo a la Convención
Americana sobre Derechos Humanos relativo a la Abolición de la Pena de Muerte. La Corte
observa que son trece los Estados que han suscrito el Protocolo a la Convención Americana
sobre Derechos Humanos relativo a la Abolición de la Pena de Muerte y que han aceptado
su competencia, han abolido la pena de muerte y en esa medida, esta Corte exhorta a los
Estados que aún no lo han hecho, a suscribir el Protocolo y a proscribir esta modalidad de
sanción penal.

82. La Corte observa que en el momento en que Guatemala ratificó la Convención
Americana se encontraba vigente el Decreto No. 17/73 (Código Penal), en cuyo artículo
201 se sancionaba con pena de muerte el secuestro seguido de la muerte del secuestrado:

“El plagio o secuestro de una persona con el objeto de lograr rescate, canje de terceras 
personas u otro ilícito de igual o análoga entidad, se castigará con la pena de ocho a 
quince años de prisión.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

Libro completo en: 
http://tinyurl.com/3a3jtkyv

DR © 2021. 
Corte Interamericana de Derechos Humanos-http://www.corteidh.or.cr/



72

CUADERNILLOS DE JURISPRUDENCIA DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS34

Se impondrá la pena de muerte al responsable, cuando con motivo o en ocasión del 
plagio o secuestro, falleciera la persona secuestrada.”.

83. Esta norma Corte fue modificada en varias ocasiones, aplicándose finalmente a la
presunta víctima del presente caso la disposición establecida mediante Decreto Legislativo
No. 81/96, de 25 de septiembre de 1996, que establecía la imposición de la pena de
muerte para los autores materiales o intelectuales del delito de plagio o secuestro,
eliminando así el requisito de la posterior muerte del secuestrado:

“A los autores materiales o intelectuales del delito de plagio o secuestro de una o más
personas con el propósito de lograr rescate, canje de personas o la toma de cualquier 
decisión contraria a la voluntad del secuestrado o con cualquiera otro propósito similar 
o igual, se les aplicará la pena de muerte, y cuando ésta no pueda ser impuesta, se
aplicará prisión de veinticinco a cincuenta años. En este caso no se apreciará ninguna
circunstancia atenuante.

Los cómplices o encubridores serán sancionados con pena de veinte a cuarenta años de 
prisión.

A quienes sean condenados a prisión por el delito de plagio o secuestro, no podrá
concedérseles rebaja de pena por ninguna causa”.

84. Para establecer si la modificación introducida por el Decreto Legislativo No. 81/96 al
tipo penal de plagio o secuestro trae consigo una “extensión” de la aplicación de la pena
de muerte, prohibida por el artículo 4.2 de la Convención Americana, conviene recordar
que el tipo penal limita el campo de la persecución penal, acotando la descripción de la
conducta jurídica.

85. La Corte observa que la acción descrita en el primer inciso del artículo 201 del Decreto
Legislativo No. 17/73 (Código Penal) correspondía a la sustracción o aprehensión dolosa
de una persona, acompañada de cierto propósito (lograr rescate, canje de terceras
personas u otro fin ilícito); consecuentemente, el tipo penal protegía básicamente la
libertad individual. El hecho recogido en el inciso segundo de esta norma abarcaba un
extremo adicional: además de la sustracción o aprehensión, la muerte, en cualquier
circunstancia, del sujeto pasivo; con ello se protegía el bien jurídico de la vida. En
consecuencia, existía un deslinde entre el secuestro simple y el secuestro calificado por la
muerte del ofendido. En el primer caso se aplicaba una pena privativa de la libertad; en
el segundo, la pena de muerte.

86. La Corte además advierte que el artículo 201 del Decreto Legislativo No. 81/96, el
cual fue aplicado en la condena al señor Ruiz Fuentes, tipificaba una sola conducta al
momento de la comisión del delito: la sustracción o aprehensión de una persona,
acompañada de cierto propósito. La acción de dar muerte no se halla abarcada por este
tipo penal, que protege la libertad individual, no la vida, y prevé la imposición de pena de
muerte al secuestrador. Si bien el nomen iuris del plagio o secuestro permaneció
inalterado desde el momento en que Guatemala ratificó la Convención, los supuestos de
hecho contenidos en los correspondientes tipos penales cambiaron sustancialmente, hasta
hacer posible la aplicación de la pena de muerte por acciones no sancionadas con ésta en
el pasado. Lo anterior supuso la violación del artículo 4.2 de la Convención Americana,
toda vez que aceptar una interpretación contraria permitiría que un delito pudiera ser
sustituido o alterado con la inclusión de nuevos supuestos de hecho, no obstante la
prohibición expresa de extender la pena capital, contenida en el referido artículo 4.2. Lo
anterior ha sido corroborado por la Corte de Constitucionalidad de Guatemala, la cual el
24 de octubre de 2017 emitió una sentencia en la que, inter alia, declaró inconstitucional
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el citado artículo 201 al considerar que configuraba una obvia violación al artículo 4, 
numeral 2, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

87. Por otro lado, la Corte constata que la regulación en el Código Penal guatemalteco del
delito de plagio o secuestro ordena la aplicación de la pena de muerte de manera
automática y genérica a los autores de tal ilícito. Al respecto, estima pertinente recordar
que el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas consideró que la
obligatoriedad de la pena capital con la que se priva al sujeto de su derecho a la vida,
impide considerar si, en las circunstancias particulares del caso, esta forma excepcional
de castigo es compatible con las disposiciones del Pacto Internacional de Derechos Civiles
y Políticos. (En similar sentido: Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones
y Costas. Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 133, párr. 79.).

88. La Corte, al igual que lo constató en el caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala, observa
que el señalado artículo 201 del Código Penal, tal como estaba redactado, tenía como
efecto someter a los acusados del delito de plagio o secuestro a procesos penales en los
que no se consideran –en ninguna instancia– las circunstancias particulares del delito y
del acusado, tales como los antecedentes penales de éste y de la víctima, el móvil, la
extensión e intensidad del daño causado, las posibles circunstancias atenuantes o
agravantes, entre otras consideraciones del autor y del delito. La Corte concluye que,
efectivamente, cuando determinadas leyes obligan a imponer la pena de muerte de
manera automática no se permite distinguir entre los distintos niveles de gravedad ni las
circunstancias concretas del delito específico, lo cual sería incompatible con la limitación
de la pena capital a los delitos más graves, tal y omo así lo recoge el artículo 4.2 de la
Convención.

89. A la vista de lo anterior, la Corte concluye que la aplicación del artículo 201 del Código
Penal guatemalteco en virtud del cual se fundó la condena al señor Ruiz Fuentes violó el
artículo 4.2 de la Convención en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento. Con
respecto a la alegada violación del artículo 4.1 de la Convención en relación con la
imposición de la pena de muerte, la Corte nota que ésta nunca fue ejecutada, toda vez
que la presunta víctima falleció por circunstancias ajenas a la eventual ejecución de la
pena capital. En este sentido, considera que el Estado no violó el artículo 4.1 de la
Convención, en relación al artículo 1.1 del mismo instrumento, sin perjuicio de que la
Corte analice y determine lo pertinente en el siguiente capítulo relativo al derecho a la
vida.

Corte IDH. Caso Martínez Coronado Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 10 de mayo de 2019. Serie C No. 376.28

60. Para efectos de examinar la alegada violación del derecho a la vida del señor Manuel
Martínez Coronado, cabe recordar que la Corte ha establecido reiteradamente que el
derecho a la vida juega un papel fundamental en la Convención Americana por ser el
presupuesto esencial para el ejercicio de los demás derechos. Los Estados tienen la
obligación de garantizar la creación de las condiciones que se requieran para que no se
produzcan violaciones de este derecho inalienable, y en particular, el deber de impedir
que sus agentes atenten contra él. La observancia del artículo 4, relacionado con el artículo
1.1 de la Convención Americana, no sólo presupone que ninguna persona sea privada de

28 El caso se relaciona con diversas violaciones a la Convención Americana en el marco del proceso penal seguido 
contra Manuel Martínez Coronado por el delito de asesinato de siete personas. Dicho proceso culminó con una 
condena de pena de muerte. La Corte IDH declaró, entre otras, las violaciones al principio de legalidad, y a los 
derechos a la vida y a las garantías judiciales. El resumen de la sentencia se encuentra disponible en el siguiente 
enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_376_esp.pdf
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su vida arbitrariamente (obligación negativa), sino que además requiere que los Estados 
adopten todas las medidas apropiadas para proteger y preservar el derecho a la vida 
(obligación positiva), conforme al derecho de garantizar el pleno y libre ejercicio de los 
derechos bajo su jurisdicción. Por tal razón este artículo establece un régimen claramente 
restrictivo de la pena de muerte, como se infiere de la lectura de sus numerales 2, 3, 4, 
5 y 6. De forma tal que esta disposición revela una inequívoca tendencia limitativa y 
excepcional en el ámbito de imposición y de aplicación de dicha pena.

61. Como señaló este Tribunal en la Opinión Consultiva OC-3/83:

[e]l asunto está dominado por un principio sustancial expresado por el primer párrafo,
según el cual “toda persona tiene derecho a que se respete su vida” y por un principio
procesal según el cual “nadie puede ser privado de la vida arbitrariamente". De ahí que,
en los países que no han abolido la pena de muerte, ésta no pueda imponerse sino en
cumplimiento de sentencia ejecutoriada dictada por un tribunal competente y de
conformidad con una ley que establezca tal pena, dictada con anterioridad a la comisión
del delito [...]. La circunstancia de que estas garantías se agreguen a lo previsto por los
artículos 8 y 9 indican el claro propósito de la Convención de extremar las condiciones en
que sería compatible con ella la imposición de la pena de muerte en los países que no la
han abolido.

62. Desde esa perspectiva el artículo 4 de la Convención Americana en los casos
excepcionales

en los cuáles está permitido a los Estados la aplicación de la pena de muerte, tal posibilidad 
está sujeta a un conjunto de rigurosas limitaciones. Por una parte, se dispone que la pena 
de muerte no podrá imponerse sino para los delitos más graves (artículo 4.2) y por la 
otra, se excluye de modo absoluto su aplicación por delitos políticos o por delitos comunes 
conexos con los políticos (artículo 4.4). La circunstancia de que la Convención Americana 
reduzca el ámbito posible de aplicación de la pena de muerte a los delitos comunes más
graves y no conexos, es reveladora del propósito de considerar dicha pena aplicable sólo 
en condiciones excepcionales. Por último, en relación con la persona del convicto, la 
Convención excluye la imposición de la pena de muerte a quienes, en el momento de la 
comisión del delito, tuvieren menos de dieciocho años o más de setenta y prohíbe su 
aplicación a mujeres en estado de gravidez (artículo 4.5).

63. Pero asimismo, el artículo 4 incorpora una tendencia abolicionista de la pena de muerte
que se refleja en su numeral segundo, el cual prohíbe que se extienda su aplicación “a
delitos a los cuales no se la aplique actualmente" y, según el numeral 3, "no se
restablecerá la pena de muerte en los Estados que la han abolido". La finalidad que se
persigue es avanzar hacia una prohibición definitiva a esta modalidad de sanción penal, a
través de un proceso progresivo e irreversible destinado a cumplirse en los Estados que
han suscrito la Convención Americana. De tal manera que la decisión de un Estado Parte
en la Convención Americana, cualquiera sea el tiempo en que la haya adoptado, en el
sentido de abolir la pena de muerte se convierte, ipso jure, en una resolución definitiva e
irrevocable. En esta materia la Convención apunta hacia una progresiva eliminación, al
adoptar las salvaguardias necesarias para restringir definitivamente su aplicación y su
ámbito, de modo que éste se vaya reduciendo hasta su supresión total.

64. Tal tendencia abolicionista se encuentra recogida por el Protocolo a la Convención
Americana sobre Derechos Humanos relativo a la Abolición de la Pena de Muerte (en
adelante también “Protocolo”), el cual señala en los considerandos:

Que el artículo 4 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos reconoce el 
derecho a la vida y restringe la aplicación de la pena de muerte;
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Que toda persona tiene el derecho inalienable a que se le respete su vida sin que este 
derecho pueda ser suspendido por ninguna causa;

Que la tendencia en los Estados americanos es favorable a la abolición de la pena de 
muerte;

Que la aplicación de la pena de muerte produce consecuencias irreparables que impiden 
subsanar el error judicial y eliminar toda posibilidad de enmienda y rehabilitación del 
procesado;

Que la abolición de la pena de muerte contribuye a asegurar una protección más efectiva 
del derecho a la vida;

Que es necesario alcanzar un acuerdo internacional que signifique un desarrollo 
progresivo de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y

Que los Estados Partes en la Convención Americana sobre Derechos Humanos han 
expresado su propósito de comprometerse mediante un acuerdo internacional, con el fin 
de consolidar la práctica de la no aplicación de la pena de muerte dentro del continente 
americano. 

65. Además, en su artículo 1 establece que “[l]os Estados Partes en el [...] Protocolo no
aplicarán en su territorio la pena de muerte a ninguna persona sometida a su jurisdicción”,
y en el artículo 2.1 determina que “[n]o se admitirá ninguna reserva al [...] Protocolo. No
obstante, en el momento de la ratificación o adhesión, los Estados Partes [... del]
instrumento podrán declarar que se reservan el derecho de aplicar la pena de muerte en
tiempo de guerra conforme al derecho internacional por delitos sumamente graves de
carácter militar”.

66. La Corte constata que son trece los Estados que han suscrito el Protocolo a la
Convención Americana sobre Derechos Humanos relativo a la Abolición de la Pena de
Muerte y que han aceptado su competencia, han abolido la pena de muerte y en esa
medida, esta Corte exhorta a los Estados que aún no lo han hecho, a suscribir el Protocolo
y a proscribir esta modalidad de sanción penal.

67. En este sentido, la Convención Americana está en armonía con la tendencia imperante
en el Sistema Universal de protección de los derechos humanos, en el cual la Resolución
No. 62/149, adoptada en el seno de la Asamblea General de las Naciones Unidas sobre
moratoria del uso de la pena de muerte, señala que el uso de la pena de muerte
menoscaba la dignidad humana, así como que la moratoria del uso de la pena de muerte
contribuye a la mejora y el desarrollo progresivo de los derechos humanos. Asimismo, se
indica que no hay pruebas concluyentes del valor disuasivo de la pena de muerte y que
todo error judicial en su uso o denegación de justicia en su aplicación, es irreversible e
irreparable. Recomienda a los Estados que limiten progresivamente el uso de la pena de
muerte y reduzcan el número de delitos por los que se puede imponer esa pena, y recuerda
a aquellos que la han abolido, a que no la reintroduzcan. Postura que ha sido reiterada en
lo sucesivo, en resoluciones e informes sobre la pena capital.

68. Ahora bien, la Corte resalta que en el presente caso para determinar la condena del
señor Martínez Coronado se aplicó el artículo 132 del Código Penal guatemalteco vigente
para dicha fecha, en el que se regulaba el tipo penal de asesinato. En el caso en concreto,
se condenó a pena de muerte al señor Martínez Coronado en aplicación del segundo
párrafo de dicha norma, que preveía la aplicación de dicha pena “si por las circunstancias
del hecho y de la ocasión, la manera de realizarlo y los móviles determinantes, se revelare
una mayor y particular peligrosidad del agente”.
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70. En ese sentido, el empleo del criterio de peligrosidad del agente, tanto en la tipificación
de los hechos del ilícito penal cometido por el señor Martínez Coronado, como en la
determinación de la sanción correspondiente, resulta incompatible con el principio de
legalidad previsto en la Convención Americana. El examen de la peligrosidad del agente
implica la valoración por parte del juzgador de hechos que no han ocurrido y, por lo tanto,
supone una sanción basada en un juicio sobre la personalidad del infractor y no en los
hechos delictivos imputados conforme la tipificación penal aplicable. En consecuencia, este
Tribunal estima que el Estado es responsable por la violación al artículo 9 de la Convención
Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención, en perjuicio del señor
Martínez Coronado.

71. Cabe señalar que en el caso Fermín Ramírez, al momento de dictarse la Sentencia de
esta Corte no se había aplicado la pena de muerte en perjuicio de la víctima, por lo que
este Tribunal determinó que no existió una violación al artículo 4 de la Convención
Americana por dichos hechos. No obstante, en el presente caso, el 10 de febrero de 1998
el señor Martínez Coronado fue ejecutado, mediante inyección letal. Dada la aplicación de
la pena de muerte impuesta con base en una norma contraria a la Convención Americana,
en el presente caso, este Tribunal considera que el Estado es responsable de la vulneración
de los artículos 4.1 y 4.2 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 del mismo
instrumento.

72. Dado lo expuesto, la Corte destaca que la vulneración del principio de legalidad en el
presente caso se encuentra configurada por dos elementos: a) la indeterminación del
concepto de “peligrosidad futura” contenido en el artículo 132 del Código Penal, y b) la
aplicación al señor Martínez Coronado de la sanción prevista (la pena de muerte) en dicha
disposición.

Corte IDH. Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 133.29

56. Aún cuando la Convención no prohíbe expresamente la aplicación de la pena de
muerte, las normas convencionales sobre ésta deben interpretarse en el sentido de “limitar
definitivamente su aplicación y su ámbito, de moto que ést[a] se vaya reduciendo hasta
su supresión final”.

57. Al interpretar el artículo 4.2 de la Convención Americana, este Tribunal advirtió que.

no es posible albergar duda alguna respecto de la prohibición absoluta contenida en esa
disposición, según la cual ninguno de los Estados Partes puede disponer la aplicación de
la pena de muerte respecto de delitos para los cuales no estuviese contemplada
previamente por su legislación interna.

66. Si bien el nomen iuris del plagio o secuestro permaneció inalterado desde el momento
en que Guatemala ratificó la Convención, los supuestos de hecho contenidos en los
correspondientes tipos penales cambiaron sustancialmente, hasta hacer posible la
aplicación de la pena de muerte por acciones no sancionadas con ésta en el pasado.
Aceptar una interpretación contraria permitiría que un delito pudiera ser sustituido o

29 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la imposición de la pena de muerte al señor 
Ronald Ernesto Raxcacó Reyes sin observar el debido proceso, así como por las condiciones de detención en las que 
se encontró. La sentencia del caso se encuentra disponible en
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_133_esp.pdf  
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alterado con la inclusión de nuevos supuestos de hecho, no obstante la prohibición expresa 
de extender la pena capital, contenida en el artículo 4.2 de la Convención.

80. En el mismo sentido, esta Corte consideró en un caso anterior que la aplicación de la
pena de muerte obligatoria trataba a los acusados “no como seres humanos individuales
y únicos, sino como miembros indiferenciados y sin rostro de una masa que será sometida
a la aplicación ciega de la pena de muerte”.

81. El artículo 201 del Código Penal, tal como está redactado, tiene como efecto someter
a los acusados del delito de plagio o secuestro a procesos penales en los que no se
consideran –en ninguna instancia– las circunstancias particulares del delito y del acusado,
tales como los antecedentes penales de éste y de la víctima, el móvil, la extensión e
intensidad del daño causado, las posibles circunstancias atenuantes o agravantes, entre
otras consideraciones del autor y del delito.

82. Por todo lo anterior, la Corte concluye que el artículo 201 del Código Penal
guatemalteco, en el que se fundó la condena al señor Raxcacó Reyes, viola la prohibición
de privación arbitraria de la vida establecida en el artículo 4.1 y 4.2 de la Convención.

88. En el presente caso, la Corte estima que, aun cuando no se ha ejecutado al señor
Raxcacó Reyes, se ha incumplido el artículo 2 de la Convención. La sola existencia del
artículo 201 del Código Penal guatemalteco, que sanciona con pena de muerte obligatoria
cualquier forma de plagio o secuestro y amplía el número de delitos sancionados con dicha
pena, es per se violatoria de esa disposición convencional. Este criterio es conforme con
la Opinión Consultiva OC-14/94 de la Corte, de acuerdo con la cual “en el caso de las leyes
de aplicación inmediata, [...] la violación de los derechos humanos, individual o colectiva,
se produce por el solo hecho de su expedición”.

Limitación de la pena de muerte a los delitos de máxima gravedad

Corte IDH. Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 133.

68. Al respecto, la Corte ha señalado que la Convención Americana reduce el ámbito de
aplicación de la pena de muerte a los delitos comunes más graves, es decir, tiene el
“propósito de considerar dicha pena aplicable sólo en condiciones verdaderamente
excepcionales”. En efecto, el artículo 4.2 de la Convención Americana dispone que “[e]n
los países que no han abolido la pena de muerte, ésta sólo podrá imponerse por los delitos
más graves”.

69. El Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas ha expresado que los “delitos
que no entrañan la pérdida de vidas humanas” no pueden ser castigados con la pena de
muerte.

70. Es preciso reconocer la diversa gravedad de los hechos que permita distinguir los
delitos graves de los “delitos más graves”, es decir, aquellos que afectan más severamente
los bienes de máxima importancia individual y social, y por ello merecen el reproche más
enérgico y la sanción más severa.

71. El delito de plagio o secuestro puede contener distintas connotaciones de gravedad,
que irían desde el plagio simple, que no se encuentra dentro de la categoría de los “delitos
más graves”, hasta el plagio seguido de la muerte de la víctima. Incluso en este último
supuesto, que ya constituiría un hecho de suma gravedad, habría que ponderar las
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condiciones o circunstancias del caso sub judice. Todo lo cual deberá ser analizado por el 
juzgador, para lo cual es preciso que la ley conceda a éste cierto margen de apreciación
objetiva.

72. En el caso que nos ocupa, el artículo 201 del Código Penal aplicado al señor Raxcacó
Reyes sanciona con pena de muerte tanto el plagio simple, como cualquier otra forma de
plagio o secuestro, desatendiendo así la limitación que impone el artículo 4.2 de la
Convención Americana respecto de la aplicación de la plena de muerte solamente a los
“delitos más graves”.

Derecho a solicitar indulto o conmutación de la pena

Corte IDH. Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385.

91. Sentado lo anterior, la Corte recuerda que ya se pronunció a este respecto en los
casos Fermín Ramírez Vs. Guatemala y Raxcacó Reyes Vs. Guatemala, y señaló que el
sentido de que la derogación del Decreto No. 159 de 1892 tuvo como consecuencia que
se suprimiera la facultad atribuida a un organismo del Estado de conocer y resolver el
derecho de gracia estipulado en el artículo 4.6 de la Convención, un derecho que además
forma parte del corpus juris internacional. Por ello, la Corte consideró que el Estado
incumplió la obligación derivada del artículo 4.6 de la Convención, en relación con los
artículos 1.1 y 2 de la misma. En el presente caso, la Corte concluye en el mismo sentido.
(En similar sentido: Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas.
Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 133, párr. 85.).

93. En el presente caso, la Corte estima que se incumplió lo establecido en el artículo 2
de la Convención pues el artículo 201 del Código Penal guatemalteco, el cual sancionaba
con pena de muerte obligatoria cualquier forma de plagio o secuestro y amplía el número
de delitos sancionados con dicha pena, es violatorio de dicha disposición convencional.
Igualmente, y tal y como se ha señalado previamente, la falta de legislación nacional que
hiciera efectivo el derecho a solicitar indulto, amnistía o conmutación de la pena, en los
términos del artículo 4.6 de la Convención Americana, constituyó un nuevo incumplimiento
del artículo 2 de la misma. (En similar sentido: Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Fondo,
Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 133, párr.
89.).

109. La Corte considera que el derecho de gracia forma parte del corpus juris
internacional, en particular de la Convención Americana y del Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos. Para estos efectos, dichos tratados internacionales de
derechos humanos tienen preeminencia sobre las leyes internas, según lo establecido en
el artículo 46 de la Constitución Política de la República de Guatemala.

110. En consecuencia, al no estar establecida en el derecho interno atribución alguna para
que un organismo del Estado tenga la facultad de conocer y resolver los recursos de gracia,
y siendo esta la explicación de la denegatoria del recurso de gracia interpuesto por el
señor Fermín Ramírez, el Estado incumplió las obligaciones derivadas del artículo 4.6 de
la Convención en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma.
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VI. DERECHO A LA INTEGRIDAD PERSONAL

Aspectos generales del derecho a la integridad personal

Corte IDH. Caso Girón y otro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2019. Serie C No. 390.

78. Cabe recordar que la Corte señaló que el artículo 5.1 de la Convención consagra en
términos generales el derecho a la integridad personal, tanto física y psíquica como moral.
Por su parte, el artículo 5.2 establece, de manera más específica, la prohibición absoluta
de someter a alguien a torturas o a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. La
Corte entiende que cualquier violación del artículo 5.2 de la Convención Americana
acarreará necesariamente la violación del artículo 5.1 de la misma. La violación del
derecho a la integridad física y psíquica de las personas tiene diversas connotaciones de
grado que abarca desde la tortura hasta otro tipo de vejámenes o tratos crueles,
inhumanos o degradantes, cuyas secuelas físicas y psíquicas varían de intensidad según
factores endógenos y exógenos de la persona (duración de los tratos, edad, sexo, salud,
contexto, vulnerabilidad, entre otros) que deberán ser analizados en cada situación
concreta.

Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 
359.

161. Por otro lado, la Convención Americana reconoce expresamente el derecho a la
integridad personal, física y psíquica, cuya infracción “es una clase de violación que tiene
diversas connotaciones de grado y [...] cuyas secuelas físicas y psíquicas varían de
intensidad según los factores endógenos y exógenos que deberán ser demostrados en
cada situación concreta”. La Corte ha establecido que la integridad personal se halla
directa e inmediatamente vinculada con la atención a la salud humana, y que la falta de
atención médica adecuada puede conllevar la vulneración del artículo 5.1 de la
Convención. En este sentido, la Corte ha sostenido que la protección del derecho a la
integridad personal supone la regulación de los servicios de salud en el ámbito interno,
así como la implementación de una serie de mecanismos tendientes a tutelar la efectividad
de dicha regulación.

Corte IDH. Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356.

108. Por otra parte, la Convención Americana reconoce expresamente el derecho a la
integridad personal, física y psíquica, cuya infracción “es una clase de violación que tiene
diversas connotaciones de grado y [...] cuyas secuelas físicas y psíquicas varían de
intensidad según los factores endógenos y exógenos que deberán ser demostrados en
cada situación concreta”. Rigen respecto al derecho a la integridad personal los deberes
de respeto y garantía señalados respecto del derecho a la vida.
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Prohibición de tortura y penas o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes

Corte IDH. Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 386.

180. La Corte recuerda que el artículo 5.1 de la Convención consagra en términos
generales el derecho a la integridad personal, tanto física como psíquica y moral. Por su
parte, el artículo 5.2 establece, de manera más específica, la prohibición absoluta de
someter a alguien a torturas o a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes.
Asimismo, se ha reconocido que la prohibición absoluta de la tortura, tanto física como
psicológica, pertenece hoy día al dominio del jus cogens internacional. (En similar sentido:
Caso Maritza Urrutia Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de
noviembre de 2003. Serie C No. 103, párr. 92; Caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Fondo,
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de junio de 2005. Serie C No. 126, párr. 117, y
Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y
Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385, párr. 120.).

181. A su vez, pueden calificarse como torturas físicas y psíquicas aquellos actos que han
sido “preparados y realizados deliberadamente contra la víctima para suprimir su
resistencia psíquica y forzarla a autoinculparse o a confesar determinadas conductas
delictivas o para someterla a modalidades de castigos adicionales a la privación de la
libertad en sí misma”.

182. La Corte ha señalado que la violación del derecho a la integridad física y psíquica de
las personas tiene diversas connotaciones de grado y que abarca desde la tortura hasta
otro tipo de vejámenes o tratos crueles, inhumanos o degradantes, cuyas secuelas físicas
y psíquicas varían de intensidad según factores endógenos y exógenos de la persona
(duración de los tratos, edad, sexo, salud, contexto, vulnerabilidad, entre otros) que
deberán ser analizados en cada situación concreta. Es decir, las características personales
de una supuesta víctima de tortura o tratos crueles, inhumanos o degradantes, deben ser
tomadas en cuenta al momento de determinar si la integridad personal fue vulnerada, ya
que tales características pueden cambiar la percepción de la realidad del individuo y, por
ende, incrementar el sufrimiento y el sentido de humillación cuando son sometidas a
ciertos tratamientos. (En similar sentido: Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala.
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019.
Serie C No. 385, párr. 121.).

183. En lo que respecta a los casos de alegada violencia sexual, la Corte ha señalado que
las agresiones sexuales se caracterizan, en general, por producirse en ausencia de otras
personas más allá de la víctima y el agresor o los agresores. Dada la naturaleza de estas
formas de violencia, no se puede esperar la existencia de pruebas gráficas o documentales
y, por ello, la declaración de la víctima constituye una prueba fundamental sobre el hecho.

184. Por otro lado, la Corte recuerda que la evidencia obtenida a través de los exámenes
médicos tiene un rol crucial durante las investigaciones realizadas contra los detenidos y
en los casos cuando estos alegan maltrato. En este sentido, los alegatos de maltratos
ocurridos en custodia policial son extremadamente difíciles de sustanciar para la víctima
si ésta estuvo aislada del mundo exterior, sin acceso a médicos, abogados, familia o
amigos quienes podrán apoyar y reunir la evidencia necesaria. Por tanto, corresponde a
las autoridades judiciales el deber de garantizar los derechos del detenido, lo que implica
la obtención y el aseguramiento de toda prueba que pueda acreditar los actos de tortura,
incluyendo exámenes médicos. Adicionalmente, es importante destacar que en los casos
en los que existen alegatos de supuestas torturas o malos tratos, el tiempo transcurrido
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para la realización de las correspondientes pericias médicas es esencial para determinar 
fehacientemente la existencia del daño, sobre todo cuando no se cuenta con testigos más
allá de los perpetradores y las propias víctimas y, en consecuencia, los elementos de 
evidencia pueden ser escasos. De ello se desprende que para que una investigación sobre 
hechos de tortura sea efectiva, la misma deberá ser efectuada con prontitud.

185. En el mismo sentido, en casos donde se aleguen agresiones sexuales, la falta de
evidencia médica no disminuye la veracidad de la declaración de la presunta víctima. En
tales casos, no necesariamente se verá reflejada la ocurrencia de violencia o violación
sexual en un examen médico, ya que no todos los casos de violencia y/o violación sexual
ocasionan lesiones físicas o enfermedades verificables a través de dichos exámenes.

192. Esta Corte se permite recordar lo ya señalado en su jurisprudencia respecto a que
“la ausencia de señales físicas no implica que no se ha[ya]n producido maltratos, ya que
es frecuente que estos actos de violencia contra las personas no dejen marcas ni cicatrices
permanentes”. En consonancia con lo anterior, la Corte considera relevante valorar los
certificados médicos y psicológicos emitidos el 15 de junio de 2005 por la señora
Vaquerano Martínez y el señor Aldana Alfaro, los cuales son consistentes con el relato de
la propia víctima y los otros testigos y familiares que lo vieron, en tanto que concluyen
que el señor Valenzuela por su condición mental y psicológica, “presenta características
de una persona torturada”.

193. De lo expuesto, queda acreditado que el señor Valenzuela sufrió una serie de actos
de violencia en el marco de su detención, cuando estaba bajo custodia del Estado. Por lo
que corresponde a este Tribunal determinar si dichos actos fueron constitutivos de tortura
y violencia sexual a la luz del artículo 5.2 de la Convención, y de la jurisprudencia de la
Corte, a través del análisis de si el acto fue: i) un acto intencional; ii) causó severos
sufrimientos físicos o mentales, y si se iii) se cometió con determinado fin o propósito.

194. Respecto al primer y tercer elementos está demostrado que el 27 de mayo de 1998
el señor Valenzuela Ávila fue sometido a distintos actos de violencia realizados
deliberadamente por agentes estatales, con el fin de obtener información sobre la muerte
de la fiscala SJR. En cuanto al segundo elemento, está probado que el señor Valenzuela
recibió una serie de golpes, asfixia e incluso una penetración anal por medio de un bastón
con grasa, que configura en el presente caso una forma de violación sexual. Al respecto,
la Corte ha afirmado que es inherente a la violación sexual el sufrimiento severo de la
víctima y que una violación sexual puede constituir tortura aun cuando consista en un solo
hecho u ocurra fuera de instalaciones estatales.

195. Este Tribunal considera acreditada la gravedad y los severos sufrimientos padecidos
por el señor Valenzuela a causa de los actos cometidos por los agentes estatales con la
finalidad de obtener su declaración sobre su presunta participación en la comisión de un
delito, por lo que se encuentran cumplidos los tres elementos que esta Corte ha enlistado.
Por lo tanto, la Corte concluye que el señor Valenzuela Ávila fue sometido a actos de
tortura tras su detención, cuando ya estaba bajo custodia del Estado, en violación del
artículo 5.2 de la Convención Americana.

202. Dado lo expuesto anteriormente, este Tribunal acredita que el señor Valenzuela
después de su detención el 27 de mayo de 1998 fue sometido a actos de tortura física y
violencia sexual y además, en junio de 2001 recibió nuevamente actos de tortura física,
cuando permanecía recluido en el Centro Preventivo de Varones. En consecuencia, la Corte
concluye, sin perjuicio de la responsabilidad penal que debe dirimirse en el ámbito interno,
que el Estado es responsable de la violación de los artículos 5.1 y 5.2 y 11.1 de la
Convención Americana, con relación al artículo 1.1 del mismo instrumento, así como en
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violación de los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y 
Sancionar la Tortura, en perjuicio del señor Tirso Valenzuela Ávila. Por otra lado, los 
representantes alegaron la violación del artículo 7 de la CIPST, este Tribunal con base en 
lo resuelto, considera que no es necesario pronunciarse sobre la alegada vulneración.

Corte IDH. Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385.

128. En consecuencia, la Corte considera acreditado que el señor Ruiz Fuentes sufrió serias
lesiones en el contexto de su detención, esto es, cuando ya estaba bajo custodia del
Estado.

129. Sentado lo anterior, la Corte debe determinar a continuación si los referidos actos
fueron actos constitutivos de tortura. A la luz del artículo 5.2 de la Convención Americana
y de conformidad con la jurisprudencia de esta Corte, se está frente a un acto constitutivo
de tortura cuando el maltrato: (i) es intencional; (ii) cause severos sufrimientos físicos o
mentales, y (iii) se cometa con cualquier fin o propósito.

130. En el presente caso ha quedado establecido que el señor Ruiz Fuentes fue objeto de
numerosos golpes durante horas con el objetivo de obtener información sobre otros
secuestros. Lo anterior viene acreditado, tanto por la declaración del propio señor Ruiz
Fuentes, como por el relato detallado y coherente brindado por la hermana del señor Ruiz
Fuentes. Es decir, los golpes infligidos al señor Ruiz Fuentes fueron perpetrados de forma
intencional y sostenida en el tiempo con el objetivo de obtener una información específica.

131. Asimismo, de la prueba ofrecida, la Corte da por demostrada la gravedad e intensidad
de los severos malos tratos físicos sufridos por el señor Ruiz Fuentes. En vista de las
graves lesiones que presentaba, el señor Ruiz Fuentes tuvo que ser intervenido
quirúrgicamente de urgencia para efectuarle una “resección de segmento de colon
transverso y colostomía en doble boca”. La Corte observa además que el señor Ruiz
Fuentes permaneció trece días hospitalizado y estuvo siete meses utilizando una bolsa de
colostomía. A lo anterior se suma la declaración de la señora A.M.V., pareja del señor Ruiz
Fuentes, quien declaró en la audiencia pública celebrada ante esta Corte que el día que lo
fue a visitar al hospital observó lo siguiente:

“[E]staba bien mal, bien golpeado, muy golpeado tenía la gran operación en el estómago, 
tenía su intestino afuera, todo golpeado su cuerpo, los testículos hinchados, sus canillas 
estaban, es que dice que lo ataron con alambre de amarre y le cortaron la carne todo, 
puro el hueso se miraba, él estaba que ni hablaba, no podía platicar. Estaba muy grave. 
Yo lo tuve que cuidar durante doce días para estarlo bañando, dándole sus alimentos, 
porque estaba bien grave”.

132. Por ende, ante el conjunto de los elementos probatorios precisos y concordantes
analizados, la Corte ha llegado a la convicción de que, tras ser detenido el 6 de agosto de
1997, el señor Ruiz Fuentes fue sometido a actos de tortura física, de conformidad con los
tres elementos que esta Corte ha enlistado, en violación de los artículos 5.1 y 5.2 de la
Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento, lo que
además constituyó la violación del artículo 1 y 6 de la Convención Interamericana para
prevenir y sancionar la tortura.
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Corte IDH. Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253.

274. De conformidad con el artículo 1.1 de la Convención Americana, la obligación de
garantizar los derechos reconocidos en los artículos 5.1 y 5.2 de la Convención Americana
implica el deber del Estado de investigar posibles actos de tortura u otros tratos crueles,
inhumanos o degradantes. Esta obligación de investigar se ve reforzada por lo dispuesto
en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención contra la Tortura, que obligan al Estado a
“tomar[...] medidas efectivas para prevenir y sancionar la tortura en el ámbito de su
jurisdicción”, así como a “prevenir y sancionar [...] otros tratos o penas crueles,
inhumanos o degradantes”. Además, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 8 de esta
Convención, los Estados Parte garantizarán.

[...] cuando exista denuncia o razón fundada para creer que se ha cometido un acto de 
tortura en el ámbito de su jurisdicción, [...] que sus respectivas autoridades procederán
de oficio y de inmediato a realizar una investigación sobre el caso y a iniciar, cuando 
corresponda, el respectivo proceso penal.

Corte IDH. Caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 20 de junio de 2005. Serie C No. 126.30

119. En las circunstancias del presente caso, la Corte considera relevante que el señor
Fermín Ramírez fue condenado a la pena capital por la comisión de un delito que no se le
había acusado, al final de un proceso en el que hubo violación de sus garantías judiciales;
que el fundamento de la sentencia fue una norma cuyo contenido es contrario a la
Convención Americana; y que ha sido sometido a graves condiciones carcelarias, tanto en
el Sector 11 del Centro de Detención Preventiva de la Zona 18, como en el Centro de Alta
Seguridad de Escuintla, las que se inscriben en un contexto general de graves deficiencias
carcelarias, señaladas por organismos internacionales. Por todo lo anterior, la Corte
considera que el Estado violó el artículo 5.1 y 5.2 de la Convención, en relación con el
artículo 1.1 de la misma.

Corte IDH. Caso Maritza Urrutia Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 27 de noviembre de 2003. Serie C No. 103.31

85. En lo que se refiere al trato dado por los funcionarios estatales a Maritza Urrutia
mientras estuvo detenida de manera ilegal y arbitraria, la Corte ha tenido por probado
que la presunta víctima fue encapuchada, mantenida en un cuarto, esposada a una cama,
con la luz encendida y la radio a todo volumen, lo que le impedía dormir. Además, fue
sometida a interrogatorios sumamente prolongados, en cuyo desarrollo le mostraban
fotografías de personas que presentaban signos de tortura o habían sido muertos en
combate y la amenazaban con que así sería encontrada por su familia. Igualmente, los
agentes del Estado la amenazaron con torturarla físicamente o con matarla o privar de la
vida a miembros de su familia si no colaboraba. Con tal fin le mostraban fotografías suyas
y de su familia y correspondencia de ella con su ex esposo. Por último, Maritza Urrutia fue
obligada a filmar un video, que fue posteriormente transmitido por dos televisoras

30 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la imposición de la pena de muerte a Fermín 
Ramírez sin haberse observado el debido proceso. La sentencia del caso se encuentra disponible en el siguiente 
enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_126_esp.pdf
31 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la detención arbitraria y tortura en perjuicio de 
Maritza Ninette Urrutia García por parte de agentes estatales, así como por la falta de investigación y sanción de los 
responsables. La sentencia está disponible en https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_103_esp.pdf
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guatemaltecas, en el cual rindió una declaración en contra de su voluntad, y cuyo 
contenido se vio forzada a ratificar en una conferencia de prensa sostenida después de su 
liberación.

87. En otras oportunidades, este Tribunal ha establecido que una “persona ilegalmente
detenida se encuentra en una situación agravada de vulnerabilidad, de la cual surge un
riesgo cierto de que se le vulneren otros derechos, como el derecho a la integridad física
y a ser tratada con dignidad”. Además, ha señalado que “el aislamiento prolongado y la
incomunicación coactiva a los que se ve sometida la víctima representan, por sí mismos,
formas de tratamiento cruel e inhumano, lesivas de la integridad psíquica y moral de la
persona y del derecho de todo detenido al respeto debido a la dignidad inherente al ser
humano”. Esta incomunicación produce en el detenido sufrimientos morales y
perturbaciones psíquicas y lo coloca en una situación de particular vulnerabilidad.
Igualmente, esta Corte ha señalado que basta con que la detención ilegal haya durado
breve tiempo para que se configure, dentro de los estándares del derecho internacional
de los derechos humanos, una conculcación a la integridad psíquica y moral, y que cuando
se presentan dichas circunstancias es posible inferir, aun cuando no mediaran otras
evidencias al respecto, que el trato que la víctima recibió durante su incomunicación fue
inhumano y degradante.

88. De acuerdo con lo expuesto, esta Corte considera que la privación ilegal y arbitraria
de la libertad de Maritza Urrutia, sometiéndola a las condiciones de detención que se han
descrito, constituye un trato cruel e inhumano y que, en consecuencia, el Estado violó en
su perjuicio el artículo 5.2 de la Convención Americana.

91. Igualmente, esta Corte destaca que entre los elementos de la noción de tortura
establecidos en el artículo 2 de la Convención Interamericana contra la Tortura se incluyen
métodos para anular la voluntad de la víctima con el objeto de obtener ciertos fines, como
información de una persona, o intimidación o castigo, lo que puede ser perpetrado
mediante violencia física, o a través de actos que produzcan en la víctima un sufrimiento
psíquico o moral agudo.

93. Asimismo, la Corte considera que, de acuerdo a las circunstancias de cada caso en
particular, algunos actos de agresión infligidos a una persona pueden calificarse como
torturas psíquicas, particularmente los actos que han sido preparados y realizados
deliberadamente contra la víctima para suprimir su resistencia psíquica y forzarla a
autoinculparse o a confesar determinadas conductas delictivas o para someterla a
modalidades de castigos adicionales a la privación de la libertad en sí misma.

94. En el caso sub judice está demostrado que Maritza Urrutia fue sometida a actos de
violencia psíquica al ser expuesta a un contexto de angustia y sufrimiento intenso de modo
intencional, de acuerdo con la práctica imperante en esa época. Además, la Corte estima
que los actos alegados en el presente caso fueron preparados e infligidos deliberadamente
para anular la personalidad y desmoralizar a la víctima, lo que constituye una forma de
tortura psicológica, en violación del artículo 5.1 y 5.2 de la Convención en perjuicio de
Maritza Urrutia.

96. Por otra parte, el Estado no previno los actos indicados ni investigó ni sancionó
eficazmente las torturas a las que fue sometida Maritza Urrutia. Consecuentemente, el
Estado faltó a los compromisos contraídos en las referidas disposiciones de la Convención
Interamericana contra la Tortura.
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Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 de 
noviembre de 2000. Serie C No. 70.

156. De acuerdo con el artículo 1 de la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas
Crueles, Inhumanos o Degradantes, la tortura implica que se inflijan a una persona penas
o sufrimientos físicos o mentales deliberadamente dirigidos a intimidar, castigar,
investigar o prevenir crímenes, penar su comisión o con cualquier otro fin.

158. La Corte estima que los actos denunciados en el presente caso fueron preparados e
infligidos deliberadamente, con el fin de obtener de Efraín Bámaca Velásquez información
relevante para el Ejército. Según los testimonios recabados en el presente proceso, la
supuesta víctima fue sometida a actos graves de violencia física y psíquica durante un
prolongado período de tiempo con los fines antes mencionados y, así, puesta en un
contexto de angustia y de sufrimiento físico intenso de modo intencional, lo que no puede
calificarse sino como tortura, tanto física como psicológica.

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. 
Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63.

157. Existen en el presente caso evidencias numerosas y concurrentes de que la integridad
personal de los cuatro jóvenes mencionados fue vulnerada y de que ellos fueron víctimas
de graves maltratos y de torturas físicas y psicológicas por parte de agentes del Estado y,
más concretamente, por miembros de la Policía Nacional, antes de sufrir la muerte.

162. Debe tenerse presente que los jóvenes fueron retenidos clandestinamente por sus
captores entre 10 y 21 horas. Este lapso medió entre dos circunstancias de extrema
violencia: la aprehensión forzada y la muerte por impactos de arma de fuego en estado
de indefensión, que el Tribunal ya ha declarado probadas. Es razonable inferir, aunque no
mediaran otras evidencias al respecto, que el trato que recibieron durante esas horas fue
agresivo en extremo.

163. Durante el tiempo de su retención los cuatro jóvenes permanecieron aislados del
mundo exterior y seguramente estaban conscientes de que sus vidas corrían grave peligro.
Es razonable inferir que durante esas horas pasaron, por esa sola circunstancia, por una
situación de extremo sufrimiento psicológico y moral.

165. En sentido similar, la Corte Europea ha sostenido que la mera amenaza de una
conducta prohibida por el precepto de la Convención Europea (artículo 3), correspondiente
al artículo 5 de la Convención Americana, cuando sea suficientemente real e inminente,
puede en sí misma estar en conflicto con la norma de que se trata. En otras palabras:
crear una situación amenazadora o amenazar a un individuo con torturarlo puede
constituir, en algunas circunstancias, al menos, tratamiento inhumano.

169. La Corte estima que los malos tratos y torturas fueron practicados por las mismas
personas que secuestraron y dieron muerte a los jóvenes. La Corte al haber establecido
que los responsables de estas últimas conductas eran miembros de la Policía Nacional es
del caso concluir que los autores de los malos tratos y torturas que se produjeron en el
lapso que medió entre la captura y la muerte, fueron agentes del Estado, ya se trate de
los investigados y acusados en los procesos internos, o de otros.

170. Debe tenerse en cuenta, al respecto, la presunción establecida por la Corte Europea
al considerar responsable al Estado por los malos tratos que exhibe una persona que ha
estado bajo la custodia de agentes estatales, si las autoridades son incapaces de
demostrar que estos agentes no incurrieron en tales conductas.
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Corte IDH. Caso de la “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. 
Fondo. Sentencia de 8 de marzo de 1998. Serie C No. 37.

134. En el caso de las víctimas que fueron privadas del derecho a la vida, con la excepción
del caso del señor Chinchilla, las autopsias revelaron fehacientemente la presencia de
signos de tortura (amarramientos, golpes...), la cual es imputable al Estado por la misma
razón que le es imputable su muerte. Debe señalarse además que para ocasionar la
muerte se infligió a las víctimas heridas corto punzantes en el cuello y tórax que
aumentaron su sufrimiento, hasta llegar en algunos casos al degollamiento y que este fue
un patrón y común denominador en la mayoría de los homicidios que se relacionan con el
presente caso.

135. Respecto de las otras víctimas que fueron puestas a disposición de las autoridades
judiciales, la Corte constata que en el caso de los señores Vásquez y Angárita Ramírez, el
médico forense encontró heridas, excoriaciones y contusiones que evidencian un trato
cruel, inhumano o degradante mientras estuvieron detenidos. Respecto de las otras
personas, señores Torres Gil, Montes Letona y Montenegro, la Corte estima que no hay
prueba suficiente aún cuando algunos de ellos afirmaron haber sufrido esos tratos.

136. En consecuencia, la Corte declara que Guatemala violó el artículo 5.1 y 5.2 de la
Convención Americana y las obligaciones dispuestas en los artículos 1, 6 y 8 de la
Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, en perjuicio de los
señores Ana Elizabeth Paniagua Morales; Julián Salomón Gómez Ayala; William Otilio
González Rivera; Pablo Corado Barrientos; Manuel de Jesús González López; Augusto
Angárita Ramírez y Oscar Vásquez.

“Corredor de la muerte”

Corte IDH. Caso Girón y otro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2019. Serie C No. 390.

79. Esta Corte ha tenido oportunidad de pronunciarse al respecto del llamado “fenómeno
del corredor de la muerte” en el caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros Vs. Trinidad
y Tobago y en el caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. La Corte observa que, tanto en el
caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros Vs. Trinidad y Tobago como en el caso
Raxcacó Reyes Vs. Guatemala se realizó una valoración de los peritajes aportados
relativos a las condiciones de detención específicas y propias de las personas condenadas
a muerte y víctimas del caso, así como sobre el impacto concreto sobre ellas, las cuales
condujeron a una violación de los artículos 5.1 y 5.2 de la Convención Americana, en
relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento. Asimismo, el Tribunal Europeo de
Derechos Humanos, el Sistema Universal de Derechos Humanos y algunos tribunales
nacionales advierten que el llamado “corredor de la muerte” causa una afectación al
derecho a la integridad personal por la angustia en la que se encuentran las personas
condenadas a muerte, situación, que genera traumas psicológicos por la manifestación
presente y creciente de la ejecución de la pena máxima, por ende, es considerado como
un trato cruel inhumano y degradante. Por lo tanto para determinar la existencia de una
violación a la integridad personal derivada del “corredor de la muerte”, es necesario
analizar las circunstancias personales y particulares del caso para poder valorar si la
permanencia en el mismo alcanzó el nivel de gravedad para calificarse como cruel,
inhumano o degradante. (En similar sentido: Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. Fondo,
Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 386, párr. 205, y
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Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. Serie C No. 387, párr. 94.).

80. Por otro lado, respecto al medio utilizado para la ejecución de la pena de muerte, la
Corte nota que diversos órganos especializados, así como, criterios del sistema universal
y otros sistemas regionales de protección de derechos humanos prohíben expresamente
los modos de ejecución de la pena capital que causen mayor dolor y sufrimiento. En este
sentido, es importante advertir, que todos los medios de ejecución pueden infligir “dolor”
o “sufrimientos intensos”, por tal motivo, si un Estado ejecuta la pena de muerte debe
hacerlo de la forma que cause menor sufrimiento posible, ya que cualquiera que sea el
método de ejecución, la extinción de la vida implica algún dolor físico.

81. Asimismo, diversos órganos internacionales han indicado que métodos de ejecución
como la lapidación, la asfixia con gas, “la inyección de sustancias letales no ensayadas,
[...] la incineración y el enterramiento con vida[,] las ejecuciones públicas [, así como]
[...] otros modos de ejecución dolorosos o humillantes”, constituyen tratos crueles
inhumanos y degradantes que vulneran el derecho a la integridad personal.

82. Además de ello, el Relator Especial sobre ejecuciones extrajudiciales ha señalado que
las ejecuciones públicas constituyen un incumplimiento de la prohibición de los tratos o
penas crueles, inhumanas o degradantes. Por su parte, la Comisión de Derechos Humanos
ha señalado que la ejecución de la pena capital no debe hacerse en público ni de ninguna
otra manera degradante. En tal sentido, el Consejo de Derechos Humanos ha pedido a los
Estados que se abstengan de realizar ejecuciones públicas, debido a que: “[l]as
ejecuciones públicas son [...] incompatibles con la dignidad humana”.

84. Los peritos Edward Fitzgerald y Parvais Jabbar, en su dictamen rendido mediante
afidávit, manifestaron que “el fenómeno del corredor de la muerte comienza en el
momento [...] que se dicta sentencia y el condenado tiene que contemplar la perspectiva
de su ejecución”. Sobre este punto, este Tribunal ha señalado que el tiempo de espera
desde el momento en que se da la sentencia condenatoria a pena de muerte hasta su
ejecución produce angustia mental, tensión extrema y trauma psicológico que es causado
por las circunstancias a las que el acusado es expuesto, que incluyen, entre otras, la forma
en que se impuso la condena, la desproporción entre la pena y el delito cometido y la no
consideración de las características personales del acusado, que en suma, configuran un
trato cruel, inhumano y degradante.

85. La Corte observa que los señores Girón y Castillo permanecieron durante dos años y
11 meses bajo una constante amenaza de que en cualquier momento podían ser
ejecutados. Como resultado de esta sentencia condenatoria, los señores Girón y Castillo
tuvieron que contemplar la perspectiva de la extinción de sus vidas durante dicho tiempo.
Asimismo, la Corte destaca que la forma en la que se impone una condena a pena de
muerte puede constituir un factor que determine su incompatibilidad con lo establecido en
el artículo 5 de la Convención Americana. La Corte observa que los señores Girón y Castillo
fueron condenados a la pena capital en el marco de un procedimiento penal en el que se
produjeron violaciones de los artículos 4.1 y 4.2 de la Convención, además de varios
preceptos relativos al debido proceso en el marco del procedimiento penal.

86. Por otro lado, la Corte nota que el Decreto No. 234 establecía como medio de ejecución
de la pena de muerte el ”fusilamiento”, el cual posteriormente fue sustituido por la
“inyección letal”, según el Decreto No. 100-1996 de noviembre de 1996. En dicho decreto
del considerando tercero se desprende que el Estado reconoció que el uso del
procedimiento de inyección letal tiene la garantía de su efectividad en un lapso muy corto,
con el mínimo de sufrimiento de parte de la persona a quien se destina, por tal motivo,
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sustituyó el fusilamiento como modo de ejecución de la pena capital. Al respecto, la Corte 
entiende que el Estado cambió de método de ejecución, porque consideró que este nuevo 
método causaba menor sufrimiento. Sin embargo, realizó esta modificación después de la 
ejecución de las presuntas víctimas, quienes fueron fusiladas.

87. Asimismo, este Tribunal advierte que la publicidad de la ejecución de los señores Girón
y Castillo a través de los medios televisivos es incompatible con la dignidad humana, por
constituirse como un trato degradante, toda vez, que las presuntas víctimas del presente
caso fueron tratados como objetos para ejemplificar, a través de su ejecución, que
determinadas conductas eran rechazadas por la sociedad en Guatemala.

88. Por tal motivo, la Corte concluye que los señores Girón y Castillo enfrentaron graves
sufrimientos psíquicos provenientes de la angustia de saberse en el “corredor de la
muerte” tras un procedimiento que tuvo numerosas falencias, así como por la publicidad
de la ejecución, lo cual fue violatorio de su derecho a la integridad física, psíquica y moral,
contenido en el artículo 5.1 de la Convención Americana y han constituido un trato cruel,
inhumano y degradante contrario al artículo 5.2 de la misma, todo ello con relación al
artículo 1.1 del mismo instrumento.

Corte IDH. Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. 
Serie C No. 387.

95. La Corte destaca que la forma en la que se impone una condena a pena de muerte
puede constituir un factor que determine su incompatibilidad con lo establecido en el
artículo 5 de la Convención Americana. La Corte observa que los señores Rodríguez
Revolorio, López Calo y Archila Pérez fueron condenados a la pena capital en el marco de
un procedimiento penal en el que se produjeron patentes violaciones de los artículos 4.2
y 9 de la Convención, y en violación del derecho a recurrir del fallo contemplado en el
artículo 8.2.h) de la Convención Americana. La Corte considera que el proceso penal al
que fueron sometidos los señores Rodríguez Revolorio, López Calo y Archila Pérez, cuyo
resultado además fue la imposición de la pena de muerte, pudo producirles un profundo
sufrimiento, angustia, ansiedad, frustración y estrés, del cual incluso pudo derivar algún
tipo de trastorno por estrés post-traumático, tal y como ha sucedido en otros casos de
personas condenadas a pena de muerte. A lo anterior se suman las condiciones carcelarias
a las que estuvieron sometidos, y que ya la Corte indicó que eran incompatibles con los
estándares referidos en el capítulo anterior.

96. Por tal motivo, la Corte concluye que los señores Rodríguez Revolorio, López Calo y
Archila Pérez sufrieron graves sufrimientos psíquicos provenientes de la angustia de
permanecer en el “corredor de la muerte” tras un procedimiento que una importante
falencia, en condiciones carcelarias incompatibles con los estándares de la Convención, lo
cual fue violatorio de su derecho a la integridad física, psíquica y moral, contenido en el
artículo 5.1 de la Convención Americana y constituyó un trato cruel, inhumano y
degradante contrario al artículo 5.2 de la misma, todo ello con relación al artículo 1.1 del
mismo instrumento.

Corte IDH. Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 386.

206. La Corte observa que el señor Valenzuela permaneció durante 6 años y 2 meses bajo
una constante amenaza de que en cualquier momento podía ser ejecutado. Como
resultado de esta sentencia condenatoria, el señor Valenzuela tuvo que contemplar la
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perspectiva de la extinción de su vida durante dicho tiempo. Asimismo, la Corte destaca 
que la forma en la que se impone una condena a pena de muerte puede constituir un 
factor que determine su incompatibilidad con lo establecido en el artículo 5 de la 
Convención Americana. La Corte nota que el señor Valenzuela fue condenado a la pena 
capital en el marco de un procedimiento penal en el que se produjeron patentes violaciones 
del artículo 4.2 de la Convención, y en violación de varios preceptos relativos al debido 
proceso en el marco del procedimiento penal. Además, la Corte nota que en el peritaje 
realizado por el señor Aldana Alfaro cuando el señor Valenzuela permanecía privado de 
libertad, indicó que otros efectos “se extienden a su situación [...] en el corredor de la 
muerte, como la depresión, sentimientos de culpa, confusión emocional y una ansiedad 
moderada por el distanciamiento de las visitas familiares”.

207. Por tal motivo, la Corte concluye que el señor Valenzuela Ávila enfrentó graves
sufrimientos psíquicos provenientes de la angustia de saberse en el “corredor de la
muerte” tras un procedimiento que tuvo numerosas falencias, lo cual fue violatorio de su
derecho a la integridad física, psíquica y moral, contenido en el artículo 5.1 de la
Convención Americana y han constituido un trato cruel, inhumano y degradante contrario
al artículo 5.2 de la Convención, todo ello en relación con el artículo 1.1 del mismo
instrumento.

Corte IDH. Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385.

135. Esta Corte ha tenido oportunidad de pronunciarse al respecto del llamado “fenómeno
del corredor de la muerte” en el caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros Vs. Trinidad
y Tobago y en el caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Asimismo, el Tribunal Europeo de
Derechos Humanos, el Sistema Universal de Derechos Humanos y algunos tribunales
nacionales advierten que el llamado “corredor de la muerte” causa una afectación al
derecho a la integridad personal por la angustia en la que se encuentran las personas
condenadas a muerte, situación, que genera traumas psicológicos por la manifestación
presente y creciente de la ejecución de la pena máxima, por ende, es considerado como
un trato cruel inhumano y degradante. La Corte observa que, tanto en el caso Hilaire,
Constantine y Benjamin y otros Vs. Trinidad y Tobago como en el caso Raxcacó Reyes Vs.
Guatemala se realizó una valoración de los peritajes aportados relativos a las condiciones
de detención específicas y propias de las personas condenadas a muerte y víctimas del
caso, así como sobre el impacto concreto sobre ellas, las cuales condujeron a una violación
de los artículos 5.1 y 5.2 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del
mismo instrumento. A la vista de lo anterior, para determinar la existencia de una violación
a la integridad personal derivada del fenómeno del corredor de la muerte, es necesario
analizar las circunstancias personales y particulares del caso para poder valorar si un
determinado trato o pena alcanzó el nivel mínimo de gravedad para calificarse como cruel,
inhumano o degradante.

136. La Corte observa en primer lugar que el señor Ruiz Fuentes permaneció durante 6
años y 5 meses bajo una constante amenaza de que en cualquier momento podía ser
ejecutado. Como resultado de esta sentencia condenatoria, el señor Ruiz Fuentes tuvo
que contemplar la perspectiva de la extinción de su vida durante dicho tiempo. Asimismo,
la Corte destaca que la forma en la que se impone una condena a pena de muerte puede
constituir un factor que determine su incompatibilidad con lo establecido en el artículo 5
de la Convención Americana. La Corte advierte que el señor Ruiz Fuentes fue condenado
a la pena capital en el marco de un procedimiento penal en el que se produjeron patentes
violaciones de los artículos 4.2 y 4.6 de la Convención, y en violación de varios preceptos
relativos al debido proceso en el marco del procedimiento penal. La Corte considera que
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el proceso penal al que fue sometido el señor Ruiz Fuentes, cuyo resultado además fue la 
imposición de la pena de muerte, pudo producirle un profundo sufrimiento, angustia, 
ansiedad, frustración y estrés, del cual incluso pudo derivar algún tipo de trastorno por 
estrés post-traumático, tal y como ha sucedido en otros casos de personas condenadas a 
pena de muerte.

137. Por tal motivo, la Corte concluye que el señor Ruiz Fuentes enfrentó graves
sufrimientos psíquicos provenientes de la angustia de encontrarse en el “corredor de la
muerte” tras un procedimiento que tuvo numerosas falencias, lo cual fue violatorio de su
derecho a la integridad física, psíquica y moral, contenido en el artículo 5.1 de la
Convención Americana y ha constituido un trato cruel, inhumano y degradante contrario
al artículo 5.2 de la misma, todo ello con relación al artículo 1.1 del mismo instrumento.

Corte IDH. Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 133.

97. En el Caso Soering vs. Reino Unido, la Corte Europea determinó que el llamado
“fenómeno del corredor de la muerte”, constituido por un período de detención prolongado
en espera y previo a la ejecución, durante el cual el condenado sufre de angustia mental
y está sujeto a una tensión extrema y a trauma psicológico por la constante espera de lo
que será el ritual de la propia ejecución, implica un trato cruel, inhumano y degradante.

98. Ese mismo tribunal ha establecido que en todos los casos en que se imponga la pena
de muerte, es necesario que se consideren, a la luz del artículo 3 del Convenio Europeo
para la Protección de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales, las
circunstancias personales del condenado, las condiciones de detención mientras espera la
ejecución y la duración de la detención anterior a la ejecución.

102. La Corte estima que las condiciones de detención a las que ha sido sometido el señor
Ronald Ernesto Raxcacó Reyes han sido violatorias de su derecho a la integridad física,
psíquica y moral, contenido en el artículo 5.1 de la Convención, y han constituido un trato
cruel, inhumano y degradante contrario al artículo 5.2 de la misma.

Personas privadas de libertad y condiciones de detención

Corte IDH. Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. 
Serie C No. 387.

71. La Convención Americana reconoce expresamente el derecho a la integridad personal,
física y psíquica, cuya infracción “es una clase de violación que tiene diversas
connotaciones de grado y [...] cuyas secuelas físicas y psíquicas varían de intensidad
según los factores endógenos y exógenos que deberán ser demostrados en cada situación
concreta”. Asimismo, esta Corte ha indicado que, de conformidad con el artículo 5.1 y 5.2
de la Convención, toda persona privada de libertad tiene derecho a vivir en condiciones
de detención compatibles con su dignidad personal. Como responsable de los
establecimientos de detención, el Estado se encuentra en una posición especial de garante
de los derechos de toda persona que se halle bajo su custodia. Esto implica el deber del
Estado de salvaguardar la salud y el bienestar de los reclusos, brindándoles, entre otras
cosas, la asistencia médica requerida, y de garantizar que la manera y el método de
privación de libertad no excedan el nivel de sufrimiento inherente a la detención.
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86. La Corte observa, en primer lugar, que este Tribunal ha tenido oportunidad de analizar
en el caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala las condiciones físicas de la cárcel “El Infiernito”
en el período comprendido en el que también permanecieron recluidos los señores
Rodríguez Revolorio y López Calo, donde observó lo siguiente:

“El Centro de Alta Seguridad de Escuintla [“el Infiernito”] presenta malas condiciones de 
higiene y carece de agua y ventilación, especialmente durante el verano. El sector en que 
se encuentra el señor Fermín Ramírez es de aproximadamente 20 metros por 6 y 8 
metros y cuenta con 40 planchas de cemento. En el sector hay cerca de 40 reclusos, 
algunos de ellos condenados a muerte y otros a penas de 30 a 50 años de prisión. No 
existen programas educativos ni deportivos adecuados. La asistencia médica y psicológica 
es deficiente”.

87. La Corte observó además que el señor Fermín Ramírez había sido sometido a “graves
condiciones carcelarias”, las cuales se inscribieron en un contexto general de graves
deficiencias carcelarias, señaladas por organismos internacionales. Por todo lo anterior, la
Corte consideró que el Estado violó el artículo 5.1 y 5.2 de la Convención, en relación con
el artículo 1.1 de la misma.

88. Sin perjuicio de lo anterior, la Corte considera además que del acervo probatorio del
presente caso también se puede concluir que la cárcel “El Infiernito” en donde estuvieron
recluidos los señores Rodríguez Revolorio, López Calo y Archila Pérez poseía efectivamente
unas deficientes condiciones físicas y sanitarias que en modo alguno cumplían con los
estándares internacionales. En esta línea, la Corte ha considerado que las malas
condiciones físicas y sanitarias de los lugares de detención, así como la falta de luz y
ventilación adecuadas, pueden ser en sí mismas violatorias del artículo 5 de la Convención
Americana, dependiendo de la intensidad de las mismas, su duración y las características
personales de quien las sufre, pues pueden causar sufrimientos de una intensidad que
exceda el límite inevitable de sufrimiento que acarrea la detención, y porque conllevan
sentimientos de humillación e inferioridad.

89. En cuanto a las condiciones carcelarias específicas al presente caso, la Corte nota, en
primer lugar, que las ventanas de la prisión estaban ubicadas en la parte superior de las
paredes lo que impedía la entrada de mucha luz y la circulación del aire. La Corte además
observa que el acceso al agua era muy restringido, limitado a 6 litros de agua para utilizar
cada día. Lo anterior además conducía a que las condiciones de higiene fueran muy
precarias, tal y como así lo afirmó la perito Castro-Conde.

90. Con respecto a la atención sanitaria, consta probado que la misma no sólo era
insuficiente, sino que en muchas ocasiones era inexistente. La Corte recuerda que la
integridad personal se halla directa e inmediatamente vinculada con la atención a la salud
humana. En efecto, la Corte ha señalado en varias ocasiones que el Estado tiene el deber
de proporcionar a los detenidos revisión médica regular y atención y tratamiento
adecuados cuando así se requiera y que la falta de atención médica adecuada a una
persona que se encuentra privada de la libertad y bajo custodia del Estado podría
considerarse violatoria del artículo 5.1 y 5.2 de la Convención dependiendo de las
circunstancias concretas de la persona en particular, tales como su estado de salud o el
tipo de dolencia que padece, el lapso transcurrido sin atención, sus efectos físicos y
mentales acumulativos y, en algunos casos, el sexo y la edad de la misma, entre otros.
En el presente caso, la Corte nota que existía una ausencia casi total de artículos médicos
y de personal médico capacitado para atender a los reclusos, lo cual además aumentaba
la incidencia de los problemas de salud físicos y mentales. A ello se une en particular la
ausencia de atención médica en salud mental, lo cual excluía cualquier posibilidad de alivio
a la angustia mental que sufrían los condenados a pena de muerte. También unido a lo
anterior, con respecto a la alimentación, la Corte observa que no existía una dieta
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adecuada a las condiciones médicas de los reclusos que padecían de diabetes, eran 
hipertensos o padecían de úlcera, lo cual además empeoraba los efectos de sus 
enfermedades.

91. En lo que respecta al régimen de visitas, la Corte recuerda que las visitas deben ser
garantizadas en los centros penitenciarios y que la reclusión bajo un régimen de visitas
restringido puede ser contraria a la integridad personal en determinadas circunstancias.
En el presente caso, la Corte nota que el régimen de visitas era muy restringido, toda vez
que éstas en su mayoría se realizaban sin contacto físico, y los internos se encontraban
esposados de una muñeca a un tubo mientras la familia se encontraba al otro lado, donde
solo podían tocarse los dedos a través de los barrotes. A lo anterior se unen lo alegado
por el señor Rodríguez Revolorio en la audiencia pública celebrada ante esta Corte, donde
declaró que estuvieron durante aproximadamente dos meses y medio sin visita, así como
la declaración de la señora Morataya de Archila, viuda del señor Archila Pérez, quién
manifestó que nunca le dejaron ver a su entonces marido durante el período que
permaneció recluido en la cárcel de “El Infiernito”.

92. A la vista de todo lo anterior, la Corte concluye que las condiciones carcelarias en las
que fueron recluidos los señores Rodríguez Revolorio, López Calo y Archila Pérez no
cumplieron los requisitos materiales mínimos de un tratamiento digno y constituyeron en
su conjunto un trato cruel, inhumano y degradante violatorio de lo dispuesto en el artículo
5.1 y 5.2 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, así
como del artículo 6 de la CIPST.

Corte IDH. Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 386.

203. Por otra parte, los representantes alegaron que el señor Valenzuela Ávila no recibió
tratamiento médico durante su permanencia en el centro penitenciario, luego de las
torturas sufridas cuando fue detenido y recapturado. Al respecto, la Corte ha establecido
que “[u]na de las obligaciones que ineludiblemente debe asumir el Estado en su posición
de garante, con el objetivo de proteger y garantizar el derecho a la vida y a la integridad
personal de las personas privadas de libertad, es la de [procurar] a éstas las condiciones
mínimas compatibles con su dignidad mientras permanecen en los centros de detención”.
Sobre este punto, la Corte ha desarrollado un conjunto de obligaciones para el
cumplimiento de este deber, entre ellas, se encuentra la obligación de brindar atención
médica, a través de un tratamiento adecuado que sea necesario. Asimismo, ha señalado
que la inexistencia de un “tratamiento o atención médica adecuada y oportuna”, constituye
una violación del artículo 5 de la Convención.

204. Para este Tribunal de los hechos aducidos y elementos de pruebas aportados se
desprende que el Estado no brindó atención médica adecuada en los momentos en que el
señor Valenzuela la solicitó debido al estado físico y mental en el que se encontraba,
después de haber sido torturado el 27 de mayo de 1998 y en junio de 2001, después de
su segunda recaptura. Por lo que la Corte considera que la falta de la atención médica
adecuada constituye una violación del artículo 5 de la Convención.

Corte IDH. Caso Chinchilla Sandoval y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de febrero de 2016. Serie C No. 
312.

168. El Tribunal ha señalado que de las obligaciones generales de respetar y garantizar
los derechos que establece el artículo 1.1 de la Convención Americana derivan deberes
especiales determinables en función de las particulares necesidades de protección del
sujeto de derecho, ya sea por su condición personal o por la situación específica en que
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se encuentre. En tal sentido, en relación con las personas que han sido privadas de su 
libertad, el Estado se encuentra en una posición especial de garante, toda vez que las 
autoridades penitenciarias ejercen un fuerte control o dominio sobre quienes se 
encuentran sujetos a su custodia. Lo anterior, como resultado de la interacción especial 
de sujeción entre la persona privada de libertad y el Estado, caracterizada por la particular 
intensidad con que el Estado puede regular sus derechos y obligaciones y por las 
circunstancias propias del encierro, en donde al privado de libertad se le impide satisfacer 
por cuenta propia una serie de necesidades básicas esenciales para el desarrollo de una 
vida digna, en los términos que sean posibles en esas circunstancias.

169. En consecuencia, de conformidad con el artículo 5.1 y 5.2 de la Convención, toda
persona privada de libertad tiene derecho a vivir en condiciones de detención compatibles
con su dignidad personal. Esto implica el deber del Estado de salvaguardar la salud y el
bienestar de las personas privadas de libertad y de garantizar que la manera y el método
de privación de libertad no excedan el nivel inevitable de sufrimiento inherente a la misma.

173. Este Tribunal ha señalado que la falta de atención médica adecuada a una persona
que se encuentra privada de la libertad y bajo custodia del Estado podría considerarse
violatoria del artículo 5.1 y 5.2 de la Convención, dependiendo de las circunstancias
concretas de la persona en particular, tales como su estado de salud o el tipo de dolencia
que padece, el lapso transcurrido sin atención, sus efectos físicos y mentales acumulativos
y, en algunos casos, el sexo y la edad de la misma, entre otros. Es claro que, en razón
del control que el Estado ejerce sobre la persona en situación de detención y el
consecuente control de los medios de prueba sobre su condición física, condiciones de
detención y eventual atención médica, el Estado tiene la carga probatoria de verificar que
ha respetado y garantizado adecuadamente los derechos de la persona privada de libertad
en caso que se presente un padecimiento de salud que requiera la prestación adecuada y
eficiente del servicio médico.

174. La Corte recuerda que numerosas decisiones de organismos internacionales invocan
las Reglas Mínimas de Naciones Unidas para el Tratamiento de Reclusos a fin de interpretar
el contenido del derecho de las personas privadas de la libertad a un trato digno y humano,
como normas básicas respecto de su alojamiento, higiene, tratamiento médico y ejercicio
físico, entre otros.

175. En cuanto a los servicios médicos que se les deben prestar, las referidas Reglas
Mínimas señalan, inter alia, que “[e]l médico deberá examinar a cada recluso tan pronto
sea posible después de su ingreso y ulteriormente tan a menudo como sea necesario, en
particular para determinar la existencia de una enfermedad física o mental, [y] tomar en
su caso las medidas necesarias”.

176. Asimismo, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha considerado que, cuando
personas se encuentran privadas de su libertad y las autoridades tienen conocimiento de
enfermedades que requieren de la supervisión y un tratamiento adecuado, aquellas deben
tener un registro completo del estado de salud y del tratamiento durante la detención.

177. Los servicios de salud deben mantener un nivel de calidad equivalente respecto de
quienes no están privados de libertad. La salud debe entenderse como una garantía
fundamental e indispensable para el ejercicio de los derechos a la vida e integridad
personal, lo cual implica obligaciones para los Estados de adoptar disposiciones de derecho
interno, incluyendo prácticas adecuadas, para velar por el acceso igualitario a la atención
de la salud respecto de personas privadas de libertad, así como por la disponibilidad,
accesibilidad, aceptabilidad y calidad de tales servicios.

178. En particular, en atención a lo señalado en las Reglas Mínimas de Naciones Unidas
para el Tratamiento de Reclusos, los Estados deben proveer atención médica calificada,
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inclusive psiquiátrica, a las personas privadas de libertad, tanto en situaciones de 
emergencia como para efectos de atención regular, ya sea en el propio lugar de detención
o centro penitenciario o, en caso de no contar con ello, en los hospitales o centros de
atención en salud donde corresponda otorgar ese servicio. El servicio de atención de la
salud debe mantener historiales médicos adecuados, actualizados y confidenciales de
todas las personas privadas de libertad, lo cual debe ser accesible para esas personas
cuando lo soliciten. Esos servicios médicos deben estar organizados y coordinados con la
administración general del servicio de atención en salud general, lo cual implica establecer
procedimientos adecuados y expeditos para el diagnóstico y tratamiento de los enfermos,
así como para su traslado cuando su estado de salud requiera cuidados especiales en
establecimientos penitenciarios especializados o en hospitales civiles. Para hacer efectivos
estos deberes, son necesarios protocolos de atención en salud y mecanismos ágiles y
efectivos de traslado de prisioneros, particularmente en situaciones de emergencia o
enfermedades graves.

179. Asimismo, los Estados deben, inter alia, crear mecanismos adecuados para
inspeccionar las instituciones, presentar, investigar y resolver quejas y establecer
procedimientos disciplinarios o judiciales apropiados para casos de conducta profesional
indebida o de violación de los derechos de las personas privadas de libertad.

183. En el presente caso, luego del ingreso de la señora Chinchilla Sandoval al COF en
mayo de 1995, consta que a partir del año 1997 se le realizaron distintos exámenes
médicos y distintos diagnósticos parciales y por remisión, de los cuales se detectaron un
conjunto de enfermedades, síntomas o padecimientos. Ello permite establecer que ella
había ingresado al COF en mal estado de salud, sin que conste que se tuviere certeza
sobre las enfermedades que padecía. No consta algún expediente clínico sobre ese
diagnóstico o del tratamiento recibido cuando fue privada de libertad. Además, con
posterioridad y como consecuencia del deterioro de salud, sufrió la amputación de una de
sus piernas y una disminución en su vista, lo cual le generó una forma de discapacidad
física y sensorial.

184. Según los estándares señalados en el apartado anterior y según se desarrolla más
adelante, las personas privadas de libertad que padezcan enfermedades graves, crónicas
o terminales no deben permanecer en establecimientos carcelarios, salvo cuando los
Estados puedan asegurar que tienen unidades adecuadas de atención médica para
brindarles una atención y tratamiento especializado adecuados, que incluya espacios,
equipo y personal calificado (de medicina y enfermería). Asimismo, en tal supuesto, el
Estado debe suministrar alimentos adecuados y las dietas establecidas para cada caso
respecto de personas que padecen ese tipo de enfermedades. Los procesos de
alimentación deben ser controlados por el personal del sistema penitenciario, de
conformidad con la dieta prescrita por el personal médico, y bajo los requerimientos
mínimos establecidos para el respectivo suministro. En cualquier caso, y más aún si la
persona está evidentemente enferma, los Estados tienen la obligación de asegurar que se
mantenga un registro o expediente sobre el estado de salud y tratamiento de toda persona
que ingresa en un centro de privación de libertad, ya sea en el propio lugar o en los
hospitales o centros de atención donde vaya a recibir el tratamiento.

188. La Corte considera que la necesidad de protección de la salud, como parte de la
obligación del Estado de garantizar los derechos a la integridad personal y a la vida, se
incrementa respecto de una persona que padece enfermedades graves o crónicas cuando
su salud se puede deteriorar de manera progresiva. Bajo el principio de no discriminación
(artículo 1.1 de la Convención), esta obligación adquiere particular relevancia respecto de
las personas privadas de libertad. Esta obligación puede verse condicionada, acentuada o
especificada según el tipo de enfermedad, particularmente si ésta tiene carácter terminal
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o, aún si no lo tiene per se, si puede complicarse o agravarse ya sea por las circunstancias 
propias de la persona, por las condiciones de detención o por las capacidades reales de 
atención en salud del establecimiento carcelario o de las autoridades encargadas. Esta 
obligación recae en las autoridades penitenciarias y, eventual e indirectamente, en las 
autoridades judiciales que, de oficio o a solicitud del interesado, deban ejercer un control 
judicial de las garantías para las personas privadas de libertad.

189. Las autoridades deben asegurarse de que, cuando lo requiera la naturaleza de una
condición médica, la supervisión sea periódica y sistemática dirigida a la curación de
enfermedades del detenido o a prevenir su agravamiento, en lugar de tratarlos de forma
meramente sintomática. El Tribunal Europeo ha tomado en cuenta el principio de
equivalencia de la atención médica, señalado por el Comité Europeo para la Prevención de
la Tortura y Tratos Crueles o Degradantes, con base en el cual el servicio de salud en los
recintos de privación de libertad debe poder proveer tratamiento médico y de enfermería
así como dietas apropiadas, fisioterapia, rehabilitación y otras facilidades necesarias
especializadas en condiciones comparables con aquellas disfrutadas por pacientes en la
comunidad exterior. La falta y/o deficiencia en la provisión de dicha atención médica, o
un tratamiento médico negligente o deficiente, no es acorde con la obligación de proteger
el derecho a la vida de las personas privadas de libertad.

190. En este caso, consta que la enfermedad diabética y otros padecimientos de la señora
Chinchilla fueron conocidos por las autoridades penitenciarias y por los médicos que la
atendieron en forma gratuita, tanto en la clínica médica del COF como en hospitales
públicos. Tal situación fue informada por los médicos que la valoraron y fue conocida por
el juzgado de ejecución de la pena.

191. En cuanto al tratamiento requerido por la señora Chinchilla, particularmente a partir
de que sus padecimientos se agravaron o complicaron, los médicos se pronunciaron al
respecto entre enero de 2003 y abril de 2004 en el marco de los incidentes de libertad
anticipada. Indicaron que el tratamiento debido involucraba lo siguiente: i) controles
periódicos de azúcar, evolución oftalmológica, evolución por nefrología, control de
irrigación de miembro inferior y chequeo cardiovascular; ii) verificación del horario en que
tomaba medicamentos, ayuda para movilizarla, acceso en el COF a aparatos para
exámenes de gabinete en caso de complicación; iii) insulina inyectada
intramuscularmente; iv) equipo especial para cetoacidosis en caso de coma diabético; y
v) revisión por parte de especialista endocrinólogo. Por su parte, una de las enfermeras
del COF señaló que la señora Chinchilla necesitaba de una persona “muy especial que la
acompañara las 24 horas y la atendiera personalmente, lo cual no podían realizar por
atender a la demás población privada de la libertad”. Otro informe médico de 2006,
aportado por los peticionarios ante la Comisión y no controvertido por el Estado, también
se refirió al tratamiento que ella debía recibir.

192. En primer lugar, existen versiones contradictorias sobre la provisión de
medicamentos necesarios y alimentación adecuada a la señora Chinchilla Sandoval. Por
un lado, los representantes alegaron que la familia de la señora le pagaba la insulina y le
proporcionaba alimento adecuado para su condición de salud, con base principalmente en
la declaración de la hija de la señora Chinchilla, quien se refirió a los gastos que implicaba
comprar la insulina de su madre y la necesidad de comprarle un pequeño refrigerador
para su celda, alegando que la insulina se perdía en el centro médico del COF. Por su
parte, el Estado afirmó que el centro médico del COF le proporcionaba todo el
medicamento a la señora Chinchilla, así como alimento adecuado para sus necesidades
especiales, pero que ella no apreciaba su salud, lo que desencadenó una serie de
enfermedades con anterioridad a su ingreso al COF. A la vez, el Estado reconoció que “en
ciertas ocasiones puede no contar con algún tipo de medicina que alguna persona pueda
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necesitar, lo que pudo haber llevado a que la señora Chinchilla en ciertas ocasiones se 
comprara su medicina”, respecto de lo cual pudo haber presentado una acción de amparo.

193. Al respecto, el Estado no desvirtuó lo declarado por la hija de la señora Chinchilla,
en cuanto a que ella le compraba la insulina en diferentes oportunidades, lo que es
consistente con el hecho de que ella le comprara un pequeño refrigerador para mantener
el medicamento dentro de su celda, cuyo ingreso al centro fue permitido por la autoridad
penitenciaria pero no fue proporcionado por ésta. Además de lo dicho por la hija de la
presunta víctima, varias declaraciones del propio personal sanitario del COF indican que
el sistema penitenciario no le proporcionaba la insulina que requería o que ella se la
proporcionaba por sus propios medios a través de sus familiares. En ese sentido, el Estado
no aportó elementos probatorios consistentes para concluir que el medicamento requerido
por la presunta víctima le fue adecuada y regularmente proporcionado por las autoridades
estatales.

194. En cuanto a la alimentación debida, el Estado no aportó pruebas que demuestren
que efectivamente se dieron alimentos adecuados en el COF en relación con el especial
requerimiento de dieta de la señora Chinchilla. La única prueba específicamente señalada
por el Estado para alegar que ella se auto-diagnosticó dieta libre, en contra de lo indicado
por los médicos (“ingiriendo azúcares y otros productos nocivos para su salud”), fue un
oficio de la médica del COF del año 1998. Además de esa específica circunstancia, el
Estado no comprobó que el personal sanitario o de seguridad del COF le proporcionara la
alimentación adecuada durante todo su período de prisión. La señora Chinchilla reiteró
ante el juzgado de ejecución lo declarado en agosto de 2003: “tengo yo que preparar mis
alimentos, porque yo no puedo consumir los que el centro me proporciona, no puedo
consumir azúcar, grasa ni condimentos, a veces tengo y a veces no para
proporcionármelos, a veces cuento con mi familia y a veces no”.

195. En segundo lugar, corresponde determinar si el tratamiento dado a la señora
Chinchilla fue adecuado cuando su salud se deterioró sensiblemente, luego de la aparición
de la situación de discapacidad y en sus dos últimos años de vida. Al respecto, dado que
el juez de ejecución de la pena decidió no admitir las solicitudes de libertad anticipada de
la señora Chinchilla, ni adoptó otras medidas correctivas o sustitutivas respecto de su
privación de libertad, es relevante determinar si el COF tenía los recursos, instalaciones,
personal calificado, equipo y suministros suficientes, para brindarle un tratamiento
adecuado o, en su defecto, si tal tratamiento podía serle brindado en hospitales públicos
de manera ágil y eficiente.

196. En este sentido, el Estado manifestó que muchos de los tratamientos le fueron
brindados en hospitales públicos y que el COF era principalmente un centro de
cumplimiento de condena y de rehabilitación del reo, por lo cual es lógico que un hospital
estuviera mejor adaptado para atender emergencias médicas, a pesar de lo cual en este
caso el COF sí contaba con un área hospitalaria. La Corte hace notar que ante un franco
deterioro progresivo de salud, y según una serie de informes de los médicos de turno del
propio COF, de médicos forenses y del “equipo multidisciplinario” del COF (integrado por
funcionarios del departamento jurídico, departamento laboral, departamento de
psicología, trabajadora social, la sub-directora y la directora de ese centro), era evidente
que dicho centro penitenciario no contaba con las capacidades suficientes (recursos
necesarios, personal especializado, equipo e infraestructura) para atender adecuadamente
tal deterioro o, en todo caso, tales capacidades no habían sido comprobadas, en particular
en relación con la provisión del medicamento o tratamiento requeridos. Sin embargo,
ciertamente ella podía ser evaluada y atendida en consulta externa en hospitales públicos.
Además, era evidente que en algún momento podía sufrir alguna descompensación que
requeriría de tratamiento hospitalario y que su vida podía ponerse en riesgo si el
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tratamiento médico no era adecuado y consistente, o si se le dejaban de administrar sus 
medicamentos de forma periódica y apropiada. Puesto que el COF no contaba con equipo 
necesario para brindar tratamiento de emergencia ante una cetoacidosis o coma diabético, 
complicaciones que sí podían ser fatales dependiendo del tiempo que tardara en ser 
trasladada a un centro de atención especializado, la presunta víctima tenía un riesgo 
latente de morir por su enfermedad estando recluida. Además, en los últimos informes se 
indicó que, además de su discapacidad, su salud mental y física estaba en franco deterioro, 
que tenía mal estado generalizado, desnutrición crónica del adulto y depresión severa con 
riesgo suicida, sin que conste que tales síntomas o padecimientos fueran tratados en algún
momento.

197. Ciertamente la presunta víctima fue autorizada por el juez de ejecución de la pena,
en la gran mayoría de ocasiones en que lo solicitó, para ser atendida en hospitales. En
este sentido, no ha sido demostrado que el Estado incurriera en responsabilidad en
relación con la existencia de este procedimiento como tal o específicamente con la
atención hospitalaria efectivamente recibida. Sin embargo, es claro que los
procedimientos establecidos para la consulta externa en hospitales no tenían la agilidad
necesaria para permitir, de manera efectiva, un tratamiento médico oportuno,
particularmente en caso de emergencia. Tampoco consta que existieran mecanismos de
supervisión y monitoreo externo de los servicios de salud ofrecidos en el COF. Es decir,
no consta que las autoridades se hayan asegurado de que, dada la naturaleza de su
condición de salud, la supervisión médica fuera periódica y sistemática dirigida al
tratamiento de sus enfermedades y de su discapacidad y a prevenir su agravamiento, en
lugar de tratarlos de forma sintomática, lo cual debía incluir la provisión de dietas
apropiadas, rehabilitación y otras facilidades necesarias especializadas en condiciones
comparables con aquellas que deben recibir pacientes no privados de libertad.

198. El Estado alegó que la presunta víctima fue negligente con su tratamiento y dieta y
arriesgó su vida por su supuesta “actitud de rebeldía, negligencia y desobediencia”; por
rehusarse a ser tratada por el personal médico del COF; por confiar su tratamiento a
compañeras; y por haberse dado intencionalmente dieta libre e ingerir alimentos nocivos
para su salud que le fueron prohibidos. Al respecto, la Corte hace notar que constan
algunas referencias de las enfermeras o médicos en un período de siete años de reclusión
que dan cuenta de la dificultad que tenían para brindarle tratamiento o de conductas
inapropiadas de ella hacia el personal sanitario. Sin embargo, además de que las
situaciones alegadas por el Estado solo fueron constatadas en algunas oportunidades, no
fue demostrado que ello impidiera o de algún modo condicionara el cumplimiento de su
obligación de asegurar el tratamiento adecuado durante su privación de libertad. En
particular, el Estado no demostró algún nexo de causalidad entre tales situaciones
propiciadas por la presunta víctima y el agravamiento de su enfermedad o eventualmente
su muerte.

199. En conclusión, no fue comprobado que el Estado mantuviera un registro o expediente
sobre el estado de salud y tratamientos otorgados a la presunta víctima desde su ingreso
al COF, ya fuera en el propio lugar o en los hospitales o centros de atención donde fue
atendida. Tampoco fue comprobado que la alimentación y medicamentos debidos le fueran
adecuada y regularmente proporcionados por el Estado. Ante el deterioro progresivo de
su salud, los propios médicos que la examinaron señalaron que existía una situación de
riesgo latente para su vida e integridad personal, dado que ella padecía una enfermedad
grave, crónica y eventualmente fatal. Sin embargo, no consta que las autoridades se
hayan asegurado de que, dada la naturaleza de su condición de salud, la supervisión
médica fuera periódica, adecuada y sistemática dirigida al tratamiento de sus
enfermedades y de su discapacidad y a prevenir su agravamiento, en particular mediante
la provisión de dietas apropiadas, rehabilitación y otras facilidades necesarias. Si el Estado
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no podía garantizar tales atenciones y tratamientos en el centro penitenciario en que se 
encontraba, estaba obligado a establecer un mecanismo o protocolo de atención ágil y 
efectivo para asegurar que la supervisión médica fuera oportuna y sistemática, 
particularmente ante alguna situación de emergencia. En este caso, los procedimientos 
establecidos para la consulta externa en hospitales no tenían la agilidad necesaria para 
permitir, de manera efectiva, un tratamiento médico oportuno.

200. Por las razones anteriores, la Corte considera que el Estado no cumplió con sus
obligaciones internacionales de garantizar los derechos a la integridad personal y a la vida
de la señora Chinchilla durante el tiempo que permaneció en detención en el COF.

201. Según ha sido señalado, como consecuencia de la evolución de su enfermedad
diabética, desde el año 2002 la señora Chinchilla adquirió progresivamente una
discapacidad motriz y visual, a partir de una serie de complicaciones en su salud que
redujeron sensiblemente su calidad de vida en relación con una serie de barreras sociales
existentes en el centro penitenciario y la hicieron cada vez más dependiente de otras
personas y de cuidados médicos más específicos. Así, luego del diagnóstico reiterado de
“diabetes descompensada”, la detección de úlceras en los pies y de una herida en un pie
que requería limpieza constante, se dio un progresivo deterioro de su salud, adquiriendo
una discapacidad física y sensorial sobrevenida en virtud de la disminución de su vista y
la amputación de una de sus piernas, por lo cual debió movilizarse desde entonces en silla
de ruedas.

202. No ha sido controvertido que, tal como indicó el Estado, desde entonces ella se
movilizaba en silla de ruedas y fue trasladada a una celda en el hogar de maternidad del
COF, la cual contaba con suficiente luz natural y artificial y ventilación adecuada, así como
un servicio sanitario y lava manos que fueron adaptados en atención a sus necesidades.
La controversia se mantiene en cuanto a la alegada falta de ajustes razonables dentro de
su celda y para su desplazamiento dentro del centro de reclusión o para su traslado hacia
los hospitales para atender citas médicas, entre otras dificultades. Por ello, corresponde
determinar si el Estado es responsable por no haber respondido adecuada y efectivamente
a las necesidades de la presunta víctima, para lo cual debe observarse cómo se ven
particularizadas las obligaciones de los Estados frente a las personas con discapacidades
cuando éstas se encuentran privadas de libertad.

215. En atención a los criterios anteriores, la Corte considera que el Estado tenía la
obligación de garantizar accesibilidad a las personas con discapacidad que se vean
privadas de su libertad, en este caso a la presunta víctima, de conformidad con el principio
de no discriminación y con los elementos interrelacionados de la protección a la salud, a
saber, disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y calidad, incluida la realización de
ajustes razonables necesarios en el centro penitenciario, para permitir que pudiera vivir
con la mayor independencia posible y en igualdad de condiciones con otras personas en
situación de privación de libertad.

216. Asimismo, el Estado debió facilitar que pudiera acceder, conforme al principio de
equivalencia, a medios a los cuales razonablemente hubiera podido acceder para lograr
su rehabilitación si no hubiera estado bajo custodia estatal, así como para prevenir la
adquisición de nuevas discapacidades. En este sentido, el perito Carlos Ríos Espinosa,
miembro del Comité de Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con
Discapacidad, se refirió a la importancia de que el Estado hubiese tomado determinadas
medidas, tales como otorgarle una prótesis o asegurar que ella contara con apoyo de
profesionales que le permitieran comprender y aceptar su nueva condición. Además,
señaló que los Estados tienen la carga de acreditar que adoptaron las medidas necesarias
para eliminar las barreras que enfrentan y garantizar igualdad de condiciones en el goce
de sus derechos.
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217. En este caso, la señora Chinchilla se movilizaba en una silla de ruedas y, según el
referido informe socioeconómico, tenía problemas “por los espacios tan reducidos del
lugar” de detención (COF), es decir, por las barreras o limitaciones físicas o arquitectónicas
del lugar. En esta situación, era razonable que el Estado adaptara, mínimamente, las
instalaciones del centro penitenciario a su situación de discapacidad. En cuanto a las
medidas para facilitar su higiene personal, la Corte valora que el Estado adecuara un
sanitario y lavamanos dentro de la celda individual en que fue ubicada dentro del área de
maternidad. Sin embargo, en este sentido la señora Marta Maria Gatenbein Chinchilla, hija
de la señora Chinchilla Sandoval, manifestó que la silla de ruedas no entraba en la ducha,
por lo que ella y su esposo debieron colocar tubos dentro de la ducha para evitar que se
cayera y que debían pagar trescientos quetzales mensualmente como “colaboración” para
que ella pudiera permanecer en el área de maternal, más cien quetzales por el uso de
televisión, refrigeradora y luz eléctrica. El Estado no desvirtuó lo anterior, por lo que la
mayoría de los ajustes realizados no son atribuibles al Estado ni resultaron suficientes
para paliar sus condiciones de detención como persona en situación de discapacidad. En
este sentido, no existía una infraestructura adecuada, pues el área de maternidad era
reducido (aunque sí permitía la movilización en silla de ruedas) y ella dependía de otras
internas y de personal penitenciario para poder trasladarse a las áreas comunes. Su caída
se dio en las gradas que comunicaban a los hogares C y D del COF al tratar de bajar del
lugar donde se encontraba y no tener quién la desplazara (la celda se encontraba en lo
alto de varias gradas, por lo que dependía de otras reclusas para moverse dentro del
centro de maternidad).

218. Por otro lado, respecto de las facilidades prácticas y procedimientos que debían
seguirse para permitir las salidas de la señora Chinchilla del COF y su asistencia a las citas
médicas en hospitales, se daban múltiples dificultades de accesibilidad física al transporte
y de disponibilidad de medios de transporte y tiempo de los policías que la custodiaban.
Así, era necesario que guardias la cargaran y la subieran con dificultades a una camioneta
“pick up” sin facilidades para transporte de una persona en silla de ruedas325. Ella alegó
además que no alcanzaba los teléfonos para comunicarse con su familia. Estas situaciones
permiten considerar que la señora Chinchilla estaba limitada en su entorno y no existía
personal asignado para desplazarla. En esta situación, era razonable que el Estado
adoptara las medidas necesarias para garantizar la accesibilidad a los servicios, por
ejemplo mantener personal disponible para atender y movilizar a la señora Chinchilla. No
obstante, a pesar de las medidas adoptadas, es posible concluir que no fueron adoptadas
otras medidas para paliar la situación ante su discapacidad sobrevenida, en particular un
acceso razonable a medios para posibilitar su rehabilitación cuando su salud se había
deteriorado.

219. Por las razones anteriores es posible concluir que, como resultado de la falta de
accesibilidad y ajustes razonables suficientes, se colocó a la presunta víctima en situación
de discriminación y en condiciones de detención incompatibles con el derecho de toda
persona con discapacidad a que se respete su derecho a la integridad física y mental en
igualdad de condiciones con las demás personas, en los términos de los artículos 5.1 y 1.1
de la Convención, en perjuicio de la señora Chinchilla Sandoval.

224. La Corte considera que el Estado es responsable por incumplir su obligación de
garantizar el derecho a la integridad personal y a la vida de la presunta víctima, al no
haber mantenido un registro o expediente sobre el estado de salud y tratamientos
otorgados desde su ingreso al COF. Tampoco fue comprobado que la alimentación y
medicamentos debidos le fueran adecuada y regularmente proporcionados por el Estado.
Luego, ante el deterioro progresivo de su salud y la situación de riesgo latente para su
vida e integridad personal señalada por los médicos, dada la enfermedad grave, crónica y
eventualmente fatal y la situación de discapacidad que padecía, no consta que las
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autoridades hayan asegurado una supervisión médica periódica, adecuada y sistemática 
dirigida al tratamiento de sus enfermedades y de su discapacidad y a prevenir su 
agravamiento. Si el Estado no podía garantizar tales atenciones y tratamientos en el 
centro penitenciario en que se encontraba, debió establecer un mecanismo o protocolo de 
atención ágil y efectivo para asegurar dicha supervisión médica, particularmente ante 
alguna situación de emergencia, lo cual no fue comprobado en este caso, particularmente 
en relación con los procedimientos establecidos para la consulta externa en hospitales. 
Por otro lado, la señora Chinchilla enfrentó diversas dificultades de accesibilidad a su 
atención en salud en relación con su situación de discapacidad; estaba limitada en su 
entorno y no existía personal asignado para atenderla y movilizarla al interior del COF. En 
definitiva, el Estado no adoptó medidas suficientes para garantizar la accesibilidad ni 
realizó ajustes razonables para garantizar el ejercicio de su derecho, en particular un 
acceso razonable a medios para posibilitar su rehabilitación cuando su salud se deterioró. 
Como resultado de lo anterior, se le colocó en condiciones de detención precarias 
incompatibles con el derecho de toda persona con discapacidad a que se respete su 
derecho a la integridad física y mental en igualdad de condiciones con las demás personas, 
sin discriminación alguna. Además, el día de su muerte el Estado no garantizó
diligentemente una debida atención médica ante una situación de emergencia como la 
acontecida, dada la situación de riesgo advertida por su condición de salud.

Corte IDH. Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 133.

95. La Corte ha especificado que toda persona privada de la libertad tiene derecho a vivir
en condiciones de detención compatibles con su dignidad personal y que el Estado debe
garantizar el derecho a la vida y a la integridad personal de los detenidos. Como
responsable de los establecimientos de detención, el Estado debe garantizar a los reclusos
la existencia de condiciones que dejen a salvo sus derechos. Mantener a una persona
detenida en condiciones de hacinamiento, con falta de ventilación y luz natural, sin cama
para su reposo ni condiciones adecuadas de higiene, en aislamiento e incomunicación o
con restricciones indebidas al régimen de visitas constituye una violación a su integridad
personal. (En similar sentido: Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia
de 25 de noviembre de 2000. Serie C No. 70, párr. 171, y Caso Fermín Ramírez Vs.
Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de junio de 2005. Serie C No.
126, párr. 118.).

96. El Comité de Derechos Humanos ha afirmado que mantener detenida a una persona
en una celda reducida, veintitrés horas al día, aislada de los demás presos, en oscuridad,
sin tener en qué ocuparse y sin que se le permita trabajar ni estudiar, constituye una
violación a su derecho a ser tratado humanamente y con el debido respeto a la dignidad
inherente al ser humano. En el caso Mukong el Comité insistió sobre la universalidad del
derecho a un trato digno y humano y rechazó la escasez de recursos como excusa para la
inobservancia de este derecho.

Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 de 
noviembre de 2000. Serie C No. 70.

150. Como ya lo ha establecido este Tribunal, una “persona ilegalmente detenida se
encuentra en una situación agravada de vulnerabilidad, de la cual surge un riesgo cierto
de que se le vulneren otros derechos, como el derecho a la integridad física y a ser tratada
con dignidad”. A lo anterior habría que agregar que “el aislamiento prolongado y la
incomunicación coactiva a los que se ve sometida la víctima representan, por sí mismos,
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formas de tratamiento cruel e inhumano, lesivas de la integridad psíquica y moral de la 
persona y del derecho de todo detenido al respeto debido a la dignidad inherente al ser 
humano”. Esta incomunicación produce en el detenido sufrimientos morales y 
perturbaciones psíquicas, lo coloca en una situación de particular vulnerabilidad y 
acrecienta el riesgo de agresión y arbitrariedad en los centros de detención. Por todo ello, 
la Corte ha afirmado que, “en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos [...] la
incomunicación debe ser excepcional y [...] su uso durante la detención puede constituir 
un acto contrario a la dignidad humana”. (En similar sentido: Caso de los “Niños de la 
Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de noviembre
de 1999. Serie C No. 63, párr. 166.).

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. 
Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63.

164. Es pertinente poner de presente, al efecto, que la Corte ha dicho anteriormente que
el mero hecho de ser introducido en la maletera de un vehículo.

constituye una infracción al artículo 5 de la Convención que tutela la integridad personal, ya que, 
aún cuando no hubiesen existido otros maltratos físicos o de otra índole, esa acción por sí sola debe 
considerarse claramente contraria al respeto debido a la dignidad inherente al ser humano.

y que en los eventos en los cuales la privación de la libertad es legítima.

[u]na de las razones por las cuales la incomunicación es concebida como un instrumento
excepcional es por los graves efectos que tiene sobre el detenido. En efecto, el
aislamiento del mundo exterior produce en cualquier persona sufrimientos morales y
perturbaciones psíquicas, la coloca en una situación de particular vulnerabilidad y
acrecienta el riesgo de agresión y arbitrariedad en las cárceles.

Otras formas de afectación a la integridad personal

Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C 
No. 250.

162. Por otro lado, en los hechos del presente caso se estableció que las masacres
sucedidas durante el conflicto armado interno en Guatemala, aunado al desplazamiento
de los miembros de la comunidad de Río Negro y su reasentamiento en la colonia Pacux
en condiciones precarias, generó la destrucción de su estructura social, la desintegración
familiar y la pérdida de sus prácticas culturales y tradicionales, además del idioma maya
achí. Todo ello ha impactado la vida colectiva de los miembros de la comunidad de Río
Negro que hoy día todavía habitan en Pacux. En este sentido, Bruna Pérez Osorio declaró
que “ahora en la comunidad, sólo dos personas practican la medicina natural porque ya
eran grandes cuando ocurrieron las masacres, los pequeños ya no aprendieron estas
costumbres”. Asimismo, Antonia Osorio Sánchez declaró mediante affidávit que:

“[a]hora ya casi no hay nada de nuestras ceremonias, candelas. Antes, la costumbre en 
Rio Negro era bien bonita porque la comunidad se reunía el día de Santa Cruz, dábamos 
animales, participaban los abuelos, que son muy importantes, y los padres, creíamos 
mucho en nuestras tradiciones […]. Ya no hacemos los cuatro bailes como antes […]. Ya 
no participan los abuelos […] ya sólo patojos […]

163. Por su parte, Carlos Chen Osorio expresó durante la audiencia pública celebrada ante
este Tribunal que “[t]odas las costumbres de antes […], todo se perdió […]”. Igualmente,
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la Corte observa que, según el perito Itzep Manuel, los miembros de la comunidad de Río 
Negro que viven en Pacux han sufrido “mayor daño psicológico y cultural, al no poder 
desarrollar la cultura Maya Achí en forma libre y creativa”. 

164. Finalmente, la Corte ha precisado que las malas condiciones de vida que padecen los
miembros de una comunidad y el estado general de abandono en la que se encuentran
generan sufrimientos que necesariamente afectan la integridad psíquica y moral de los
miembros de dicha comunidad. Éste es el caso de las víctimas sobrevivientes de las
masacres que actualmente residen en la colonia Pacux.

Corte IDH. Caso Villaseñor Velarde y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 5 de febrero de 2019. Serie C No. 374.

106. Este Tribunal nota que el Estado brindó medidas de protección y no advierte que las
alusiones de la señora Villaseñor sobre insuficiencia de equipamiento del personal de
seguridad sean suficientes para considerar que, por tal motivo, el Estado vulneró derechos
humanos en perjuicio de ella. Por otra parte, hay documentación que señala que el periodo
en el que la señora Villaseñor estuvo sin protección tuvo su origen en un que ella desistió
de recibir medidas de seguridad. Esto, por sí mismo, no exime al Estado de garantizar los
derechos de la Jueza y, además, en ese momento se encontraban vigentes medidas
cautelares dictadas por la Comisión. Sin perjuicio de ello, la Corte debe examinar la
incidencia concreta que tuvo la conducta estatal en los derechos de la Jueza o su situación
de riesgo. Al respecto, observa que no se indicó que entre enero y diciembre de 1995, es
decir, la mayor parte del tiempo que estuvo sin protección, sufriera hechos intimidatorios.
Luego de que el último mes indicado se presentaran algunos, en enero de 1996 se
brindaron medidas de seguridad.

108. En conclusión, de acuerdo a la información con la que cuenta este Tribunal, el Estado,
durante el tiempo pertinente, cumplió su deber de protección de modo efectivo. La
conclusión expresada no puede alterarse por eventuales falencias puntuales durante el
tiempo que el Estado prestó el servicio de seguridad. La Corte concluye que, en relación
con las medidas de seguridad adoptadas en el caso, no es posible endilgar al Estado
responsabilidad por la inobservancia de su obligación de garantizar el derecho a la
integridad personal de la señora Villaseñor.

128. Por ello, sin perjuicio de las acciones para proveer seguridad, el Estado debía indagar
el origen de los actos de intimidación. Guatemala no cumplió este deber pues no investigó
hechos anteriores a septiembre de 1994 de evidentes implicancias en la situación de riesgo
de la señora Villaseñor. Aunado a ello, tampoco dio respuesta a presentaciones que la
señora Villaseñor efectuó en 1997, ni desarrolló acciones efectivas en otros casos, en que,
en 2001 y 2005, las propias autoridades estatales consideraron pertinente desarrollar
investigaciones.

131. Es razonable asumir que el incumplimiento del Estado del deber de investigar hechos
que podían configurar una situación de riesgo, relacionada con su función como jueza,
generó en la señora Villaseñor, por varios años, una situación de incertidumbre y angustia
que afectó su integridad personal. En ese sentido la señora Villaseñor declaró que la
situación que vivió era “doloros[a y] cruel”, y que debió tener “fortaleza para asistir” a su
trabajo. Dijo también que a partir de los hechos tuvo “problemas emocionales”, aludiendo
“dolor”, “rabia”, “impotencia” y una sensación de “soledad espantosa”, así como también
“problemas de salud”. Aunado a ello, se ha presentado documentación que indica que ella
padeció ansiedad, con “rasgos depresivos”, y que tuvo un exceso de tensión laboral y
emocional. Por ello, la Corte concluye que el Estado, al incumplir su deber de garantía por
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no efectuar debidamente investigaciones, inobservó el derecho a la integridad personal 
de la señora Villaseñor. Ella se vio afectada a partir de la conducta estatal indebida, 
sufriendo un daño a su integridad personal relacionado con su actividad judicial.

132. Entonces, con base en lo expuesto respecto de la investigación de los hechos, la
Corte concluye que el Estado incumplió su deber de garantizar el derecho a la integridad
personal de la señora Villaseñor, que se vio afectado en relación con su independencia
judicial. Asimismo, por la falta de actuaciones efectivas para investigar los hechos,
menoscabó sus derechos a las garantías judiciales y protección judicial. Por lo dicho, la
Corte declara que Guatemala violó, en perjuicio de la señora María Eugenia Villaseñor
Velarde, los artículos 5.1, 8.1 y 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos, en relación con el artículo 1.1 del mismo tratado.

Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 
359.

162. En relación con el presente caso, la Corte advierte que los pacientes que viven con
el VIH pueden experimentar graves sufrimientos, los cuales se producen como resultado
de las secuelas físicas y psíquicas que conllevan las enfermedades oportunistas, y de
factores sociales que resultan de su condición. Tal y como fue mencionado anteriormente,
un adecuado tratamiento médico y apoyo social puede mitigar estos sufrimientos, tanto
en su aspecto físico como psicológico. Al respecto, la Perito Olga Alicia Paz Bailey explicó
que las enfermedades provocadas por el VIH/SIDA provocan dolor físico e impiden realizar
actividades diarias, lo que hace a la persona ser estigmatizada y objeto de prejuicios
sociales. De esta forma:

Los padecimientos físicos experimentados por el individuo: adormecimiento en brazos y 
piernas, calambres, los miembros afectados no responde cuando los desea mover, 
nauseas, dolor de cabeza, fiebre, diarrea, cansancio, falta de fuerza física y el conjunto 
de enfermedades oportunistas que aprovechan el cuadro clínico se constituyen en signos 
de un cuerpo enfermo, que el paciente hará esfuerzos por ocultar, pues el estigma que 
pesa sobre el VIH Sida le condena a marginación, exclusión y discriminación; a esta 
altura, el sufrimiento somático se torna también psicológico: angustia, depresión, culpa, 
culposidad, vergüenza.

163. En relación con lo anterior, la Corte tiene por acreditado que 46 presuntas víctimas
sufrieron secuelas físicas y psíquicas como resultado de su condición como personas que
viven con VIH. De esta forma, por las mismas razones que fueron mencionadas en el
acápite anterior, el Tribunal advierte la existencia de un nexo causal entre la falta de un
adecuado tratamiento médico de las presuntas víctimas, y las secuelas físicas y psíquicas
que sufrieron como personas que viven con el VIH. En efecto, el Estado, al no asegurar
una terapia antirretroviral, realizar las pruebas diagnóstico correspondientes, y proveer
apoyo social, lo cual habrían permitido a las presuntas víctimas mitigar o eliminar los
factores endógenos y exógenos que fueron causa de sufrimientos físicos y psíquicos
derivados de su condición como personas que viven con el VIH, es responsable por la
vulneración a su derecho a la integridad personal. En consecuencia, el Estado es
responsable por la violación al deber de garantía del derecho a la integridad personal
contenido en el artículo 5.1 de la Convención Americana en perjuicio de 46 presuntas
víctimas del caso. Respecto al resto de las presuntas víctimas, la Corte carece de
elementos para determinar si sufrieron secuelas físicas o psíquicas como personas que
viven con el VIH.
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Corte IDH. Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356.

109. En el caso, el Estado no ha negado que sus agentes provocaron muertes y lesiones
en los hechos ocurridos el 5 de octubre de 1995, sino que ha señalado que no es
responsable porque cumplió el deber de garantizar los derechos respectivos, al investigar
diligentemente los hechos y sancionar a 14 personas. En primer término, este Tribunal
destaca que ya evaluó que la investigación efectuada por el Estado, pese a sus avances y
determinaciones, resultó violatoria de los derechos a las garantías y protección judiciales.
Por ende, no puede admitirse que, como ha sostenido el Estado, el caso haya sido ya
“dilucidado en el ámbito interno” ni que Guatemala haya cumplido, por medio de una
investigación, su deber de garantizar los derechos a la vida e integridad personal. Esto
hace procedente que la Corte examine la vulneración aducida a tales derechos. En
particular, el Tribunal puede y debe analizar si Guatemala, por medio de su personal
militar, incumplió su obligación de respetar los derechos indicados.

111. Teniendo en cuenta lo anterior, no surge elemento alguno de justificación del uso de
fuerza letal por parte de militares, que fue considerado delictivo por las autoridades
judiciales guatemaltecas. De los hechos acreditados surge que varias personas, según se
refirió y se precisa más adelante, resultaron muertas y heridas a causa de lo acontecido.
Por tanto, según cada caso, Guatemala violó en su perjuicio los derechos a la vida e
integridad personal.

Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351.

365. Este Tribunal concluyó que la declaración de abandono, internamiento en un centro
de acogimiento residencial y adopción de los hermanos Ramírez constituyeron violaciones
a la vida familiar, protección de la familia, libertad personal y derechos del niño. La Corte
considera que el sufrimiento que genera la separación injustificada y permanente de una
familia es tal que debe ser analizado dentro de una posible violación del derecho a la
integridad personal de cada uno de los miembros de dicha familia. Este Tribunal ha
señalado que la separación de niñas y niños de sus familias puede generar afectaciones
específicas en su integridad personal de especial gravedad, las cuales pueden tener un
impacto duradero.

366. La señora Ramírez Escobar declaró que al enterarse que se habían llevado a sus hijos
entró en “choque nervioso, [se] descontroló”, “fue una sensación de vacío interno”. En
relación a cómo fue su vida sin sus hijos expresó que fue “vacía y queriendo siempre
querer verlos, saber de ellos, tocarlos, decirles que [ella es] su mamá, nadie más, que
tenía que trabajar y por eso los dej[ó] ese día”. En el mismo sentido, la perita María Renee
González Rodríguez describió que la señora Ramírez Escobar “quedó profundamente
afectada, viviendo con culpa, vergüenza, temor y desconfianza luego de que sus derechos
como mujer, como madre, como persona fueron violentados, no recibió lo necesario para
atender sus necesidades básicas y esto le impide hasta hoy en día, llevar una vida de la
cual ella se sienta satisfecha y realizada”. Además indicó que “[e]l maltrato por parte de
las instituciones del [E]stado [...] le provocó una afectación a nivel psicoafectivo,
presentando cólera, frustración y enojo frente a las autoridades que no hicieron nada por
su caso. Esto evidencia la victimización secundaria de la cual fue sujeta”.

367. Por su parte, el señor Tobar Fajardo declaró que su vida “fue afectada enormemente,
pasaron muchos años en soledad, cuando las noches [él] le pedía mucho a Dios que lo
tuviera vivo, miraba a muchos niños correr y [l]e daba mucha tristeza al no tener a [su]
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hijo presente en las épocas muy importantes, no estaba [su] hijo. En [su] hogar siempre 
hubo un lugar para él y siempre estuvo vacío”. Además, resaltó que incluso ahora que 
está viviendo con Osmín Tobar Ramírez no pueden comunicarse por no hablar el mismo 
idioma. La perita Zoila Esperanza Ajuchan Chis describió que la separación familiar le 
causó al señor Tobar Fajardo momentos de agonía, “flaqueza, tristeza, y enojo”. 
Asimismo, la falta de respuesta del Estado le ha causado frustración. Adicionalmente, el 
señor Tobar Fajardo declaró haber sido víctima de diversas agresiones y persecuciones. 
La Corte no cuenta con los elementos suficientes para determinar si estas agresiones son 
de alguna forma atribuibles al Estado.

368. Por último, Osmín Tobar Ramírez declaró que cuando lo separaron de su hermano
“perd[ió] parte de [su] alma, porque [él] era su familiar, era [su] hermano, fue algo como
que [le] quitaran parte de [su] corazón”. Indicó que cuando llegó a los Estados Unidos
“fue un shock cultural, [lo] sacaron de [su] cultura, independientemente de que si fuera
rico o pobre, [él] no s[intió] nunca que encajaba en esa sociedad [por su] color de [...]
piel”. Además, relató que desde los doce años buscó a su familia biológica “todas las
noches”. Ahora que vive con su familia biológica se “siente de nuevo como un ser humano.
[Se] sient[e] que [es] alguien, [que vale algo], que pued[e] vivir y lograr [su] potencial,
que todo ser humano tiene derecho a lograr”. La perita Karla Renee Lemus Barrios
describió que la falta de consulta e información en el procedimiento de adopción “ha tenido
implicaciones en sus relaciones afectivas”, ya que tiende a creer que todas son utilitarias;
además, “lo ha hecho poseedor de un nivel elevado de enojo manifestado como violencia,
y “constantemente sospecha que otros se quieren aprovechar de él”, lo cual lo ha llevado
a aislarse. La perita resaltó, además, que la separación de su familia y la falta de
información sobre su historia “lo ha llevado a una ausencia de pertenencia donde él no
encaja en ninguna familia porque culpa a todas de su secuestro y posterior adopción”.

369. En virtud de lo anterior, la Corte considera demostrado que los hechos de este caso
también implicaron una violación del derecho a la integridad personal, consagrado en el
artículo 5 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en
perjuicio de Flor de María Ramírez Escobar, Gustavo Tobar Fajardo y Osmín Tobar
Ramírez, así como en relación con el artículo 19 del mismo instrumento en perjuicio de
este último.

Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
agosto de 2014. Serie C No. 283.

153. Con base en los hechos expuestos, la Corte considera que a partir del 20 de diciembre
de 2003 la señora B.A. y los miembros de su familia se encontraban en una situación de
riesgo real e inmediato a su integridad personal. La Corte valora primordialmente que el
26 de noviembre de 2003 denunció haber sido amenazada debido a sus labores y que en
el año 2004 denunció una nueva amenaza; que durante los días posteriores a la muerte
del señor A.A. estaba siendo víctima de intimidaciones constantes por grupos de personas
desconocidas que se conducían fuertemente armadas y quienes se presentaban en horas
de la noche; que se trataba de una persona defensora de derechos humanos, así como
las labores y actividades que desempeñaba en el momento de los hechos en defensa de
los derechos humanos. Todo ello en un contexto de vulnerabilidad para las defensoras y
los defensores de derechos humanos en Guatemala. Tomando en cuenta dichas
circunstancias que enmarcaron los hechos del presente caso, así como la situación
particular de la señora B.A., para la Corte existen motivos razonables para deducir que la
situación de riesgo en que se encontraba podía estar vinculada especialmente con que se
trataba de una persona defensora de derechos humanos y con las labores y actividades
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que desempeñaba en el momento de los hechos, lo cual la colocó en una situación de 
especial vulnerabilidad.

154. En este caso también se verifica la existencia del conocimiento estatal previo sobre
el riesgo concreto a la integridad personal de la señora B.A. y su familia. En efecto, la
señora B.A. denunció ante el Ministerio Público, autoridad competente y a quien en el
presente caso correspondería adoptar las medidas apropiadas, las amenazas recibidas en
el año 2003 y 2004. Además, los presuntos actos intimidatorios en contra de ella y su
familia, ocurridos durante los nueve días posteriores a la muerte del señor A.A., fueron
puestos en conocimiento, precisamente en los primeros momentos de esos nueve días,
de la Procuraduría de los Derechos Humanos, la cual lo informó a la Policía Nacional Civil
de Escuintla, y del Alcalde Municipal. Igualmente, en reiteradas oportunidades durante los
cinco meses posteriores a la muerte del señor A.A., B.A. informó al Ministerio Público sobre
la denuncia interpuesta el 26 de noviembre de 2003, así como los presuntos actos
intimidatorios ocurridos un mes antes de dicha muerte y durante los nueve días
posteriores a ésta. Durante esos cinco meses también relató a agentes de la Policía
Nacional Civil de Escuintla y de la Procuraduría de los Derechos Humanos la amenaza que
había recibido en el año 2003 y la denuncia interpuesta el 26 de noviembre de 2003 ante
el Ministerio Público.

155. Sobre este punto y en lo que se refiere a las denuncias realizadas ante la Procuraduría
de los Derechos Humanos y el Alcalde Municipal, la Corte recuerda que corresponde a las
autoridades estatales que toman conocimiento de una situación de riesgo especial,
identificar o valorar si la persona objeto de amenazas y hostigamientos requiere de
medidas de protección o remitir el asunto a la autoridad competente para hacerlo, así
como ofrecer a la persona en riesgo información oportuna sobre las medidas disponibles.
La valoración sobre si una persona requiere medidas de protección y cuáles son las
medidas adecuadas es una obligación que corresponde al Estado y no puede restringirse
a que la propia víctima lo solicite a “las autoridades competentes”, ni que conozca con
exactitud cuál es la autoridad en mejor capacidad de atender su situación, ya que
corresponde al Estado establecer medidas de coordinación entre sus entidades y
funcionarios para tal fin.

156. Respecto a las medidas adoptadas por el Estado, en primer lugar, la Corte constató
que, no obstante las denuncias realizadas ante el Ministerio Público y la información que
en reiteradas oportunidades se puso en su conocimiento, éste no adoptó ninguna medida
para proteger a la señora B.A. y su familia, ni para averiguar la situación o el nivel de
riesgo al cual estarían expuestos. Por tanto, la actuación del Ministerio Público no fue
adecuada ni efectiva en el sentido de contrarrestar el riesgo contra la integridad de dichas
personas. Ahora bien, la Corte considera necesario referirse a la actuación de la
Procuraduría de los Derechos Humanos, de la Policía Nacional Civil y del Alcalde Municipal,
en reacción al riesgo existente durante los nueve días posteriores a la muerte del señor
A.A. y una vez que tuvieron conocimiento del mismo. La Corte observa que, aun cuando
el 22 y 23 de diciembre de 2004 el Auxiliar Departamental de la Procuraduría solicitó a
distintas dependencias de la Policía Nacional Civil brindar medidas de seguridad para la
señora B.A. y su familia, no se desprende que se haya dispuesto medida de protección
alguna. La única medida de apoyo dispuesta fue mediante el accionar del Alcalde Municipal
de Santa Lucía, cuando agentes de la Policía Municipal de Tránsito realizaron patrullajes
al área y acompañamiento a la familia durante los nueve días de rezos posteriores a la
muerte del señor A.A.

157. Es criterio de la Corte que los Estados deben disponer de medidas especiales de
protección adecuadas y efectivas. Para que las medidas sean adecuadas, deben ser
idóneas para enfrentar la situación de riesgo en que se encuentre la persona y, para ser
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efectivas, deben ser capaces de producir los resultados para el que han sido concebidos. 
La Corte considera que, al tratarse de defensoras y defensores de derechos humanos, 
para que se cumpla con el requisito de idoneidad es necesario que las medidas especiales 
de protección: a) sean acordes con las funciones que desempeñan las defensoras y los 
defensores; b) el nivel de riesgo debe ser objeto de una evaluación a fin de adoptar y 
monitorear las medidas que se encuentren vigentes; y c) deben poder ser modificadas 
según la variación de la intensidad de riesgo. Para tales efectos, es necesario que la 
modalidad de las medidas de protección sea acordada en consulta con las defensoras y 
los defensores para concretar una intervención oportuna, especializada y proporcional al 
riesgo que pudiera enfrentar el defensor o defensora. A su vez, el enfoque de género debe 
tener especial importancia dentro del procedimiento de evaluación del riesgo, ya que 
podría traducirse en un impacto diferenciado del nivel de riesgo, así como en la 
implementación de las medidas de protección. Para la efectividad de las medidas resulta 
esencial: a) una respuesta estatal inmediata desde el primer momento en que toma 
conocimiento de la existencia del riesgo, para que sean oportunas; b) que las personas 
que intervienen en la protección a defensoras y defensores cuenten con la capacitación y 
entrenamiento necesario para desempeñar sus funciones y sobre la importancia de sus 
acciones; y c) deben estar en vigor durante el tiempo que las víctimas de violencia o 
amenazas lo necesiten.

158. Es claro que aún a pesar de la reacción de la Policía Municipal de Tránsito, las medidas
dispuestas no fueron las adecuadas y efectivas para atender las circunstancias del caso
específico, debido a que por su modalidad y temporalidad no permitían garantizar a la
señora B.A. la continuidad en el ejercicio de sus labores y actividades en defensa de los
derechos humanos, aunado a la ausencia de una evaluación de riesgo y la posibilidad de
su eventual modificación, así como la falta de capacitación y entrenamiento necesario de
las personas que intervinieron en la protección. Al analizar estas omisiones, la Corte
considera que es de especial relevancia que se trataba de una defensora de derechos
humanos cuya familia había sufrido en el año 1983 la desaparición forzada por agentes
estatales de Y.A., por la cual buscaban justicia; que en esa época la familia A fue
considerada por las fuerzas de seguridad como “subversiva”, por lo cual sus miembros se
vieron forzados a trasladarse dentro de Guatemala, a México y a los Estados Unidos, y
que dicha familia también sufrió la muerte violenta del señor A.A.

159. A su vez, en el presente caso, el contexto en que se enmarcaron los hechos
analizados es un aspecto fundamental en el que el deber de prevención y protección debe
ser analizado. La Corte ha dado por probado que, a pesar que el Estado tenía pleno
conocimiento, al menos a partir del año 2001 y de forma reiterada con posterioridad a
esta fecha, a través de los informes de diversas organizaciones internacionales y
nacionales, de que los defensores y las defensoras de derechos humanos en Guatemala
enfrentaron un contexto de vulnerabilidad, no adoptó medidas adecuadas y efectivas de
protección respecto a la señora B.A. y su familia, conforme a las circunstancias que
rodearon el caso y a partir del momento en que tuvo conocimiento del riesgo real e
inmediato que enfrentaban. En consideración de los criterios que definen el deber estatal
de proteger en contra de violaciones de derechos humanos, el Estado tenía el deber de
actuar con diligencia ante la situación de riesgo especial que soportaban la señora B.A. y
su familia, más aún debido a que en el caso específico existían motivos razonables para
suponer que el motivo de los actos intimidatorios en su contra guardaba relación con las
labores que desempeñaba en el momento de los hechos y que se trataba de una persona
defensora de derechos humanos. Ante la indiferencia estatal, la Corte considera que
Guatemala incumplió con su deber de proteger contra de la vulneración de los derechos
de dichas personas, y que este incumplimiento del deber de garantía es particularmente
serio debido al contexto conocido por el Estado.
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160. Por tanto, la Corte concluye que el Estado incumplió con sus obligaciones de
garantizar el derecho a la integridad personal de la señora B.A. y su familia, a través de
la adopción de medidas especiales de protección adecuadas y efectivas, lo cual constituyó
una violación del artículo 5.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1
de la misma. Además, dado que N.A., J.A. y K.A. eran niños y niña al momento de los
hechos del caso, la Corte concluye en aplicación del principio iura novit curia que las
violaciones a su respecto ocurren también en relación con el artículo 19 de la Convención.
La alegada falta de una investigación efectiva de las denuncias presentadas por la señora
B.A. y sus familiares se realizará en el Capítulo VIII.4, relativo a las garantías judiciales y
la protección judicial.

Corte IDH. Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 258.

106. En cualquier caso, la Corte ha establecido que el sometimiento de detenidos a
cuerpos represivos oficiales, agentes estatales o particulares que actúen con su
aquiescencia o tolerancia, que impunemente practiquen la tortura y el asesinato,
representa, por sí mismo, una infracción al deber de prevención de violaciones al derecho
a la integridad personal y a la vida, aún en el supuesto de que no puedan demostrarse los
hechos violatorios en el caso concreto. Estas circunstancias implican una violación de los
artículos 5.1 y 5.2 de la Convención Americana. (En similar sentido: Caso Masacres de Río
Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de
4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250, párr. 117, y Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario
Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de
2012. Serie C No. 253, párr. 204.).

Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C 
No. 250.

150. De las declaraciones rendidas ante instancias internas y ante este Tribunal, es claro
que las personas que fueron sustraídas de la comunidad de Río Negro durante la masacre
de Pacoxom y que fueron obligadas a trabajar en casas de patrulleros de las autodefensas
civiles han sufrido un impacto agravado en su integridad psíquica cuyas consecuencias se
mantienen hasta el día de hoy. Por tanto, tomando en cuenta el reconocimiento de
responsabilidad del Estado, la Corte considera que Guatemala es responsable de la
violación de los derechos reconocidos en el artículo 5.1 de la Convención Americana, en
relación con los artículos 6, 17 y 1.1 de la misma, en perjuicio de María Eustaquia Uscap
Ivoy. Asimismo, el Estado es responsable por la violación del artículo 5.1 de la Convención,
en relación con los artículos 6, 17, 19 y 1.1 de la misma, en perjuicio de Agustín Chen
Osorio, Celestina Uscap Ivoy, Cruz Pérez Osorio, Froilan Uscap Ivoy, Jesús Tecú Osorio,
José Osorio Osorio, Juan Chen Chen, Juan Chen Osorio, Juan Pérez Osorio, Juan Uscap
Ivoy, Juana Chen Osorio, Pedro Sic Sánchez, Silveria Lajuj Tum, Tomasa Osorio Chen,
Florinda Uscap Ivoy y Juan Osorio Alvarado.

Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 de 
noviembre de 2000. Serie C No. 70.

155. La Corte Interamericana ha advertido que la circunstancia de que un Estado sea
confrontado con una situación de convulsión interna no debe acarrear restricciones a la
protección de la integridad física de la persona. Específicamente, la Corte ha señalado que
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[... t]odo uso de la fuerza que no sea estrictamente necesario por el propio
comportamiento de la persona detenida constituye un atentado a la dignidad humana 
[...] en violación del artículo 5 de la Convención Americana.

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. 
Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63.

164. Es pertinente poner de presente, al efecto, que la Corte ha dicho anteriormente que
el mero hecho de ser introducido en la maletera de un vehículo

constituye una infracción al artículo 5 de la Convención que tutela la integridad personal, 
ya que, aún cuando no hubiesen existido otros maltratos físicos o de otra índole, esa 
acción por sí sola debe considerarse claramente contraria al respeto debido a la dignidad 
inherente al ser humano. 

[…]

Integridad personal de los familiares

Corte IDH. Caso Gómez Virula y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2019. Serie C 
No. 393.

93. La Corte nota que las argumentaciones sobre la alegada violación del derecho a la
integridad personal de los familiares se fundamentan en la supuesta responsabilidad
estatal por la desaparición y muerte del señor Gómez Virula y la falta de investigación
adecuada de los hechos. La Corte considera que no hay responsabilidad internacional del
Estado respecto al derecho mencionado, consagrado en el artículo 5 de la Convención
Americana, en tanto no estableció la participación estatal en la desaparición y muerte del
señor Gómez Virula y la falta de investigación de los hechos ya fue analizada dentro del
capítulo relativo a la violación de los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en
el cual fueron declaradas víctimas. En consecuencia, la Corte considera que el Estado no
violó los derechos de la integridad personal en perjuicio de Antonio Gómez Areano y Paula
Virula Dionicio.

Corte IDH. Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385.

188. La Corte ha afirmado, en reiteradas oportunidades, que los familiares de las víctimas
de violaciones de los derechos humanos pueden ser, a su vez, víctimas. Este Tribunal ha
considerado que se puede declarar violado el derecho a la integridad psíquica y moral de
“familiares directos” u otras personas con vínculos estrechos con las víctimas con motivo
del sufrimiento adicional que aquéllos han padecido como producto de las circunstancias
particulares de las violaciones perpetradas contra sus seres queridos, y a causa de las
posteriores actuaciones u omisiones de las autoridades estatales frente a estos hechos,
tomando en cuenta, entre otros elementos, las gestiones realizadas para obtener justicia
y la existencia de un estrecho vínculo familiar. (En similar sentido: Caso Villaseñor Velarde
y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de febrero de 2019.
Serie C No. 374, párr. 143.).

191. Por consiguiente, en vista de la prueba e información aportada al expediente, este
Tribunal considera que, como consecuencia directa de: (i) las torturas sufridas por su
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hermano el día de su detención el 6 de agosto de 1997, así como las ulteriores secuelas; 
(ii) la imposición de la pena de muerte; (iii) la posterior ejecución extrajudicial, y (iv) la
ausencia de investigación de los hechos por parte de las autoridades estatales, la hermana
del señor Ruiz Fuentes padeció un profundo sufrimiento y angustia en detrimento de su
integridad psíquica y moral. En consecuencia, la Corte concluye que el Estado violó el
derecho a la integridad personal establecido en el artículo 5.1 de la Convención Americana,
en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento.

Corte IDH. Caso Villaseñor Velarde y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 5 de febrero de 2019. Serie C No. 374.

144. Ahora bien, en el caso, la determinación de la conducta indebida del Estado se ha
restringido al deber de investigar. Se ha concluido que resulta razonable asumir que ello
afectó la integridad personal de la señora Villaseñor considerando la relación del
incumplimiento estatal con su actividad como jueza. La Corte no considera que esa
consideración pueda trasladarse sin más a los familiares de la señora Villaseñor.

145. Por otra parte, debe resaltarse que los señalamientos sobre afectaciones a la
integridad personal de los familiares tienen por base afirmaciones, de las presuntas
víctimas o de sus representantes, que han referido circunstancias que no son directamente
atribuibles al Estado. Así, la Jueza declaró que sus familiares “recib[ían] toda la carga
emocional” y tenían “la necesidad de andar con escolta”. Se ha señalado también que
Rosa Antonieta, hermana de la Jueza, se ocupó de atender la salud de ésta, y que Francis
Antonio también prestó apoyo a su hermana, la Jueza Villaseñor. Se indicó, además, que
en razón de la proximidad, los hermanos de la señora Villaseñor compartían también un
temor profundo de verse expuestos al mismo patrón de violencia dirigido a la Jueza, y
también se han indicado otras circunstancias puntuales. La Corte recuerda que no se ha
establecido la intervención directa de agentes estatales en los hechos, y nota que las
circunstancias señaladas no se relacionan, en forma directa o principal, con la falta de
investigación, que se ha determinado respecto de indicaciones sobre algunos hechos.

146. Por lo tanto, la Corte determina que el Estado no violó el derecho a la integridad
personal de los familiares de la Jueza. Asimismo, por iguales motivos, considera que no
puede declarar una violación en perjuicio de tales familiares de su derecho a la protección
de la honra y de la dignidad. En consecuencia, la Corte determina que Guatemala no es
responsable por la violación de los artículos 5 y 11 de la Convención en perjuicio de Beatriz
Eugenia Villaseñor Velarde, Francis Villaseñor Velarde y Rosa Antonieta Villaseñor Velarde.

Corte IDH. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 
359.

191. La Corte ha considerado que los familiares de las víctimas de violaciones de derechos
humanos pueden ser, a su vez, víctimas. En ese sentido, el Tribunal ha considerado
violado el derecho a la integridad psíquica y moral de familiares de víctimas con motivo
del sufrimiento adicional que éstos han padecido como producto de las circunstancias
particulares de las violaciones perpetradas contra sus seres queridos, y a causa de las
posteriores actuaciones u omisiones de las autoridades estatales frente a los hechos,
tomando en cuenta, entre otros, las gestiones realizadas para obtener justicia y la
existencia de un estrecho vínculo familiar. También se ha declarado la violación de este
derecho por el sufrimiento generado a partir de los hechos perpetrados en contra de sus
seres queridos. Adicionalmente, este Tribunal ha señalado que la contribución por parte
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del Estado al crear o agravar la situación de vulnerabilidad de una persona tiene un 
impacto significativo en la integridad de las personas que le rodean, en especial de 
familiares cercanos que se ven enfrentados a la incertidumbre e inseguridad generada por 
la vulneración de su familia nuclear o cercana. (En similar sentido: Caso Véliz Franco y 
otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277, párr. 233, y Caso Velásquez Paiz y otros Vs. 
Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de 
noviembre de 2015. Serie C No. 307, párr. 209.).

192. Al respecto, la Corte advierte que, del acervo probatorio, se desprende que los
padecimientos físicos y psicológicos que sufrieron las presuntas víctimas del caso a raíz
de su falta de tratamiento médico también impactaron a algunos de los familiares de las
víctimas, lo cual se vio agravado por la estigmatización que los familiares de personas que
viven con el VIH sufren. En concreto, la Corte constata que los familiares han
experimentado sentimientos de dolor, angustia e incertidumbre por la falta de atención
médica oportuna, especialmente la falta de acceso a medicamentos, así como
sentimientos de frustración e impotencia por no tener los recursos económicos para
proveerle del tratamiento necesario a sus familiares. De igual forma, algunos de ellos han
sido testigos del deterioro de la salud de sus seres queridos, teniendo algunos incluso que
afrontar la muerte de algunos de éstos.

193. El Tribunal también observa que la falta de atención médica afectó la dinámica
familiar de las víctimas, pues algunos familiares de éstas se vieron obligados a modificar
sus horarios laborales, abandonar o suspender sus estudios y/o migrar a Estados Unidos
para hacerse cargo del apoyo económico y manutención de su familiar que vive con el VIH,
ocasionando con ello rupturas familiares, detrimento a su economía y afectaciones a su
proyecto de vida. Asimismo, la Corte destaca la transmisión del VIH a L.A.L, la cual pudo
prevenirse de haberse proveído del tratamiento médico adecuado a su madre. En el mismo
sentido, la Corte constata el sufrimiento padecido por los familiares de las víctimas
derivados de la estigmatización que gira en torno a las personas que viven con el VIH, lo
que les generó sentimientos de vergüenza y miedo, así como la exclusión de sus núcleos
familiares y la pérdida de sus trabajos. En ese sentido, la Corte reitera que el derecho a
la salud de las personas que viven con el VIH incluye la atención médica interdisciplinaria,
a la cual deben tener acceso también los familiares para abordar esos sentimientos, lo
que en el presente caso no sucedió.

194. En relación con los sufrimientos que padecen los familiares de personas que viven
con el VIH, del peritaje de Olga Alicia Paz Bailey es posible desprender que las afectaciones
que sufren las personas que viven con el VIH trascienden la esfera individual. De esta
forma, los miembros de una familia pueden también sufrir afectaciones que se concretan
en situaciones en que hijos tengan que asumir el rol de cuidadores o proveedores de los
padres, que las abuelas asuman roles de madres o padres, y que se alteren los proyectos
personales de vida de los miembros de una familia. En efecto, estas consecuencias son
atribuibles al Estado en la medida en que, por sus omisiones en el cumplimiento del deber
de garantía del derecho a la salud, las personas que viven con el VIH ven afectadas sus
capacidades impactando así la vida de sus familiares.

195. Tanto la Comisión como los representantes alegaron que el estigma que
tradicionalmente acompaña al VIH/SIDA afectó no sólo a los familiares sino también al
círculo más cercano, por lo cual también debían ser considerados como víctimas. El Estado
no formuló alegatos al respecto. La Corte ha reconocido que una persona que no es
familiar directo, o que no tenga un parentesco legal, puede ser considerada como víctima
de violaciones a su integridad personal por el sufrimiento y dolor que han causado las
violaciones a los derechos humanos de sus seres queridos. Asimismo, la Corte advierte
que los padres y amigos cercanos suelen ser las personas que más apoyo tienen en el
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cuidado de personas que viven con el VIH, lo cual es además fundamental para su 
bienestar psicológico y físico. En ese sentido, la Corte considera que, en el presente caso, 
aquellos amigos cercanos que hayan acompañado a las presuntas víctimas, y donde se ha 
acreditado un sufrimiento a causa de las violaciones en contra de sus seres queridos, 
pueden ser considerados víctimas.

196. En lo que respecta al presente caso, la Corte advierte que la señora Luz Imelda Lucas
de León, quien fue señalada por la Comisión como amiga de la señora Rita Dubón Orozco,
acompañó a la señora Dubón en diversos momentos durante su enfermedad hasta su
fallecimiento. En particular, la Corte advierte el sufrimiento que experimentó la señora
Lucas de León por el estigma y la discriminación que habría sufrido la señora Dubón, y
por los efectos en su salud por la falta de medicamentos y de una atención médica integral.
Las omisiones del Estado constituyeron la causa de las afectaciones que sufrió la señora
Dubón, por lo que el Tribunal concluye que el Estado es responsable por la violación a la
integridad personal de la señora Lucas de León. Por otro lado, en lo que respecta a los
familiares que ya han sido declarados como víctimas en el caso, la Corte advierte que las
afectaciones que pudieron sufrir han quedado subsumidas en el análisis sobre integridad
personal por lo que no considera pertinente pronunciarse sobre ellas.

Corte IDH. Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356.

123. La Corte ha sostenido, en reiteradas ocasiones, que los familiares de víctimas de
ciertas violaciones de derechos humanos pueden ser considerados, a su vez, como
víctimas. Del mismo modo, ha señalado que se puede declarar la violación del derecho a
la integridad de familiares de víctimas de ciertas violaciones de derechos humanos,
aplicando una presunción iuris tantum respecto familiares tales como de madres y padres,
hijas e hijos, esposos y esposas y compañeros y compañeras permanentes, siempre que
ello responda a las circunstancias particulares en el caso. En relación con tales familiares,
corresponde al Estado desvirtuar dicha presunción, la que procede en casos de masacres
y ejecuciones extrajudiciales respecto de familiares de personas muertas. En
circunstancias en que no procede la presunción, este Tribunal debe evaluar, por un lado,
la existencia de un vínculo particularmente estrecho entre los familiares y la víctima del
caso que les permita establecer una afectación a su integridad personal y, por otro lado,
si de la prueba que consta en el expediente se acredita una violación del derecho a la
integridad personal.

124. En el presente caso, debe presumirse que los familiares directos de las personas que
fueron muertas el 5 de octubre de 1995 vieron afectada su integridad personal. La Corte
no cuenta con elementos para desvirtuar esta presunción. Además, en el caso, se entiende
que las afectaciones a la integridad personal de dichos familiares se ven agravadas por
haber vivido por sí mismos los hechos y, en algunos casos, ser testigos directos de la
muerte de un ser querido. Aunado a lo dicho, no consta que el Estado brindara asistencia
médica o psicológica frente a esta situación. Por lo tanto, Guatemala violó el derecho a la
integridad respecto de los familiares directos de las víctimas fallecidas.

Corte IDH. Caso Gutiérrez Hernández y otros Vs. Guatemala. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de agosto de 2017. 
Serie C No. 339.

197. La Corte recuerda que en el presente caso no fue posible concluir que Mayra Gutiérrez
fue víctima de desaparición forzada, en consecuencia, de acuerdo con su jurisprudencia,
la presunción iuris tantum sobre la violación a la integridad personal de los familiares
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directos de una víctima de desaparición forzada no resulta aplicable. En este sentido, la 
vulneración de la integridad personal de los familiares debe ser comprobada, y sobre el 
particular, los representantes y la Comisión no han alegado afectaciones específicas ni han 
aportado prueba al respecto. Cabe señalar que la Comisión se limitó a alegar dicha 
violación dadas las afectaciones a los familiares de Mayra Gutiérrez por la impunidad en 
la que por más de 17 años se mantiene el presente caso, sin embargo, dichas afectaciones 
ya fueron analizadas a lo largo de este capítulo y se consideró que derivado de ellas se 
violó los artículos 8.1, 24 y 25 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 
del tratado, y con el artículo 7.b de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar 
y Erradicar la Violencia contra la Mujer (“Convención de Belém do Pará”), en perjuicio de 
Mayra Gutiérrez y su familia, siendo que dichas violaciones serán tomadas en cuenta al 
fijar las reparaciones correspondientes por las violaciones declaradas en su perjuicio. En 
consecuencia, la Corte estima que en el presente caso no fue probada la alegada violación
del artículo 5 de la Convención Americana.

Corte IDH. Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del 
Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328.

161. La Corte ha afirmado en reiteradas oportunidades que los familiares de las víctimas
de violaciones de los derechos humanos pueden ser, a su vez, víctimas. Asimismo, el
Tribunal ha considerado que en casos que involucran la desaparición forzada de personas,
es posible entender que la violación del derecho a la integridad psíquica y moral de los
familiares de la víctima es una consecuencia directa de ese fenómeno, que les causa un
severo sufrimiento por el hecho mismo, que se acrecienta, entre otros factores, por la
constante negativa de las autoridades estatales de proporcionar información acerca del
paradero de la víctima o de realizar una investigación eficaz para lograr el esclarecimiento
de lo sucedido. Estas afectaciones hacen presumir un daño a la integridad psíquica y moral
de los familiares en casos de desapariciones forzadas. En casos anteriores, la Corte ha
establecido que dicha presunción se establece iuris tantum respecto de madres y padres,
hijas e hijos, cónyuges, compañeros y compañeras permanentes, así como hermanas y
hermanos de las víctimas desaparecidas, salvo que se demuestre lo contrario por las
circunstancias específicas del caso. (En similar sentido: Caso Chitay Nech y otros Vs.
Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de
mayo de 2010. Serie C No. 212, párr. 220.)

162. La Corte declaró la responsabilidad internacional de Guatemala por la desaparición
forzada de 22 víctimas del presente caso. El Estado, más allá de los argumentos
expuestos, no aportó prueba en contrario que desvirtúe la presunción iuris tantum
respecto al severo sufrimiento de los familiares en las circunstancias particulares del
presente caso, y tampoco desvirtuó la calidad de familiares de las víctimas desaparecidas.
Por tanto, la Corte considera suficientemente fundada la presunción del daño a su
integridad psíquica y moral.

163. La Corte considera que los familiares de las 22 personas que han sido víctimas de
desaparición forzada son víctimas de violación a su integridad personal debido al
sufrimiento causado por la incertidumbre de conocer lo sucedido a sus familiares, el duelo
no concluido, la negativa de las autoridades estatales de proporcionar información sobre
la suerte o el paradero de dichas personas que permitiera a los familiares determinar con
certidumbre su vida o muerte y la desidia investigativa por parte de las autoridades
estatales para atender las denuncias e investigar lo sucedido.
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Corte IDH. Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2015. Serie C 
No. 307.

218. En virtud de lo expuesto, la Corte concluye que el Estado violó la integridad personal
de los familiares de Claudina Isabel Velásquez Paiz debido a la forma en que se llevó a
cabo la investigación del caso, en particular, la manera en la que los agentes del Ministerio
Público irrumpieron en la vela del cuerpo de Claudina Velásquez, la calificación de esta
como una persona cuya muerte no merecía ser investigada, y las irregularidades y
deficiencias a lo largo de toda la investigación, en la cual el señor Velásquez Durán ha sido
particularmente activo. Todo ello configura una violación del artículo 5.1 de la Convención
Americana, en relación con el artículo 1.1, en perjuicio de Jorge Rolando Velásquez Durán,
Elsa Claudina Paiz Vidal y Pablo Andrés Velásquez Paiz.

Corte IDH. Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 
277.

239. En consideración de las declaraciones anteriores y el peritaje rendido, y atendiendo
a los hechos del caso, la Corte considera que la falta de prevención en el caso, así como
la falta de una actuación diligente de las autoridades estatales en la investigación del
homicidio de María Isabel y la impunidad en que permanecen los hechos y la investigación,
generó un sufrimiento a la señora Rosa Elvira Franco Sandoval. Además está demostrado
que durante la investigación la señora Franco Sandoval fue objeto de tratos despectivos
e irrespetuosos por parte de agentes estatales, referidos a ella y respecto a su hija María
Isabel, por lo que produjo a la señora Franco una afectación adicional a su integridad
personal.

Corte IDH. Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. Serie C No. 258.

168. Adicionalmente, en relación con las alegadas amenazas y hostigamientos sufridos
por los familiares de Edgar Fernando García, la Corte recuerda que debido a su
competencia ratione temporis sólo puede conocer aquellos hechos ocurridos con
posterioridad a la aceptación de la competencia de la Corte. El Tribunal observa que, de
la prueba aportada por las partes, se desprende que la esposa e hija de Edgar Fernando
García fueron objeto de amenazas y hostigamientos debido a las acciones emprendidas
para la búsqueda de justicia y del señor García. Estas amenazas estaban asociadas,
principalmente, a la pertenencia de la señora Montenegro al GAM, lo cual hizo que vivieran
en una situación de inseguridad y temor en su casa y trabajo, por lo cual tuvieran que
buscar protección en Brigadas de Paz. De acuerdo a lo declarado por la señora
Montenegro, esta situación se prolongó por nueve años, hasta 1993 cuando
presuntamente cesó la práctica de desapariciones forzadas y comenzó el período de
transición. La Corte nota que la CEH determinó que la señora Montenegro habría sido
objeto de amenazas de muerte y vigilancia.

169. Al respecto, esta Corte ha sostenido que la mera amenaza de que ocurra una
conducta prohibida por el artículo 5 de la Convención, cuando sea suficientemente real e
inminente, puede en sí misma estar en conflicto con el derecho a la integridad personal,
por lo cual considera que las amenazas y hostigamientos sufridos por Nineth Montenegro
Cottom y Alejandra García Montenegro constituyen una violación adicional de su derecho
a la integridad personal. (En similar sentido: Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”)
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Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. 
Serie C No. 253, párr. 292.).

Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C 
No. 250.

240. En su jurisprudencia más reciente en casos de masacres, el Tribunal ha reiterado
que los familiares de las víctimas de graves violaciones de derechos humanos, como las
del presente caso, pueden, a su vez, ser víctimas de violaciones a su integridad personal.
Así, en este tipo de casos la Corte ha considerado violado el derecho a la integridad
psíquica y moral de los familiares de las víctimas con motivo del sufrimiento y angustia
adicionales que éstos han padecido a causa de las actuaciones u omisiones posteriores de
las autoridades estatales con respecto a la investigación de los hechos y debido a la
ausencia de recursos efectivos. La Corte ha considerado que “la realización de una
investigación efectiva es un elemento fundamental y condicionante para la protección de
ciertos derechos que se ven afectados o anulados por esas situaciones”.

244. De este modo, es claro que las víctimas sobrevivientes de las masacres de Río Negro
padecen un profundo sufrimiento y dolor como resultado de la impunidad en que se
encuentran los hechos, los cuales se enmarcaron dentro de una política de estado de
“tierra arrasada” dirigida hacia la destrucción total de dicha comunidad. Por tanto, la Corte
considera que el Estado violó el artículo 5.1 de la Convención Americana, en relación con
el artículo 1.1 de dicho instrumento, en perjuicio de los sobrevivientes de las masacres de
Río Negro. Los nombres de dichas personas se encuentran en el Anexo VI de esta
Sentencia.

Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 
212.

221. Al respecto, la Corte recuerda que en otros casos ha llegado a considerar que la
privación continua de la verdad acerca del paradero de un desaparecido constituye una
forma de trato cruel e inhumano para los familiares cercanos. Además, el Tribunal ha
señalado que ante hechos de desaparición forzada de personas, el Estado tiene la
obligación de garantizar el derecho a la integridad personal de los familiares también por
la vía de investigaciones efectivas. Más aún, la ausencia de recursos efectivos ha sido
considerada por la Corte como fuente de sufrimiento y angustia adicionales para las
víctimas y sus familiares.

225. Tal como fue establecido en el presente caso, la Corte otorgó plenos efectos jurídicos
al reconocimiento parcial de responsabilidad internacional del Estado respecto al artículo
5 de la Convención. Asimismo, este Tribunal nota que de las declaraciones rendidas por
los familiares de Florencio Chitay y de las violaciones declaradas en los capítulos
anteriores, éstos han sufrido afectaciones a su integridad personal. Además, la denegación
de justicia y el desconocimiento del paradero del señor Chitay Nech que persiste hasta la
fecha ha ocasionado en las presuntas víctimas un impacto traumático, que ha generado
sentimientos de indignación, frustración e incluso de temor. El Tribunal observa que dichas
experiencias impactaron sus relaciones sociales, alterando la dinámica de su familia y su
pertenencia a una comunidad indígena, lo que les ha seguido causando sufrimiento y
temor.
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226. Por lo expuesto, este Tribunal considera que las afectaciones a la integridad personal
sufridas por los miembros de la familia Chitay Rodríguez, comprendidas integralmente en
el complejo fenómeno de la desaparición forzada, subsisten mientras persistan los factores
de impunidad verificados y no se tenga conocimiento del paradero del señor Chitay Nech;
esto último no ha permitido cerrar el proceso de duelo de los familiares. En consecuencia,
esta Corte considera que el Estado es responsable por la violación del derecho a la
integridad personal reconocido en el artículo 5.1 de la Convención, en relación con el
artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de Encarnación, Pedro, Eliseo, Estermerio y María
Rosaura, todos de apellidos Chitay Rodríguez.

Corte IDH. Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 
2009. Serie C No. 211.

206. En su jurisprudencia más reciente en casos de masacres, el Tribunal ha reiterado
que los familiares de las víctimas de ciertas graves violaciones de derechos humanos,
como las masacres, pueden, a su vez, resultar víctimas de violaciones de su integridad
personal. El Tribunal estableció en el Caso de las Masacres de Ituango, por ejemplo, que
“en un caso como [tal], la Corte considera que no se necesita prueba para demostrar las
graves afectaciones a la integridad psíquica de los familiares de las víctimas ejecutadas”.
En este tipo de casos la Corte ha considerado violado el derecho a la integridad psíquica
y moral de los familiares de las víctimas con motivo del sufrimiento y angustia adicionales
que éstos han padecido a causa de las actuaciones u omisiones posteriores de las
autoridades estatales con respecto a esos hechos y debido a la ausencia de recursos
efectivos. La Corte ha considerado que “la realización de una investigación efectiva es un
elemento fundamental y condicionante para la protección de ciertos derechos que se ven
afectados o anulados por esas situaciones”, como lo es en el presente caso el derecho a
la integridad personal.

217. Por lo expuesto, la Corte considera que en el presente caso, la gravedad de los
hechos de la masacre y la falta de respuesta judicial para esclarecer éstos ha afectado la
integridad personal de las 153 presuntas víctimas familiares de las personas fallecidas en
la masacre. El sufrimiento y daño psicológico que éstos han padecido debido a la
impunidad que persiste a la fecha, después de 15 años de haberse iniciado la
investigación, hace responsable al Estado de la violación del derecho reconocido en el
artículo 5.1 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de
las referidas personas. Además, por las razones expresadas anteriormente, y por las
condiciones particulares señaladas respecto a los dos sobrevivientes de la masacre, esta
Corte considera que el Estado violó el artículo 5.1 de la Convención Americana, en relación
con los artículos 1.1 y 19 de la misma, en perjuicio de Ramiro Osorio Cristales y Salomé
Gómez Hernández.

Corte IDH. Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101.

225. Por otra parte, esta Corte ha señalado, en otras oportunidades, que los familiares de
las víctimas de violaciones de los derechos humanos pueden ser, a su vez, víctimas. En el
caso Villagrán Morales, las autoridades estatales impidieron el esclarecimiento de los
hechos relacionados con el mismo, por lo cual intensificó el sufrimiento de los familiares.
Ante dichas circunstancias, el Tribunal describió el impacto sobre los familiares como “el
sentimiento de inseguridad e impotencia que le causó a esos parientes la abstención de
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las autoridades públicas en investigar a cabalidad los correspondientes delitos y castigar 
a sus responsables”.

232. En el caso sub judice, se ha demostrado, pues, una violación de la integridad personal
de los familiares inmediatos de la víctima como consecuencia directa de las amenazas y
hostigamientos sufridos por éstos desde el inicio de la investigación de la ejecución
extrajudicial de Myrna Mack Chang. Esta situación se ha visto agravada por el patrón de
obstrucciones de las investigaciones anteriormente reseñadas, el asesinato de un policía
investigador, las amenazas y hostigamientos sufridos por algunos de los operadores de
justicia, policías y testigos, ante lo cual se vieron forzados a exiliarse. Dichas
circunstancias, exacerbadas aún más por el largo tiempo transcurrido sin que se hayan
esclarecido los hechos, han provocado en los familiares de la víctima constante angustia,
sentimientos de frustración e impotencia y un temor profundo de verse expuestos al
mismo patrón de violencia impulsado por el Estado. En razón de ello, los familiares de
Myrna Mack Chang deben ser considerados como víctimas porque el Estado les ha
vulnerado su integridad psíquica y moral.

Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 de 
noviembre de 2000. Serie C No. 70.

162. La jurisprudencia de la Corte Europea de Derechos Humanos también ha aceptado
que cuando se violan derechos fundamentales de una persona humana, tales como el
derecho a la vida o el derecho a la integridad física, las personas más cercanas a la víctima
también pueden ser consideradas como víctimas. Dicha Corte tuvo la oportunidad de
pronunciarse sobre la condición de víctima de tratos crueles, inhumanos y degradantes de
una madre como resultado de la detención y desaparición de su hijo, para lo cual valoró
las circunstancias del caso, la gravedad del maltrato y el hecho de no contar con
información oficial para esclarecer los hechos. En razón de estas consideraciones, la Corte
Europea concluyó que también esta persona había sido víctima y que el Estado era
responsable de la violación del artículo 3 de la Convención Europea. (En similar sentido:
Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo.
Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63, párr. 176.).

163. Recientemente dicha Corte desarrolló aún más el concepto, resaltando que entre los
extremos a ser considerados se encuentran también los siguientes: la proximidad del
vínculo familiar, las circunstancias particulares de la relación con la víctima, el grado en
el cual el familiar fue testigo de los eventos relacionados con la desaparición, la forma en
que el familiar se involucró respecto a los intentos de obtener información sobre la
desaparición de la víctima y la respuesta ofrecida por el Estado a las gestiones incoadas.

164. En el mismo sentido, el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, de
acuerdo con el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, ha afirmado que los
familiares de detenidos desaparecidos deben ser considerados como víctimas, entre otras
violaciones, por malos tratos. El Comité de Derechos Humanos, en el caso Quinteros c.
Uruguay (1983), ya ha señalado que

comprend[ía] el profundo pesar y la angustia que padec[ió] la autora de la comunicación
como consecuencia de la desaparición de su hija y la continua incertidumbre sobre su 
suerte y su paradero. La autora tiene derecho a saber lo que ha sucedido a su hija. En 
ese sentido es también una víctima de las violaciones del Pacto [Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos], en particular del artículo 7 [correspondiente al artículo 5 de 
la Convención Americana], soportadas por su hija.
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165. La Corte ha valorado las circunstancias del presente caso, particularmente la continua
obstrucción a los esfuerzos de Jennifer Harbury por conocer la verdad de los hechos, y
sobre todo el ocultamiento del cadáver de Bámaca Velásquez y los obstáculos que
interpusieron diversas autoridades públicas a las diligencias de exhumación intentadas,
así como la negativa oficial de brindar información al respecto. Con base en dichas
circunstancias, la Corte considera que los padecimientos a los que fue sometida Jennifer
Harbury constituyeron claramente tratos crueles, inhumanos y degradantes violatorios del
artículo 5.1 y 5.2 de la Convención. La Corte entiende además que la falta de conocimiento
sobre el paradero de Bámaca Velásquez causó una profunda angustia en los familiares de
éste, mencionados por la Comisión, por lo que considera a éstos también víctimas de la
violación del artículo citado.

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. 
Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63.

173. Es evidente, asimismo, que las autoridades nacionales no tomaron providencias para
establecer la identidad de las víctimas, las cuales permanecieron registradas como XX
hasta que sus familiares se apersonaron a reconocerlos, a pesar de que tres de los jóvenes
(Henry Giovanni Contreras, Federico Clemente Figueroa Túnchez y Jovito Josué Juárez
Cifuentes) tenían antecedentes penales consignados en los “archivos delincuenciales”. La
negligencia por parte del Estado así puesta de manifiesto, debe sumarse al hecho de que
las autoridades no hicieron esfuerzos adecuados para localizar a los parientes inmediatos
de las víctimas, notificarles la muerte de éstas, entregarles los cadáveres y proporcionarles
información sobre el desarrollo de las investigaciones. El conjunto de esas omisiones
postergó y, en algunos casos, negó a los familiares la oportunidad de dar a los jóvenes
una sepultura acorde con sus tradiciones, valores o creencias y, por lo tanto, intensificó
sus sufrimientos. A ello se agrega el sentimiento de inseguridad e impotencia que le causó
a esos parientes la abstención de las autoridades públicas en investigar a cabalidad los
correspondientes delitos y castigar a sus responsables.

174. La Corte debe destacar entre las conductas de los agentes estatales que intervinieron
en los hechos del caso y que produjeron un impacto sobre sus familiares, la
correspondiente al tratamiento que se dio a los cuerpos de los jóvenes cuyos cadáveres
aparecieron en los Bosques de San Nicolás, Henry Giovanni Contreras, Federico Clemente
Figueroa Túnchez, Julio Roberto Caal Sandoval y Jovito Josué Juárez Cifuentes. Estas
personas no sólo fueron víctimas de la violencia extrema correspondiente a su eliminación
física, sino que, además, sus cuerpos fueron abandonados en un paraje deshabitado,
quedaron expuestos a las inclemencias del tiempo y a la acción de los animales y hubieran
podido permanecer así durante varios días, si no hubieran sido encontrados fortuitamente.
En el presente caso, es evidente que el tratamiento que se dio a los restos de las víctimas,
que eran sagrados para sus deudos y, en particular, para sus madres, constituyó para
éstas un trato cruel e inhumano.

Corte IDH. Caso Blake Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 24 de enero de 1998. 
Serie C No. 36.

114. Esta cuestión que plantea la Comisión, sólo puede ser examinada en relación con los
familiares del señor Nicholas Blake, ya que la violación de la integridad psíquica y moral
de dichos familiares, es una consecuencia directa de su desaparición forzada. Las
circunstancias de dicha desaparición generan sufrimiento y angustia, además de un
sentimiento de inseguridad, frustración e impotencia ante la abstención de las autoridades
públicas de investigar los hechos.
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115. Además, la incineración de los restos mortales del señor Nicholas Blake, para destruir 
todo rastro que pudiera revelar su paradero, atenta contra los valores culturales, 
prevalecientes en la sociedad guatemalteca, transmitidos de generación a generación, en 
cuanto al respeto debido a los muertos. La incineración de los restos mortales de la 
víctima, efectuada por los patrulleros civiles por orden de un integrante del Ejército 
guatemalteco, intensificó el sufrimiento de los familiares del señor Nicholas Blake.
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